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RESUMEN EJECUTIVO 
 

El Informe Nacional sobre el Avance en la Implementación del Consenso de Montevideo 

sobre Población y Desarrollo 2017 da cuenta de los esfuerzos del Estado de Guatemala en 

atención a los acuerdos suscritos en el marco de la Tercera Reunión de la Conferencia 

Regional de Población y Desarrollo y se aporta a la elaboración del informe que la 

Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo presentará ante el Foro de los Países de 

América Latina y el Caribe sobre el Desarrollo Sostenible. 

 

El informe contiene elementos que permiten evidenciar las principales acciones y desafíos 

observados por el país en la consecución de las medidas prioritarias establecidas en el 

Consenso. Para su elaboración se utilizó la metodología base propuesta por la Comisión 

Económica para América Latina y el Caribe -CEPAL-, la Guía operacional para la 

implementación y el seguimiento del Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo 

y se conformó un mecanismo tripartito de coordinación en el cual se consideró la 

participación del Gobierno, de la sociedad civil y la presencia de un organismo internacional. 

 

El mecanismo fue integrado por la Secretaría de Planificación y Programación de la 

Presidencia -SEGEPLAN-, la Secretaría Presidencial de la Mujer -SEPREM-, el Grupo 

Impulsor de Cairo +20 y el Fondo de Población de Naciones Unidas -UNFPA-. Estas 

instancias definieron los lineamientos generales para coordinar la elaboración del Informe y 

los procesos generados, entre ellos, la consulta que se dirigió a instituciones públicas y a 

representantes de la sociedad.  

 

El Informe es el resultado del contraste y debate entre estas perspectivas y se concluye que 

el Estado de Guatemala cuenta con un marco jurídico y político para garantizar el 

cumplimiento de los derechos humanos de las distintas y diversas poblaciones (pueblos 

indígenas, afrodescendientes, mujeres, juventud, niñez, adolescencia, adultos mayores y 

población LGTBI) y para reducir las brechas de desigualdad territorial, étnica, de género y 

generacional. No obstante, se identificaron retos en los mecanismos de seguimiento y 

evaluación dispuestos para su observancia, lo cual reduce los alcances reales que se 

promueven; además, implementar un sistema universal de protección y atención social.  

 

Un desafío particular consiste en abandonar los modelos asistencialistas, asumir plenamente 

el enfoque de derechos y así realizar intervenciones integrales y transversales. Para 

afrontarlos se requiere el desarrollo de estadísticas confiables, la revisión y adaptación de 

normativas de acuerdo con aquellas políticas públicas basadas en el enfoque de derechos. 

Implica entonces, el fortalecimiento de la institucionalidad pública y garantizar las 

condiciones para que la participación de la sociedad civil sea plena. 
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PRESENTACIÓN 

El presente informe contiene un balance de los avances del Estado de Guatemala en el impulso de las 

prioridades del Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo. Después de un proceso de 

consulta con instancias estatales y con sociedad civil se logró consolidar un informe unificado que 

recoge estas perspectivas diversas. Un logro importante en la construcción del informe es el diálogo 

por medio del cual se analizaron los retos que pueden orientar el accionar estatal hacia la satisfacción 

de las necesidades prioritarias para la población.  

 

El primer capítulo incluye el proceso metodológico para la elaboración del informe nacional y 

describe la ruta desarrollada en cada una de sus etapas, así como las características económicas, socio-

demográficas y culturales del país, ofrece datos de la composición demográfica de la población 

(distribución etaria desagregada por sexo) e indicadores socio-económicos que reflejan las principales 

brechas de desigualdad en relación con pobreza, empleo, acceso a la educación, salud y seguridad 

alimentaria. Además, contiene el marco jurídico y político relacionado con las medidas prioritarias 

del Consenso de Montevideo y una breve mirada a la trayectoria nacional en los temas de población 

y desarrollo; también presenta una síntesis de la línea del tiempo que registra los principales avances 

del país en esta materia. 

 

El segundo capítulo se refiere a la implementación nacional del Consenso de Montevideo; a manera 

de contextualización presenta una síntesis del proceso de análisis comparativo de dicho Consenso y 

su correspondencia con el Plan Nacional de Desarrollo K´atun: Nuestra Guatemala 2032.  

 

Temas que aborda el Consenso de Montevideo: 

a. Integración plena de la población y su dinámica en el desarrollo sostenible con igualdad y 

respeto de los derechos humanos 

b. Derechos, necesidades, responsabilidades y demandas de niños, niñas, adolescentes y 

jóvenes 

c. Envejecimiento, protección social y desafíos socioeconómicos 

d. Acceso universal a los servicios de salud sexual y salud reproductiva 

e. Igualdad de género 

f. La migración internacional y la protección de los derechos humanos de todas las personas 

migrantes 

g. Desigualdad territorial, movilidad espacial y vulnerabilidad 

h. Pueblos indígenas: interculturalidad y derechos 

i. Afrodescendientes: derechos y combate al racismo y la discriminación racial 

 

En cada apartado se presenta una breve parte introductoria del tema en referencia a los principales 

contenidos de las medidas prioritarias del mismo y los resultados de la consulta sobre las medidas 

prioritarias y su implementación desde la institucionalidad pública, conclusiones, incluidos los 

desafíos pendientes y los próximos pasos por realizar. 

 

Derivado del análisis comparativo del Consenso con el Plan Nacional de Desarrollo y de la consulta 

a los diferentes actores sociales se proponen conclusiones, desafíos y próximos pasos para la 

implementación y seguimiento del Consenso. 
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CAPÍTULO 1 

ANTECEDENTES Y MARCO NORMATIVO 

 

1.1 ANTECEDENTES 
 

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo -CIPD-, realizada en el Cairo en 

1994, marca el inicio de una etapa de debate y construcción de estrategias para vincular la población 

y el desarrollo a partir de las necesidades de las personas (en el marco de derechos humanos 

universalmente reconocidos). La adopción de un nuevo Programa de Acción de la CIPD reflejó el 

compromiso y voluntad de los países para integrar los temas de población en las propuestas de 

desarrollo socioeconómico con el fin de mejorar la calidad de vida de las personas de hoy y de las 

futuras generaciones.  

 

Los resultados de esta Conferencia marcaron, en Guatemala y muchos otros países, un punto de 

partida en los procesos de empoderamiento de las mujeres, reconocieron la importancia de la 

educación y salud, incluyendo la salud reproductiva como indispensable para el bienestar individual 

y colectivo.  

 

Siete años después, en Guatemala se aprobó la Ley de Desarrollo Social, Decreto 42-2001, cuyo 

objeto es la “promoción, planificación, coordinación, ejecución, seguimiento y evaluación de las 

acciones gubernativas y del Estado, encaminadas al desarrollo de la persona humana en los aspectos 

social, familiar, humano y su entorno, con énfasis en los grupos de especial atención” (Congreso de 

la República, 2001), de la cual deriva la formulación, en el año 2002, de la Política de Desarrollo 

Social y Población y la creación, en el año 2012, del Ministerio de Desarrollo Social.  

 

En 2012, en Quito, Ecuador, se llevó a cabo la reunión ordinaria del Comité Especial de la CEPAL 

sobre Población y Desarrollo. Entre los acuerdos logrados y que marcan la hoja de ruta de la región 

en el proceso de revisión de la Conferencia Internacional de Población y Desarrollo -CIPD- se 

destacan:  

 

a) La transformación de este Comité Especial en Conferencia Regional de Población y 

Desarrollo para América Latina y el Caribe. 

b) En seguimiento a la implementación del Programa de Acción de Cairo a 20 años de su 

adopción, se acuerda elaborar un Informe regional sobre los logros alcanzados, retos 

pendientes y desafíos, así como temas emergentes para el futuro. En este contexto se realiza 

la Encuesta Mundial de Avances del Programa de Acción de la Conferencia Internacional 

sobre Población y Desarrollo -CIPD-, en el año 2012. 

c) Sobre la base de los resultados de este estudio se acuerda actualizar la propuesta de agenda 

regional sobre población y desarrollo después de 2014, que sería presentada y discutida en la 

Primera Reunión de la Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo en América Latina 

y el Caribe, en agosto de 2013, en Montevideo, Uruguay. 

 

En seguimiento a la Conferencia Regional de Población y Desarrollo, a partir de 2013, se han llevado 

a cabo dos reuniones regionales para dar continuidad al Programa de Acción de la CIPD y la tercera 

reunión se tiene prevista para el año 2017. 
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La Primera Reunión de la Conferencia Regional se realizó en Montevideo, Uruguay, en agosto de 

2013. Esta reunión es el acuerdo intergubernamental más importante aprobado en la región en materia 

de población y desarrollo y constituye una pieza fundamental del proceso de examen del Programa 

de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo y su seguimiento 

después de 2014. En ella se suscribió el Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo. 

 

En el Consenso de Montevideo se establecieron como temas prioritarios: 

a. Integración plena de la población y su dinámica en el desarrollo sostenible con igualdad 

y respeto de los derechos humanos 

b. Derechos, necesidades, responsabilidades y demandas de niños, niñas, adolescentes y 

jóvenes 

c. Envejecimiento, protección social y desafíos socioeconómicos 

d. Acceso universal a los servicios de salud sexual y salud reproductiva 

e. Igualdad de género 

f. La migración internacional y la protección de los derechos humanos de todas las personas 

migrantes 

g. Desigualdad territorial, movilidad espacial y vulnerabilidad 

h. Pueblos indígenas: interculturalidad y derechos 

i. Afrodescendientes: derechos y combate al racismo y la discriminación racial 

 

La Segunda Reunión de la Conferencia Regional de Población y Desarrollo se realizó en México, en 

2015. En esa ocasión se aprobó la Guía operacional para la implementación y el seguimiento del 

Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo. Asimismo, se creó el Grupo de Trabajo ad 

hoc encargado de elaborar una propuesta de indicadores para el seguimiento regional del Consenso 

de Montevideo sobre Población y Desarrollo, de composición abierta, integrado por expertos 

designados por los Gobiernos, geográficamente representativo y coordinado por México. 

 

Para conocer los avances de la región, acerca de la implementación del Consenso de Montevideo, se 

acordó que en la Tercera Reunión de la Conferencia Regional de Población y Desarrollo, por 

realizarse en 2017, todos los países deben presentar un informe nacional sobre el avance en la 

implementación del Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo1.  

 

De acuerdo con la resolución 700 (XXXVI) aprobada en el trigésimo sexto período de sesiones de la 

CEPAL por la que se creó el Foro de los Países de América Latina y el Caribe sobre el Desarrollo 

Sostenible, en mayo 2016, el informe nacional constituirá un aporte para la elaboración del Informe 

que la Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo presentará ante este nuevo mecanismo 

regional para el seguimiento y examen de la implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo 

Sostenible. 

 

 

 

 

                                                           
1 La Tercera Reunión de la Mesa Directiva de la Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo de América Latina y 

el Caribe se celebró en la sede de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe -CEPAL-, en Santiago, del 4 al 

6 de octubre de 2016. La reunión tuvo por objetivo, entre otros, examinar y aprobar la propuesta de formato del informe 

nacional sobre el avance en la implementación del Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo y revisar y discutir 

el Informe de Avance del Grupo de Trabajo ad hoc encargado de elaborar una propuesta de indicadores para el seguimiento 

regional del Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo.  
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1.2 PROCESO METODOLÓGICO PARA LA CONSTRUCCIÓN DEL 

INFORME 
 

Este informe es concebido desde CEPAL y UNFPA como “una herramienta de intercambio positivo 

entre los países que, además de ayudarlos a alcanzar sus objetivos, estimule una mayor sensibilidad 

pública sobre los asuntos de población y desarrollo y fomente el diálogo entre los Gobiernos y los 

actores interesados”2 (CEPAL, 2016).  

 

Para la elaboración del Informe Nacional de Guatemala se utilizó la metodología base propuesta por 

la CEPAL para el efecto (CEPAL, Formato de informe nacional sobre el avance en la implementación 

del Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo, 2016); como marco se utilizaron los 

contenidos planteados en la Guía operacional para la implementación y el seguimiento del Consenso 

de Montevideo sobre Población y Desarrollo (CEPAL, 2015) y se recuperó la experiencia acumulada 

por la Secretaria de Planificación y Programación de la Presidencia -SEGEPLAN- en la construcción 

de estos informes.  

 

En la propuesta metodológica se consideró importante conformar un mecanismo tripartito de 

coordinación y el desarrollo de una ruta para facilitar la consulta institucional y de sociedad civil. 

 

1.2.1 Conformación del mecanismo 

tripartito de coordinación 

El mecanismo tripartido de coordinación 

está constituido, por parte del Gobierno de 

Guatemala, por la Secretaría de 

Planificación y Programación de la 

Presidencia y la Secretaría Presidencial de la 

Mujer; por parte de la sociedad civil, por 

representantes del Grupo Impulsor de Cairo 

+20; y por los organismos internacionales, 

representantes del Fondo de Población de 

Naciones Unidas. De este nivel derivaron los 

lineamientos generales para coordinar la 

elaboración del Informe y los procesos 

generados: organización, inducción, 

socialización, validación de la información y 

los resultados finales; así como la 

identificación y ejecución de los recursos 

(humanos, financieros y técnicos) que serían 

necesarios para la elaboración del informe 

nacional.  

 

1.2.2 El proceso de consulta  

Para la elaboración del informe final se tomó 

en cuenta la experiencia acumulada por la 

SEGEPLAN en la formulación del Informe 

Nacional de la Encuesta Mundial de 

Avances del Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo -

                                                           
2Aún no se ha definido la periodicidad de las evaluaciones nacionales: es una decisión que habrán de tomar los países en la 

Tercera Reunión de la Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo en América Latina y el Caribe, que se celebrará 

en 2017. 

Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 

Conformación del 
mecanismo tripartito 

de coordinación 

Proceso de consulta: 
Estado (SEGEPLAN) -
sociedad civil (Grupo 

Cairo +20)

Construcción, revisión y 
consenso

Ruta metodológica 
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CIPD-, los informes de avances de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y la elaboración de otros 

informes relacionados con la gestión pública, dado su papel de coordinador. Es importante considerar 

que dichos informes han sido producto del diálogo abierto, análisis y reflexión que comprende las 

opiniones técnicas de los diferentes sectores y actores del desarrollo, entre ellos, la sociedad civil.  

En consideración de lo anterior, se construyeron dos espacios de consulta en los cuales se utilizó el 

mismo instrumento de recolección de información:   

 

a- Consulta, por parte de SEGEPLAN, a instituciones públicas sobre los avances en la 

implementación de las medidas prioritarias del Consenso. 

b- Talleres de consulta con representantes de la sociedad civil, los cuales fueron coordinados 

por el Grupo Impulsor de Cairo + 20.  

 

1.2.3 Consideraciones metodológicas 
El Consenso de Montevideo, en sus nueve ejes, contiene 98 medidas prioritarias. Esto complicó el 

proceso de búsqueda de información, por lo que se procedió a construir un instrumento que permitiera 

ubicar a cada institución en el eje de su competencia según sus funciones y que posibilitara el 

desarrollo de informes pertinentes. De esa cuenta, para varios ejes, se consultó a algunas instituciones.  

 

Acciones realizadas para la consulta 

Estado Sociedad civil 

 11 instrumentos elaborados 

 42 instancias consultadas 

 37 informes recibidos 

 9 instrumentos desarrollados 

 2 encuentros regionales realizados 

 9 informes elaborados 
Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 

A continuación se presentan las instituciones del sector público que fueron consultadas de acuerdo 

con los temas del Consenso de Montevideo que le son afines según su marco legal de creación. 

 

 

Instituciones consultadas 

Ministerios MAGA, MARN, MIDES, MINECO, MINEDUC, 

MINGOB, MINEX, MSPAS, MINTRAB, MINFIN, 

MICIVI, MEM, MICUDE 

Secretarías SEGEPLAN, SBS, SCEP, SEPREM, SOSEP, SVET, 

Comisiones, consejos y coordinadoras  CODISRA, CONAMIGUA, CONAP, CONAPREVI, 

CONJUVE, CONRED, COPREDEH, CNA 

Otras instituciones del sector público DEMI, FODIGUA, IGSS, INE, INFOM, RENAP, 

PRONACOM, Banco de Guatemala, CGC, Congreso de 

la República, MP, Organismo Judicial, PGN, TSE 
Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 
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1.3 BREVE DESCRIPCIÓN GENERAL DEL PAÍS 

 
Guatemala es un país pluricultural, multiétnico y multilingüe; lo habitan cuatro pueblos: maya, 

garífuna, xinka y ladino o mestizo. El pueblo maya, a su vez, está constituido por 22 comunidades 

lingüísticas: achi’, chuj, kaqchikel, q’anjob’al, tz’utujil, akateka, itzá, mam, q’eqchi, uspanteka, 

awakateka, ixil, mopan, sakapulteka, ch’orti, poptí, poqomam, sipakapense, poqomchi’, tektiteka, 

k’iche’ y chalchiteka (Sistema de Naciones Unidas, 2014). Se reconocen oficialmente 25 idiomas, 

veintidós mayas, xinka, garífuna y el español. El país está dividido en ocho regiones, 22 

departamentos y 340 municipios.  

 

Según proyecciones del Instituto Nacional de Estadística -INE-, al año 2015, la población total del 

país ascendía a 15 608 millones de personas, de las cuales 7 680 son hombres y 7 928 son mujeres 

(SEGEPLAN, 2015 y 2016). La tasa de crecimiento es de 21 por mil y el crecimiento total en miles 

por año es de 317. Durante la primera década de este siglo el país ha pasado de ser predominantemente 

rural a predominantemente urbano, como lo muestra el aumento en el porcentaje de esta población, 

que pasó de 35% en 1994 a 55% en 2014. La esperanza de vida al nacer es de 69.2 años para hombres 

y 75.0, para mujeres (MSPAS, 2016). 

 

La prevalencia general de discapacidad3 según el II Informe de la Encuesta Nacional de Discapacidad 

2016 (INE, 2016), es de 10.2%; se reporta prevalencia de discapacidad más alta en mujeres que en 

hombres; y que las personas con algún tipo de discapacidad pertenecen al estrato socioeconómico 

más pobre, tienen menor acceso a educación y nunca han estado casados o han vivido en pareja. Es 

decir, la Encuesta evidencia los vínculos de la discapacidad con factores socioeconómicos.  

 

1.3.1 Bono demográfico en el marco del desarrollo 

 
El bono demográfico es la oportunidad que tiene un país de potenciar su productividad como 

consecuencia de un cambio en la estructura de su población. Debido a la reducción de los índices de 

natalidad y al incremento de la población joven, existe económicamente una coyuntura ideal -fuerza 

laboral- para que se genere crecimiento. De acuerdo con las proyecciones de población del Instituto 

Nacional de Estadística, en la actualidad el 71.1% de los 14.4 millones de habitantes tienen menos de 

30 años. De este porcentaje, los jóvenes comprendidos entre los 13 hasta los 30 años de edad 

representan un 34.4%. 

 

En 2002 los niños, niñas y adolescentes representaban 42 por ciento del total de la población. Para 

2015, aproximadamente 39% de la población total eran menores de 15 años (dependencia temprana) 

y como suele acontecer en esta cohorte de edad, la población masculina es predominante, inclusive 

en los jóvenes de entre 15 y 19 años. Las necesidades de este grupo se focalizan en la alta demanda 

de servicios educativos (a partir de los cinco años) y de servicios sanitarios y nutricionales, 

particularmente entre las/los infantes de cero a cuatro años (6.9% mujeres y 7.1% hombres de la 

población total). La población mayor de 65 años (dependencia tardía) representa el 4% del total; en 

este segmento de población predominan las mujeres, sus necesidades prioritarias están relacionadas 

con los servicios de protección social y salud, principalmente en atención a enfermedades crónicas y 

degenerativas. En consecuencia, las políticas públicas deben considerar las necesidades y medidas de 

protección social de la población de acuerdo con su ciclo de vida, así como la transición y el bono 

demográfico. 

 

                                                           
3 La prevalencia general de discapacidad se define como el reporte de “mucha dificultad” o “no puedo hacerlo” en cualquier 

dominio del set de preguntas del Washington Group o si se reporta “alguna dificultad” en cualquier dominio más un 

monitoreo clínico para deficiencias moderadas o severas.  
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El cambio en la estructura demográfica no se detiene y llegará el momento en que el número de 

personas en edad de trabajar superará significativamente a las personas en situación de dependencia. 

Para que este contingente de la población apoye el impulso de la economía del país es necesario 

ampliar las oportunidades de preparación y cualificación de niñas, niños y jóvenes, al tiempo que se 

incentiva la producción y se generan fuentes de empleo. 

 

Por otro lado, un escenario adverso puede forjarse si, en el futuro, ese segmento mayoritario de 

población, en la etapa productiva de sus vidas, no tiene acceso al mercado laboral en condiciones 

dignas.  

 

En síntesis, el bono demográfico para países en vías de desarrollo, como Guatemala, puede 

constituirse en una potente oportunidad de desarrollo para el país, que no solo genere crecimiento 

económico sino realmente logre impactar en el bienestar, es decir, crear mayores y mejores niveles 

de vida para la población, si este es aprovechado oportuna y diligentemente. Esto significa que, 

ineludible e impostergablemente, el Estado debe invertir en acciones públicas que impulsen niveles 

de calificación adecuadas del recurso humano.   

 

1.3.2 Pobreza y pobreza extrema 

 

La estabilidad macroeconómica y el crecimiento económico constante no se ha traducido en mejora 

de los indicadores sociales o de las condiciones de vida para el bienestar de la mayoría de la población.   

 

El porcentaje de población en pobreza total, es decir, aquella que alcanza a cubrir el costo del consumo 

mínimo de alimentos, pero no el costo mínimo adicional para otros bienes y servicios básicos, es de 

59.3%, según datos de la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida (INE, 2015). El porcentaje de 

población en pobreza total se incrementó en más de ocho puntos desde 2006, cuando fue de 51.2%.  

 

La población en pobreza extrema, es decir, quienes no alcanzan a cubrir el costo del consumo mínimo 

de alimentos es, según esa Encuesta, de 23.4%, con incremento desde 2006, cuando el porcentaje fue 

de 15.3.  

 

La pobreza extrema se marca con mayor drasticidad entre la población del área rural (35.3%) y 

predominantemente indígena (39.8%), ubicada principalmente en las regiones norte (48.0%), 

noroccidente (34.7%) y nororiente (31.6%) del país. En el caso de la pobreza total, afecta a 79.2% de 

la población indígena y a 76.1% de la población rural.  

 

1.3.3 Empleo y acceso a canasta básica vital 

 

Pese al crecimiento económico registrado en el país, solo tres personas de cada diez trabajan 

actualmente en la formalidad. La Encuesta Nacional de Empleo e Ingresos -ENEI- para el primer 

semestre del año 2016 da cuenta de que la población que se encuentra laborando está principalmente 

incorporada en el sector informal de la economía y alcanza 69.8% y que 11.5% está subempleada. 

 

El salario mínimo para el año 2017, establecido en el Acuerdo Gubernativo 288-2016, es de Q86.90 

diarios ($11.87)4 para actividades agrícolas; similar cantidad es para actividades no agrícolas y 

Q79.48 ($10.85) para actividad exportadora y de maquila. En total, el sueldo para campo y ciudad es 

Q2 747.21 mensuales ($375.30), que incluye la bonificación legal de Q250.00 ($34.15) y para 

trabajadores de maquila y exportación, Q2 534.14 ($346.19), incluida la bonificación. 

 

                                                           
4Tipo de cambio de referencia vigente para el 26 de septiembre de 2017, 7.32 (Banco de Guatemala). 
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Por su parte, el valor de la canasta básica de alimentos, en junio de 2017 ascendió a Q4 351.35 

($594.44) y el de la canasta básica vital, a Q7 949.42 ($1 085.98). Estos datos permiten establecer 

que un hogar conformado por cinco integrantes, que acceda a un solo salario con este ingreso 

promedio, no está en capacidad de cubrir el costo total de los alimentos que satisfagan los 

requerimientos nutricionales mínimos; menos aún, de sufragar otros satisfactores necesarios para el 

desarrollo de una vida digna y saludable, física y emocionalmente. Este contexto de precariedad 

deriva en índices de pobreza extrema y general, así como en prevalencia de la población 

subalimentada y/o desnutrida (INE, 2017). 

 

1.3.4 Educación 

 
Una de las situaciones más apremiantes, en cuanto a educación, es el nivel de cobertura por parte del 

sistema educativo del país. Según el Informe de Objetivos de Desarrollo del Milenio -ODM- 

(SEGEPLAN, 2015), hubo un retroceso en la tasa neta de escolaridad (TNE) correspondiente al nivel 

de educación primaria, ya que en 2009 este indicador había alcanzado 98.7%, es decir, el país se 

encontraba a poco más de un punto porcentual de lograr el cien por ciento de cobertura para la 

educación primaria. Sin embargo, en 2014 este indicador registró un descenso considerable de poco 

más de 16 puntos porcentuales; la cobertura descendió hasta 82.02%.  

 

La situación en los otros niveles educativos no es del todo favorable: en la medida que aumentan los 

ciclos educativos disminuye el porcentaje de población matriculada; se observó que solo cuatro de 

cada diez adolescentes y dos de cada diez jóvenes se encontraban cursando ciclo básico y 

diversificado, respectivamente.   

 

En cuanto a las condiciones de acceso a educación por sexo y etnicidad de la población, la ENCOVI 

2014 señala estos aspectos:  

 En la población de 15 años y más, es mayor el alfabetismo en los hombres (84.8%) que en 

las mujeres (74.0%). 

 En la población de 15 años o más, es mayor el alfabetismo en la población no indígena, tanto 

para hombres (88.9%) como para mujeres (83.7%), que en la indígena (hombres, 77.7%, 

mujeres, 57.6%).  

 Al desagregar la tasa de alfabetismo por sexo y área de residencia de la población de 15 años 

o más se obtiene que es mayor el alfabetismo en la población que habita en el área urbana 

que en la población que habita en el área rural. 

 

Lo anterior refleja que las brechas de alfabetización se encuentran principalmente en la población 

indígena y en las mujeres. En cuanto al acceso a la educación por parte de las mujeres, se señala como 

un factor importante la falta de educación sexual integral, que ocasiona deserción escolar por razones 

de violación y embarazo.  

 

La inversión que Guatemala realiza en este aspecto asciende a 3.2% del Producto Interno Bruto, según 

promedio de los últimos diez años, y no ha variado desde la firma de los Acuerdos de Paz en 1996. 

(SEGEPLAN, 2016). Es la mitad del porcentaje promedio de países de la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico -OCDE-. Después de la firma de los Acuerdos de Paz, esta 

cifra no se ha incrementado.  

 

1.3.5 Salud 

 

La situación de salud de Guatemala evidencia importantes brechas entre diversos grupos de 

población, especialmente entre la que reside en área urbana y rural; así como entre la población 
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indígena y no indígena. Estas brechas se han construido históricamente y están relacionadas con las 

deficiencias del sistema, el que presenta un rezago de casi 40 años. 

 

Los indicadores de los ODM tienen una evolución positiva, pues algunas de las metas de salud se 

alcanzaron, tal es el caso de la mortalidad infantil, que se redujo a 28 por cada 1 000 en el año 2014, 

en relación con 73 por cada 1 000 que se presentaron en 1987.   

 

En relación con la Razón de Mortalidad Materna -RMM- el último dato disponible en Guatemala es 

de 113 por cada 100 000 nacidos vivos y corresponde al año 2013. El perfil epidemiológico de la 

mujer-madre guatemalteca en edad reproductiva señala que ha fallecido por circunstancias, factores 

y causas relacionadas con la hemorragia, hipertensión e infección durante el embarazo, parto y 

puerperio. Estas circunstancias continúan sin modificaciones significativas, es decir: mujer adulta-

joven, indígena, multípara, del área rural, con bajo nivel de escolaridad, con mayor nivel de necesidad 

insatisfecha de planificación familiar (SEGEPLAN, 2017. Pág. 107). 

 

La mortalidad materna tiene mayor incidencia en la población de mujeres indígenas que en la 

población mestiza. El estudio Desigualdades en Salud en Guatemala, realizado en 2016 por la Oficina 

Panamericana de la Salud -OPS-, refiere que en los departamentos de las regiones norte y 

noroccidental del país, con predominante población indígena, rural y con baja escolaridad o 

analfabetismo y mujeres pobres de áreas urbanas se presentan los niveles más altos de muertes 

maternas y los porcentajes más bajos de partos atendidos por personal especializado (SEGEPLAN, 

2016. Pág. 12). 

 

Un problema de salud pública lo constituyen los embarazos en niñas menores de 14 años. Aun cuando 

se ha tipificado la violación sexual como delito, los casos de embarazo de niñas menores se siguen 

presentando y, además de ser una clara violación a la Ley, es un hecho que cambia totalmente la vida 

de las adolescentes, sus posibilidades de desarrollo e impacta negativamente en sus familias. Esta 

situación está tipificada como violación sexual en la Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y 

Trata de Personas (Ley VET). 

 

El gasto en general en el sector salud en Guatemala representó 6.3% del PIB nacional en el año 2015. 

En la región centroamericana el gasto total promedio en atención de salud va desde 5.4% en Belice, 

hasta 9.9% en Costa Rica (SEGEPLAN, 2016. Pag. 32).  

 

1.3.6 Seguridad alimentaria 

 
Para el período 2014-2016 se estima que en Guatemala 2.5 millones de personas están 

subalimentadas. Según la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida 2014, el 25% de los hogares 

padecía inseguridad alimentaria moderada (18.6% del área urbana y 32.5% del área rural) y 12%, 

inseguridad alimentaria severa (10.4% del área urbana y 14% del área rural). Por otra parte, la 

prevalencia de desnutrición crónica para el período 2014-2015 era de 46.5% en niños menores de 

cinco años; la desnutrición aguda, de 0.7% y el sobrepeso y obesidad, de 4.7% para ese mismo grupo 

de edad (SEGEPLAN, 2017). 

 

El indicador más relevante de la inseguridad alimentaria que se vive en el país es la proporción de 

niños y niñas menores de cinco años con desnutrición crónica; según la ENSMI 2014-2015 el 46.5% 

de los niños en el país enfrentan esa condición. En la población que reside en área rural y en la 

población indígena esa proporción es mayor: 53% y 61.2% respectivamente; al analizar esa condición 

desagregada por sexo se tiene que 47.1% de niñas y 45.8% de niños padecen desnutrición crónica. 

Una de las causas de esta situación es el escaso acceso a la alimentación, así como la baja 

disponibilidad de alimentos, entre otras (MSPAS, 2017). 
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Aunque no se tienen datos definitivos sobre los efectos negativos de la desnutrición crónica, algunos 

expertos afirman que incide directamente en la probabilidad de  rendir de forma óptima en el proceso 

educativo o de adquisición de conocimientos y creatividad de personas de cualquier edad.    

 

Otro indicador de la inseguridad alimentaria nutricional es la proporción de la población 

subalimentada5; de acuerdo con los datos del informe final de los ODM el 15.6% de la población 

guatemalteca no logra cubrir el mínimo de nutrientes que le permita desarrollar sus actividades en el 

marco de una vida sana.  

 

1.3.7 Desigualdad territorial, movilidad espacial y vulnerabilidad 

 

En las últimas décadas Guatemala ha registrado aumento en los costes de los desastres naturales y 

socioambientales. Entre los fenómenos naturales que han originado estos resultados se mencionan: la 

tormenta tropical Stan, depresión tropical 12E y 16, sismos de San Marcos de 2012 y 2014, erupción 

del volcán de Fuego, la contaminación del río La Pasión (que causó un desastre en el ecosistema del 

río), deslizamientos de El Cambray II, colonia Santa Isabel II y Jesús de la Buena Esperanza, en Villa 

Nueva. 

 

De acuerdo con el informe del Índice Mundial de Riesgo para el año 2017, Guatemala con un índice 

de riesgo climático de 9, junto a Honduras y Nicaragua, figuran en el grupo de diez países del mundo 

más afectados por eventos climáticos extremos en el período 1996-2015. (Germanwatch, 2017). A la 

vez, se encuentran en una posición de considerable vulnerabilidad para enfrentarlos o para minimizar 

su impacto en la sociedad, debido en parte, a las condiciones precarias en que viven amplias 

proporciones de la población, que para el caso particular de Guatemala se relacionan con los índices 

de pobreza y hambre o inseguridad alimentaria. El país se encuentra ante una serie de desafíos 

vinculados con la debilidad institucional, escasez de recursos y capacidades necesarias para intervenir 

en  la gestión de riesgo. 

 

1.3.8 Migración interna e internacional 

 
Entre las diversas consecuencias de la falta de trabajo decente y de un salario que satisfaga las 

necesidades vitales de las familias se encuentra la migración interna y hacia el exterior del país. La 

Encuesta sobre Migración Internacional de las Personas Guatemaltecas y Remesas 2016 de la 

Organización Internacional para las Migraciones -OIM- (febrero 2017), refiere que la emigración 

internacional de las personas guatemaltecas es continua, constante y ascendente. En los últimos años 

se han incorporado a esta dinámica las poblaciones más vulnerables como niñas, niños y adolescentes, 

familias y mujeres. La cantidad de personas guatemaltecas que sale del país ha crecido en volumen, 

complejidad, importancia demográfica y socioeconómica. En 2016 se alcanzó una tasa de migración 

de 14.1%, superior a la de 2010 que fue de 10.0%. 

 

Según OIM, existen 2 301 175 de personas guatemaltecas que viven en el exterior. Se estima que en 

los últimos seis años ha habido un promedio aproximado anual de 110 676 personas que salen del 

país, es decir, 303 personas diariamente y de ellas, 63.0% llegan al país de destino. El 2.5% 

corresponde a niñas, niños o adolescentes. Un 17.7% de la población vive en un lugar diferente al 

que nació; este porcentaje es mayor en mujeres (18.5%) que en hombres (16.8 %) y entre la población 

                                                           
5La subalimentación ocurre cuando una persona o familias no tienen la capacidad de obtener los alimentos suficientes para 

satisfacer sus necesidades de energía para realizar sus actividades cotidianas. La medición de este fenómeno se realiza con 

promedios nacionales y son datos anuales. 
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no indígena (22.9%) que indígena (9.3%). En los últimos años se incrementó la migración femenina, 

aunque prevalecen los flujos migratorios de población masculina (OIM, 2017). 
 

Deportados por vía aérea desde Estados 

Unidos 

19 339 

Mayores  19 152 

Menores 187 

Hombres 17 417 

Mujeres 1 922 

Deportados por vía terrestre 19 592 

Mayores 15 619 

Menores  3 973 

Hombres 14 719 

Mujeres 4 873 

Total de deportados hasta septiembre 2017 39 531 
 

Fuente: Dirección General de Migración, 2017. 

 

De lo que no hay dudas es que cada vez está mejor documentado y se tiene evidencia de la diversidad 

de riesgos y vejaciones de las que es objeto la población migrante en tránsito por México que se dirige 

a territorio estadounidense: asalto y despojo, extorsión, secuestro, violación y violencia sexual, trata 

de personas y explotación laboral y sexual, persecución, violencia e incluso xenofobia, sufrida 

mayoritariamente por mujeres.  

 

Sumado a lo anterior, en los últimos meses se han hecho más visibles y sensibles las condiciones 

infrahumanas en las que transportan, muchas veces, a las personas migrantes; incluso las abandonan 

a su suerte, cuando los tratantes o transportistas se ven perseguidos o acorralados por las autoridades 

migratorias. 

 

Según datos del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados -ACNUR-, se estima 

que el número de migrantes centroamericanos detenidos en México ha aumentado progresivamente 

durante los últimos cuatros años. El registro para 2011 da cuenta de 66 583 migrantes; de ellos, 

aproximadamente 4 mil eran menores de edad; en 2015 alcanzó un total de 190 366 personas, de ellas, 

35 mil eran niños, niñas y jóvenes. 

 

1.3.9 Desigualdad de género 

 

El Índice de Desigualdad de Género -IDG-, calculado por el PNUD, visibiliza y resume las 

desventajas que enfrentan las mujeres para lograr el empoderamiento, acceso a salud reproductiva y 

participación en el mercado laboral. Según estos parámetros, Guatemala es el país con mayor 

inequidad de género en la región, con excepción de Haití. Por cada dólar del Ingreso Nacional que 

perciben los guatemaltecos, las guatemaltecas reciben 56 centavos y, del total de curules en el 

Congreso, las mujeres apenas ocupan el 14% (NNUU, 2014).  

 

En Guatemala aún son escasos los estudios que abordan la vinculación entre los niveles de 

empoderamiento de la mujer y algunos indicadores demográficos y de salud reproductiva. Por ello, 

la ENSMI constituye un referente fundamental, ya que por primera vez ha recogido información que 

permite medir los niveles de empoderamiento de la mujer por medio de su capacidad para generar 

ingresos propios, los niveles de autonomía en el manejo de sus ingresos y la participación en las 

decisiones del hogar.  
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La ENSMI concluye que una baja autoestima y menor empoderamiento de las mujeres afectan su 

capacidad de controlar aspectos importantes de su vida, como el uso de anticonceptivos, el número 

ideal de hijas o hijos y la demanda para la atención de su salud reproductiva. Las mujeres con decisión 

propia en mayor número de aspectos también hacen mayor uso de los métodos anticonceptivos. La 

ENSMI identifica que aquellas mujeres que plantean como ideal tener menos hijas e hijos tienen 

menos necesidades insatisfechas, son quienes deciden más en distintos aspectos de su vida y no 

justifican que se golpee a la esposa o compañera. 

 

1.3.10 Integración plena de la población  

 

La prevalencia de condiciones de pobreza extrema, falta de acceso a servicios de salud y educación, 

desnutrición crónica y otras, están en la base de las recurrentes crisis económicas y sociales.  

 

Esto implica una reflexión sobre el modelo económico y el modelo de Estado construidos. Según el 

Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2016), razones históricas y el racismo 

imperante soslayan constantemente visiones, voces y actores diferentes a los oficiales y dominantes: 

pueblos indígenas (racismo), diversidad sexual (homofobia, lesbofobia, transfobia), niñez y jóvenes 

(adulto centrismo), lo que redunda en un Estado construido con grandes déficits democráticos, sin 

consensos ni diálogos reales, que violenta las formas de vida de grandes sectores de la población y su 

derecho de decisión, imponiendo una visión específica del desarrollo.  

 

En este sentido, se encuentra un modelo económico orientado hacia la satisfacción de necesidades de 

sectores dominantes, aun a costa de destrucción de bienes naturales, imposición, violencia y pérdida 

de la orientación del bien común.  

 

1.4 TRAYECTORIA NACIONAL, MARCO JURÍDICO Y POLÍTICO 
 
Guatemala cuenta con un amplio marco jurídico y político que da vida al sistema institucional de 

avance de las mujeres, que cada día es más amplio, diverso e integral en su composición.  

 

Para acotar en materia de población y desarrollo y sin menoscabo de los esfuerzos anteriores, en 

cuanto a derechos humanos se podría sintetizar que el proceso recorrido inicia en este nuevo momento 

con la Conferencia de El Cairo y llega al Plan Nacional de Desarrollo K’atun, como marco para las 

acciones en el ámbito del complejo entramado que se requiere para armonizar la perspectiva de 

desarrollo hacia el futuro.  

 

Este recorrido se sintetiza en la siguiente línea de tiempo: 
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Ilustración 1  

 

Línea de tiempo en materia de población y desarrollo 

 

 

Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 

Tanto el Estado guatemalteco, como el movimiento de mujeres y feminista han participado en los 

diversos momentos generados por la institucionalidad internacional. Por ello, este marco nacional 

tiene estrecha correspondencia con las convenciones y tratados internacionales en los que ambas 

instancias han participado directamente. 

 

El Cairo trajo consigo la apertura de una etapa que se consolida con la IV Conferencia de la Mujer, 

en Beijing, en 1995, que para el caso de Guatemala se profundiza con la construcción de la PNPDIM 

y el conjunto de leyes y políticas que orientan la ruta que determina varios sentidos: 

 

 Ampliación de la concepción sobre derechos humanos y su vinculación con el modelo de 

desarrollo. 

 Construcción de las personas como sujetas de derechos en términos del ámbito sexual y 

reproductivo. 

 Delinear la adecuación de las instituciones de Estado para garantizar el acceso al goce de esos 

derechos, tanto en cuanto al otorgamiento de las condiciones para el ejercicio de estos, como 

a brindar los servicios y recursos que posibiliten una vida autónoma. 

 Construcción de mecanismos institucionales que permitan identificar el nivel de acceso de la 

población al disfrute de sus derechos. Para ello, el Consenso de Montevideo proporciona el 

andamiaje que visualiza las rutas por seguir, vacíos y desafíos que cada Estado enfrenta para 

partir de la realidad concreta de la población, para delinear sus acciones específicas. El 

siguiente cuadro sinóptico muestra, de manera sintética, el camino seguido: 

 

 

 

 

Conferencia  
Población y 

Desarrollo de 
El Cairo

1994

1996

Firma 
Acuerdos de 

Paz

Ley de 
Dignificación y 

Promoción 
Integral de la 

Mujer. 
Decreto No. 7-

99

1999

2001

Ley de 
Desarrollo 

Social 

Política de 
Desarrollo 

Social y 
Población 

2004

2008

Política 
Nacional de 
Promoción y 

Desarrollo 
Integral de las 

Mujeres

Reglamento de la 
Ley y creación 

Comisión Nacional 
de Aseguramiento 
de Anticonceptivos 

(CNAA)

2009 

2010

Acuerdo 
Gubernativo 
201-2010 de 

creación de la 
CONAPO

Creación del 
Ministerio de 

Desarrollo 
Social y del 
Gabinete 

Específico de 
Desarrollo 

Social

2012

2013

Plan y Política 
Nacional de 
Desarrollo 
K’atun 2032



     
  

pág. 18 
 

Ilustración 2 

Las rutas y pactos internacionales 

 
  
Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 

 

Conferencia Internacional de Población y Desarrollo de El Cairo, 1994

Conferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing, 1995

Cumbre Mundial de Desarrollo Social, 1995

Reunión de Expertas sobre Indicadores de Género y Políticas Públicas en América Latina CEPAL, 
Santiago de Chile, 1999

Consenso de Lima, adoptado por la VIII Conferencia Regional sobre la Mujer de América Latina y el 
Caribe, febrero de 2000

Reunión Internacional sobre Estadísticas e Indicadores de Género para Medir Incidencia y Evolución 
de la Violencia contra la Mujer en América Latina y el Caribe, La Paz, Bolivia, noviembre de 2001

Grupo de Tarea de la Comisión para el Adelanto de la Mujer, Nueva York, marzo de 2002

Segundo Taller sobre Sistema de Indicadores para el Seguimiento de Conferencias Internacionales, 
Panamá, mayo 2003

Reunión Técnica sobre la Incorporación de una Perspectiva de Género en la Medición de la Pobreza. 
La Paz, Bolivia, septiembre de 2003

Reunión Regional: las Encuestas del Uso del Tiempo: su Diseño y Aplicación, Santiago, Chile, 
noviembre de 2005

Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo de América Latina y el Caribe, celebrada en 
Montevideo en agosto de 2013: brinda orientación específica para cada región en materia de 
población y desarrollo más allá de 2014.

Segunda Reunión de la Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo de América Latina y el 
Caribe en la Ciudad de México, en octubre de 2015: Aprobación de la Guía Operacional sobre la 
Implementación y el Seguimiento del Consenso de Montevideo.
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A escala nacional se han impulsado procesos cuyo resultado es la emisión de leyes y políticas que 

orientan el accionar de las instituciones del Ejecutivo y de las entidades autónomas y descentralizadas. 

Leyes marco sobre población y desarrollo son las siguientes: 

 

 

 

Ilustración 3 

Leyes relacionadas con la población y el desarrollo 

 

 
 

Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 

 

 

 

 

•Ley de Protección de las Personas de la Tercera Edad. Decreto 80-96

•Ley de Atención a las Personas con Discapacidad. Decreto 135-96

•Ley de Promoción y Dignificación Integral de la Mujer. Decreto 7-99

•Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar. Decreto 97-96. 

•Su reglamento. Decreto 831-2000

•Ley de Desarrollo Social. Decreto 42-2001

•Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural. Decreto 11-2002

•Ley de Protección Integral de la Niñez y la Adolescencia. 

Decreto 27-2003

•Ley de Bebidas Alcohólicas. Decreto 21-04

•Ley de Acceso Universal y Equitativo de Servicios de Planificación Familiar y su 
Integración en el Sistema Nacional de Salud Sexual y Reproductiva. Decreto 87-2005

•Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia contra las Mujeres.

Decreto 22-2008

•Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas. Decreto 9-2009

•Ley de Maternidad Saludable. Decreto 32-2010
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Los últimos 20 años se han dedicado a la construcción del andamiaje institucional que con mandatos 

específicos, renglones presupuestarios definidos, aunque con limitaciones en el alcance y cobertura, 

constituyen el marco que podría potenciar impactos en la vida de la ciudadanía. Las instituciones y 

políticas públicas para la promoción del desarrollo se enumeran a continuación: 

 

 

Tabla 1 

Instituciones y políticas para la promoción del desarrollo 

 

Marco institucional en el marco de población y 

desarrollo 
 

Políticas públicas para la promoción del 

desarrollo 

 Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación 

 Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales 

 Ministerio de Economía 

 Ministerio de Educación 

 Ministerio de Energía y Minas 

 Ministerio de Desarrollo Social 

 Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social 

 Ministerio de Trabajo y Previsión Social 

 Secretaría de Seguridad Alimentaria y Nutricional 

 Comisión Presidencial contra la Discriminación y el 

Racismo 

 Unidad de género, multiculturalidad y/o juventud de los 

diversos ministerios e instituciones estatales  

 Defensoría de la Mujer Indígena 

 Direcciones Municipales de la Mujer, dentro de cada 

municipalidad  

 Fondo de Desarrollo Indígena Guatemalteco 

 Gabinete Específico de las Mujeres -GEM-   

 Gabinete de Específico de Desarrollo Social 

  Plan Nacional de Desarrollo K’atun 2032  

 Política Nacional de Desarrollo 

 Política de Desarrollo Social y Población 

 Política Agropecuaria 

 Política de Seguridad Alimentaria y Nutricional 

 Política Nacional de Desarrollo Rural Integral 

 Política Nacional de Promoción y Promoción 

Integral de las Mujeres 2023 -PNPDIM- 

 Política Pública para la Convivencia y 

Eliminación del Racismo y la Discriminación 

Racial  

 Plan de Ordenamiento Territorial y Municipal 

 

Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 
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CAPÍTULO 2 

IMPLEMENTACIÓN NACIONAL DEL CONSENSO DE 

MONTEVIDEO 
 

Existe estrecha relación entre el Plan Nacional de Desarrollo K’atun: Nuestra Guatemala 2032, el 

Consenso de Montevideo y la Agenda de Desarrollo Sostenible -ODS-. Los tres instrumentos 

coinciden en la visualización de las personas como centro del proceso del desarrollo sostenible. 

Enfatizan en la erradicación de la pobreza a partir de la incorporación del enfoque de derechos, género 

e interculturalidad en la planificación para el desarrollo. La Agenda de ODS hace énfasis en 

implementar a escala nacional sistemas y medidas apropiados de protección social para todos, 

impulsando acciones para la reducción de la pobreza, el acceso amplio a servicios, la movilización 

de recursos a los sectores vulnerables y la creación de normativas.  

 

Este marco se orienta hacia la reducción de las desigualdades sociales y territoriales a partir del 

fortalecimiento de la institucionalidad encargada de los ámbitos de población y desarrollo, 

encaminada a la búsqueda del desarrollo sostenible. “Como resultado de la implementación de la 

«Estrategia de articulación para la apropiación y seguimiento de la Agenda ODS al Plan Nacional de 

Desarrollo» (…) se definieron los objetivos, metas e indicadores con los que el país se compromete 

en el marco de la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible. Guatemala priorizó los 17 objetivos que 

plantea esta agenda y, en el caso de las metas, priorizó el 76%, es decir, la cantidad de 129; del total 

de estas, 73 corresponden a metas estratégicas y 56, a metas vinculadas con los mecanismos de 

implementación” (SEGEPLAN, 2017). 

 

Otro ámbito de coincidencia es que los instrumentos pretenden garantizar un patrón de producción y 

consumo sostenible mediante el fortalecimiento de una política social y tributaria, en la cual el K’atun 

prioriza los sectores agrícola, energético y extractivo como los ejes de incentivo para el crecimiento 

económico. La mirada conjunta a la necesaria armonía entre lo rural y lo urbano se identifica como 

importante para mantener el equilibrio y la eliminación de brechas territoriales. Por su parte, la 

Agenda de ODS acentúa la necesidad de poner fin al hambre, lograr la seguridad alimentaria y la 

mejora de la nutrición; además, promover la agricultura sostenible, lo cual complementa las otras dos 

propuestas de planificación. 

 

Las tres propuestas incorporan la prioridad en la niñez, adolescencia y juventud; promueven 

garantizar su participación efectiva y el acceso a los servicios de educación, trabajo y empleo, 

educación integral en sexualidad que implica su salud sexual y reproductiva. “Dado que la salud 

ocupa un lugar fundamental para el logro tanto de la Agenda 2030 de desarrollo sostenible como del 

Plan Nacional de Desarrollo K’atun: Nuestra Guatemala 2032, se han considerado varias metas 

relacionadas con esta temática. En el caso del primero de estos instrumentos, Guatemala priorizó 10 

metas (seis estratégicas y cuatro medios de implementación), así como 20 indicadores relativos a la 

promoción del aumento de la esperanza de vida; la reducción de algunas de las causas de muerte 

relacionadas con la mortalidad materna e infantil; disminución, prevención y tratamiento a 

enfermedades; y garantizar, a largo plazo, la cobertura de los servicios de salud y bienestar” 

(SEGEPLAN, 2017, pág. 105).  

 

Los tres instrumentos sugieren la implementación de estrategias de atención a las personas adultas 

mayores, población con discapacidad y población que convive con VIH, para asegurar una vida de 

calidad, erradicar las formas de violencia y discriminación en su contra; así como medidas para 

aprovechar el bono demográfico. 
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El Plan Nacional de Desarrollo K’atun establece, como prioridad, lograr la universalización de la 

salud sexual y reproductiva de la población en edad fértil, con énfasis en la educación sexual para 

adolescentes y jóvenes, promoviendo el ejercicio de derechos sexuales y de la posibilidad de decidir 

de manera libre e informada. A esto se suma el impulso de medidas para erradicar la discriminación 

y formas de violencia por orientación sexual o por vivir con VIH-SIDA. 

 

Las tres iniciativas promueven la plena participación de mujeres, jóvenes, mayas, garífunas y 

afrodescendientes en los distintos niveles de los mecanismos de participación ciudadana existentes. 

Por otro lado, explicitan el interés por la erradicación de todas las formas de violencia contra las 

mujeres y el feminicidio en diversos ámbitos de la vida social. 

 

Elaborar estrategias integrales globales y regionales para erradicar la vulneración de los derechos 

humanos de las personas migrantes, a partir de medidas de protección social, certeza jurídica, garantía 

de participación y cooperación con otros países para garantizar mejores condiciones de vida. 

 

El Consenso de Montevideo establece como meta explícita la construcción de información para dar 

cuenta de indicadores que permitan la medición del impacto de las políticas, aspecto con el que debe 

fortalecerse el Plan de Desarrollo K’atun. 

 

En este capítulo se presentan los resultados de las consultas realizadas, la información ordenada y el 

análisis por cada eje del Consenso de Montevideo. En cada apartado se observan tres contenidos 

básicos: 1) una síntesis de las medidas prioritarias que establece el Consenso sobre el eje en discusión, 

2) la información y análisis aportada por las instituciones estatales y las organizaciones de sociedad 

civil y 3) desafíos y sugerencias de acciones por cada uno de los ejes. 

 

Al final del capítulo se plantean conclusiones y grandes áreas de acción que deberán ser retomadas 

para lograr que el Consenso se articule de manera profunda con el accionar institucional en el país.  

 

2.1 INTEGRACIÓN PLENA DE LA POBLACIÓN Y SU DINÁMICA EN EL 

DESARROLLO SOSTENIBLE CON IGUALDAD Y RESPETO DE LOS 

DERECHOS HUMANOS 
 

El eje de población es fundamental para que los Estados impulsen políticas y planes con visión de 

futuro para mejorar la calidad de vida de las personas y alcanzar mejores niveles de desarrollo humano 

en el corto, mediano y largo plazo. En este sentido, en la planificación del desarrollo es necesario 

considerar la dinámica de población en un contexto histórico de relaciones económicas, sociales, 

políticas y culturales que marcan tendencias en las variables demográficas (natalidad, mortalidad y 

migración) que influyen en la composición y cambios en la estructura poblacional de un territorio 

determinado. 

 

Tal como se indica en el Consenso de Montevideo “las dinámicas de población —crecimiento y 

decrecimiento, cambios en las estructuras de edades, urbanización, migración y cambio en los hogares 

y estructuras familiares— influyen en las oportunidades para el desarrollo humano, están a la vez 

moldeadas por las decisiones que las personas toman y son esenciales para la planificación del 

crecimiento económico y social, así como para el desarrollo sostenible, en sus tres pilares: social, 

económico y ambiental”. 
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En este marco el Consenso de Montevideo se refiere a los tres temas principales que caracterizan la 

visión regional del desarrollo: desarrollo que supone erradicar la pobreza y romper los círculos de 

exclusión y desigualdad, desarrollo enfocado en los derechos humanos y desarrollo sostenible.  

 

Para ello, el Consenso establece seis medidas prioritarias por atender, las cuales permitan formular e 

implementar políticas públicas que contribuyan a reducir la pobreza y desigualdad mediante la 

aplicación de un enfoque de derechos humanos con perspectiva de género e intercultural. Esto con el 

fin de asegurar la integración de la población y su dinámica en la planificación del desarrollo 

sostenible, las políticas y programas públicos en general, especialmente en los planes de desarrollo y 

ordenamiento territorial, en busca del desarrollo sostenible como medio de asegurar el bienestar 

humano equitativamente compartido por todos los pueblos, hoy y en el futuro. Asimismo, garantizar 

que las interrelaciones de la población, los recursos, el medio ambiente y el desarrollo sean 

plenamente reconocidos, convenientemente administrados y establecidos con dinamismo, en 

equilibrio y armonía con la salud de la biodiversidad y los ecosistemas, asegurando un patrón de 

producción y consumo sostenibles. 

 

Para dar cumplimiento a los compromisos asumidos en cuanto a población y desarrollo, las 

instituciones del Gobierno de Guatemala han realizado acciones para la erradicación de la pobreza y 

la gestión del desarrollo sostenible, por medio de la constitución de entidades que implementen 

políticas y programas orientados a la reducción de la pobreza y la desigualdad territorial; promover 

el fortalecimiento de la seguridad alimentaria y nutricional, gestionar los recursos del medio 

ambiente, mejorar la gestión de los residuos sólidos, fomentar el uso sostenible de los recursos y la 

prevención de la degradación del medio ambiente.  

  

El Plan Nacional de Desarrollo K’atun: Nuestra Guatemala 2032 -PND- indica que la pobreza 

disminuyó en los años anteriores al 2011, sin embargo, en los años subsiguientes se observó un 

comportamiento inverso, es decir, hubo aumento de personas que viven en pobreza.  

 

El índice de pobreza multidimensional -IPM- total para el 2014 era de 0.338; no obstante, para la 

población rural se estimaba en 0.474; en la urbana, 0.200; en la población indígena 0.472 y en la no 

indígena, 0.253 (SEGEPLAN, 2017, pág. 59). Esta situación está marcada por una limitada 

movilidad, pues la mayoría de personas guatemaltecas que nacen en un hogar pobre están destinadas 

a seguir siendo pobres. El problema de la pobreza es de grandes proporciones y permanece sin 

resolver; entre sus manifestaciones se incluyen el hambre, la malnutrición, el acceso limitado a la 

educación y a otros servicios básicos, la discriminación, la exclusión social y la falta de participación 

en la toma de decisiones6.  

 

En Guatemala la pobreza se define como el número de personas que viven con un nivel de bienestar 

inferior al mínimo necesario para su sobrevivencia y se mide a partir del gasto en consumo per cápita 

anual por medio de las Encuestas Nacionales de Condiciones de Vida7. El comportamiento de la 

pobreza en sus diferentes desagregaciones expresa que la población indígena, la del área rural y los 

jóvenes menores de 15 años son los grupos que muestran los mayores rezagos socio-económicos. 

 

El PND orienta la visión del desarrollo del país de una manera integral, para ello considera los ejes: 

Bienestar para la gente, Riqueza para todos y todas y Guatemala urbana y rural, líneas estratégicas 

que permitan lograr crecimiento económico, reducir la pobreza y el uso sostenible del medio ambiente 

teniendo a las personas y la garantía de sus derechos como centro principal del desarrollo . 

 

                                                           
6 Informe voluntario de ODS. 2017 
7 Desde el año 2000 al 2014 en Guatemala se han realizado cuatro Encuestas de Condiciones de Vida. 
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Por otra parte, la Política General de Gobierno 2016-2020 establece, como resultado final, la 

reducción de la pobreza por medio de acciones estratégicas que permitan superar la inseguridad 

generalizada, el deterioro de las condiciones de vida de la población y la vulnerabilidad ante eventos 

naturales. 

 

También es importante indicar que Guatemala cuenta con un amplio marco jurídico y de política 

pública que establece las líneas estratégicas para la implementación de acciones en materia de 

población y desarrollo sostenible, entre ellas: 

 
En desarrollo y 

población 

En desarrollo rural En economía y empleo 

 Plan Nacional de 

Desarrollo K´atun 

2032 

 Política Nacional de 

Desarrollo 

 Ley de Desarrollo 

Social 

 Política de Desarrollo 

Social y Población 

 Política Agropecuaria  

 Política Nacional de Desarrollo Rural Integral  

-PNDRI-  

 Política Agraria  

 Política Nacional de Seguridad Alimentaria y 

Nutricional  

 Política de Promoción de Riego  

 Política Ganadera Bovina Nacional  

 Política Forestal de Guatemala  

 Política Agraria Centro Americana -PACA-  

 Política Regional de Desarrollo de la Fruticultura  

 Estrategia Centroamericana de Desarrollo Rural 

Territorial -ECADERT-  

 Estrategia Regional y Agroambiental y de Salud  

-ERAS-  

 Programa de Agricultura Familiar para el 

Fortalecimiento de la Economía Campesina  

-PAFECC- 

 Política Económica 2016-2021 

 Política Nacional para el Desarrollo de las 

Micro, Pequeñas y Medianas Empresas  

 Política Integrada de Comercio Exterior, 

Competitividad e Inversiones   

 Política Nacional de Empleo “Generación de 

empleo seguro, decente y de calidad” 2012-

2021  

 Política de Desarrollo Turístico Sostenible de 

Guatemala 2012-2022  

 Política Nacional de Cambio Climático  

 Política Nacional de Empleo Digno 2017-

2032 -PNED-  

 Plan de Alianza para la Prosperidad del 

Triángulo Norte 

 

Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 
 

La respuesta del Estado para la reducción de la pobreza y la integración de la población en la dinámica 

del desarrollo sostenible se viabiliza mediante diferentes programas y mecanismos de seguimiento y 

focalización de acciones hacia grupos poblacionales y áreas territoriales de intervención.  

 

Con el propósito de fomentar el empleo, recientemente se formuló la Política Nacional de Empleo 

Digno 2017-2032, la cual contempla la generación de empleo, el desarrollo de capital humano, la 

promoción de un entorno propicio para el desarrollo de empresas y el tránsito a la formalidad. 

 

El Fondo de Desarrollo Indígena de Guatemala -Fodigua- ha impulsado el Programa de gestión para 

el buen vivir, con el objetivo de promover, diseñar e impulsar proyectos de desarrollo sostenible y 

sustentable, basados en el enfoque multicultural e intercultural de los pueblos maya, garífuna y xinka. 

El principal propósito es elevar la calidad de vida de los pueblos indígenas y proyectarse hacia el 

fortalecimiento y promoción del desarrollo humano integral sin olvidar la multiculturalidad e 

identidad cultural. 

 

El Ministerio de Desarrollo Social -MIDES- trabaja en la implementación del Sistema Nacional de 

Información Social, este es un sistema de seguimiento y evaluación de la política social que integra 

datos de los principales indicadores de desarrollo social del país. Además, en uno de sus módulos, 

impulsa el Registro Único de Usuarios, en el cual se detalla información sobre las personas que 

reciben ayuda del Estado.  

 

Otro esfuerzo consiste en el desarrollo de herramientas metodológicas para la focalización e 

identificación de territorios priorizados con el fin de intensificar acciones en los municipios con 
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mayor vulnerabilidad y pobreza en el país. Estas herramientas ordenan a los municipios de los 

distintos departamentos en una escala de mayor a menor, según su grado de vulnerabilidad.  

 

Por otra parte, con el apoyo de la cooperación internacional, se fomenta el desarrollo rural mediante 

la implementación de los programas conjuntos Desarrollo Rural Integral Ixil y Desarrollo Rural de la 

Cuenca Alta del Río Cuilco, en el departamento de San Marcos. Asimismo, se apoya la inserción 

laboral y el emprendimiento mediante el Programa de Fortalecimiento de las Capacidades 

Municipales para el Desarrollo de Políticas Sociales con Énfasis en la Juventud -Munijoven- y el 

Programa de Generación de Empleo y Educación Vocacional para Jóvenes en Guatemala (empleo 

juvenil). La economía campesina se impulsa por medio del Programa de Agricultura Familiar y de 

Fortalecimiento a la Economía Campesina -AP-PAFFEC-. 

 

Es importante señalar que Guatemala ha formulado políticas públicas con enfoque de derechos 

humanos con perspectiva de género e intercultural en el tratamiento de los asuntos de población y 

desarrollo entre las que se encuentran: la Política Pública para la Convivencia y la Eliminación del 

Racismo y la Discriminación Racial; Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las 

Mujeres y Plan de Equidad de Oportunidades 2008-2023 -PNPDIM-; Política Nacional de Juventud. 

 

Los esfuerzos tendientes al reconocimiento, promoción y protección de la población en condiciones 

de vulnerabilidad orientados a eliminar las desigualdades y fomentar la igualdad social se concretan 

en programas dirigidos a familias que viven en pobreza y pobreza extrema; entre ellos: 

 

Programa de Transferencias Monetarias Condicionadas -TMC-; estas se otorgan de forma periódica 

a familias que viven en pobreza extrema, con el objetivo de contribuir a la disminución de la pobreza 

intergeneracional, promover la mejora de ingresos y el acceso a servicios de salud y educación.  

 

Uno de los programas dirigidos a la juventud es Jóvenes Protagonistas, el cual ofrece a adolescentes 

y jóvenes en situación de riesgo y vulnerabilidad social una formación alternativa y extraescolar que 

contribuye a la construcción de capacidades y competencias, así como a generar espacios alternativos 

de participación y desarrollo de talentos.  

 

Asimismo, Mi Beca Segura, otorga Transferencias Monetarias Condicionadas –TMC- con el objetivo 

de promover el acceso y permanencia de adolescentes, jóvenes y adultos en programas de educación 

formal, capacitación y empleo, para procurar el fortalecimiento de capacidades, habilidades y 

competencias que contribuyan a su desarrollo personal; Beca Primer Empleo, cuyo objetivo general 

es promover la integración al mercado laboral formal de adolescentes y jóvenes comprendidos en las 

edades de 16 a 25 años, de las áreas urbana y rural, en situación de pobreza, pobreza extrema y 

desempleo, mediante la contratación temporal en calidad de aprendiz; Beca Artesano, intervención 

que busca fortalecer las habilidades de personas mayores de edad, preferentemente mujeres en 

situación de pobreza o pobreza extrema de las áreas urbana y rural, para identificar, capacitar y 

promover conocimientos, destrezas o intereses en la elaboración de productos artesanales que luego 

pueden comercializarse y, de esa manera, contribuir a romper el círculo de pobreza.  

 

En lo concerniente a previsión social como mecanismo que se desarrolla principalmente en el marco 

del empleo formal (conformado por sistemas de ahorro que se utilizan al concluir la etapa productiva 

de las personas), Guatemala cuenta con los mecanismos de previsión social para trabajadores del 

Estado, los afiliados al Instituto Guatemalteco de Seguridad Social -IGSS-, el Instituto de Previsión 

Militar -IPM- y miembros de otros gremios, como el de periodistas. Desde la parte gubernamental las 

acciones se centran en el Programa Salud y Seguridad Ocupacional, el aporte al adulto mayor y el 

Programa de la Mujer Trabajadora.  
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Para Guatemala es importante garantizar un patrón de producción y consumo sostenibles y evitar el 

agravamiento de los cambios climáticos indeseados causados por las actividades antrópicas. En este 

sentido, es necesario generar condiciones para el desarrollo rural integral y sostenible por medio de 

proyectos productivos agropecuarios, forestales e hidrobiológicos. En esta línea se identifican como 

acciones estratégicas la conservación del bosque, la protección de las fuentes de agua y la gestión 

integrada de cuencas. Las entidades que han realizado acciones al respecto son, entre otras, el 

Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación -MAGA- sobre todo por medio del Instituto 

Nacional de Bosques -INAB- y el Consejo Nacional de Áreas Protegidas -CONAP-.  

 

El Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales -MARN- presentó el Plan Nacional de Cambio 

Climático -PANCC-, el cual fue elaborado de forma participativa por los sectores que integran el 

Consejo Nacional de Cambio Climático, en cumplimiento del Decreto 7-2013, Ley Marco para 

Regular la Reducción de la Vulnerabilidad, la Adaptación Obligatoria de los Efectos del Cambio 

Climático y la Mitigación de Gases de Efecto Invernadero. Su finalidad consiste en orientar a la 

institucionalidad pública y a los diferentes sectores del país para la implementación de acciones 

enfocadas a la mitigación y adaptación a los efectos del cambio climático. 

 

2.1.1 Desafíos   

Guatemala cuenta con un abundante marco de normativas legales y políticas que orientan el accionar 

institucional; sin embargo, es necesario avanzar en el fortalecimiento de los procesos de planificación, 

programación y presupuesto para que las intervenciones del Estado trasciendan a realizar acciones 

concretas eficientes y oportunas para el ejercicio de los derechos humanos, sociales, económicos, 

culturales, civiles y políticos de la población, así como para reducir las brechas de desigualdad 

territorial, étnica, de género y generacional. Visibilizar la situación y condición de las poblaciones 

garífunas y afrodescendientes aún representa un desafío para incluir estas perspectivas en la 

planificación y la inversión estatal.  

 

La pobreza, en sus diversas manifestaciones, es una problemática pendiente de resolver en el país. En 

el marco de los Objetivos de Desarrollo del Milenio -ODM- Guatemala se comprometió a reducir la 

pobreza a la mitad; no obstante, luego de la vigencia de esta agenda internacional, en vez de reducirse, 

la pobreza aumentó, tal como se estableció en la descripción de la realidad del país. 

 

Considerando el carácter multidimensional de la pobreza, el país necesita avanzar en la 

implementación de intervenciones integrales relacionadas con sistemas universales de protección 

social, mejora de los ingresos, generación de oportunidades de empleo, acceso a servicios sociales, 

de salud, educación, seguridad alimentaria, entre otros. 

 

También es importante desarrollar mecanismos de gestión pública que viabilicen procesos 

administrativos eficientes, eficaces y transparentes para entregar a la población servicios oportunos y 

de calidad. Además, es necesario mejorar la focalización y priorización de las intervenciones, para 

elevar el bienestar de la población que vive en condiciones de vulnerabilidad. 

 

Es esencial incrementar la cobertura de los programas para favorecer el acceso de las familias del 

área rural, principalmente en condiciones de pobreza, pobreza extrema y personas con discapacidad, 

a los servicios básicos esenciales de alimentación, nutrición, desarrollo rural e infraestructura básica 

de agua potable, viviendas dignas, caminos rurales e infraestructura económica productiva. 

Asimismo, lograr la articulación interinstitucional y el concurso de todos los sectores para promover 

intervenciones estratégicas integradas, así como el desarrollo o fortalecimiento de los Sistemas de 

Seguimiento y Evaluación. 
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Las organizaciones de la sociedad civil parten del análisis de que en Guatemala existe un marco 

político legal enfocado en un modelo de desarrollo que impacta negativamente en términos socio 

ambientales, lo que vulnera los derechos de los pueblos indígenas, limita el disfrute de derechos 

humanos básicos tales como: la salud, la alimentación; la organización, al criminalizar a líderes y 

organizaciones que defienden su territorio. Este modelo también genera desplazamiento obligado y 

migración interna debido a la adjudicación de las tierras, para su explotación o exploración, a las 

empresas transnacionales.  

 

Por ello las organizaciones de la sociedad civil, en relación con el desarrollo sostenible, consideran 

que es necesario avanzar a la gestión de políticas con un enfoque integral que favorezcan a la mayoría 

de la población y garanticen disminuir el deterioro del medio ambiente, así como reducir las brechas 

de pobreza en la población rural e indígena. Es necesario atender la conflictividad social fortaleciendo 

los espacios de diálogo y participación ciudadana. 

 

Además, consideran que la reducción de la pobreza, tanto en el área rural como en las áreas urbanas, 

es un problema prioritario que requiere ser atendido de manera integral, pues las brechas de 

desigualdad son significativas. Por ello es necesario que las intervenciones gubernamentales amplíen 

su cobertura territorial y se mejore la identificación de la población y territorios más vulnerables.  

 

 

2.2 DERECHOS, NECESIDADES, RESPONSABILIDADES Y DEMANDAS 

DE NIÑOS, NIÑAS, ADOLESCENTES Y JÓVENES 
 
Considerando que las personas menores de 30 años conforman el mayor segmento de la población 

guatemalteca, en los últimos años se han realizado esfuerzos para garantizar las condiciones de 

bienestar para la niñez, adolescencia y juventud, de manera que obtengan una vida digna y se 

garantice su desarrollo integral. En este sentido, el PND K’atun 2032, como instrumento orientador 

del quehacer público, considera a la niñez, adolescencia y juventud como sujetos de derecho y plantea 

un interés particular en el desarrollo de capacidades y habilidades de esta población, en cuanto a 

protección social, servicios integrales de salud, educación, acceso a alimentos y capacidad de 

resiliencia para asegurar la sostenibilidad de sus medios de vida.  

 

En el marco de la implementación de la Agenda de Desarrollo Sostenible se le ha dado prioridad a 

las áreas estratégicas que impulsen el desarrollo de este grupo de población; estas son: educación, 

salud, empleo, seguridad, justicia, entre otras. 

 

El Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo, por su parte, plantea siete medidas 

prioritarias, agrupadas en seis áreas fundamentales para el desarrollo de la niñez, adolescencia y 

juventud: a) educación; b) sexualidad y reproducción; c) trabajo; d) seguridad; e) participación y f) 

disponibilidad de información. Estos se consideran temas fundamentales para el desarrollo de la 

juventud; además, el Consenso destaca el reconocimiento de los derechos sexuales como un derecho 

humano al cual se debe tener acceso. 

 

Las acciones del Estado guatemalteco, desarrolladas en dichas áreas, se describen a continuación: 

 

Educación: la medida prioritaria 9 orienta a los países a invertir en la juventud, específicamente en 

el ámbito educativo, desarrollando políticas públicas que garanticen una educación gratuita y de 

calidad, laica, libre de discriminación; además de incorporar la actualización del currículo base, para 

que la juventud se desenvuelva con autonomía y responsabilidad y sea capaz de enfrentar los retos 

actuales de la sociedad. 
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En este sentido, las políticas educativas planteadas por el Consejo Nacional de Educación8 e 

implementadas por el Ministerio de Educación están orientadas a proporcionar y facilitar educación 

gratuita, laica y sin discriminación; además de impulsar la educación bilingüe intercultural y el acceso 

a tecnologías de información y comunicación. La finalidad de dichas políticas consiste en formar 

ciudadanos con identidad cultural y que aporten al desarrollo del país; sin embargo, existen barreras 

que limitan el acceso de las niñas, niños, adolescentes y jóvenes (especialmente) al sistema educativo; 

entre otras, las condiciones socioeconómicas (pobreza) culturales, además de la limitada oferta 

educativa pública. 

 

Sexualidad y reproducción: al respecto, el Consenso de Montevideo presenta cinco medidas 

prioritarias9 enfocadas en la promoción e implementación de programas de educación integral para la 

sexualidad y de salud sexual y reproductiva para la prevención del embarazo en la adolescencia, y en 

caso este ocurriera, plantea el fortalecimiento de políticas y programas que eviten la deserción escolar 

y el embarazo subsiguiente. En este contexto, el Gobierno de Guatemala ha desarrollado las siguientes 

intervenciones: 

 

El PND K’atun 2032, en el eje Bienestar para la gente, contiene dentro de sus prioridades, la 

universalización de la salud sexual y reproductiva de la población, con énfasis en la educación sexual 

para adolescentes y jóvenes. 

 

Por otra parte, el Programa Nacional de Salud Sexual y Reproductiva, impulsado por el MSPAS, en 

el eje Adolescentes y Educación Integral en Sexualidad, se propone garantizar el acceso a métodos 

anticonceptivos modernos, seguros y eficaces, tomando en cuenta la perspectiva de género y de 

derechos humanos. En el marco de este programa se han desarrollado intervenciones para el 

fortalecimiento de las capacidades del recurso humano en salud, con el objetivo de brindar atención 

especial en sexualidad a la población adolescente y juvenil.  

 

Organizaciones de la sociedad civil consideran que este programa carece de suficiente divulgación y 

contrasta con el incremento del número de embarazos en adolescentes en los últimos años. Aunado a 

este programa, durante los años 2012 y 2015, se desarrolló la Estrategia Nacional de Condones10, con 

el objetivo de fortalecer las buenas prácticas en salud sexual, además de establecerlos como un 

mecanismo de prevención de infecciones de transmisión sexual -ITS-. A pesar de ello, no todos los 

centros de salud aseguran la disponibilidad de estos.  

 
Con la coordinación del Consejo Nacional de Juventud, en el año 2013 se elaboró el Plan Nacional 

de Prevención de Embarazos en Adolescentes y Jóvenes -PLANEA- (2013-2017), cuyo principal 

objetivo es la prevención y erradicación de embarazos en la población comprendida entre los 15 y 19 

años; para darle cumplimiento a este plan deben trabajar de manera articulada las instituciones 

vinculadas con la problemática, entre ellas, los Ministerios de Salud  Pública y Asistencia Social, 

Educación, Cultura y Deportes, de Desarrollo Social, entre otros.  

 

                                                           
8Las políticas educativas planteadas por el Consejo Nacional de Educación –CNE- buscan orientar la acción educativa en 

el país, principalmente en cobertura, calidad, modelo de gestión, fortalecimiento del recurso humano y de la educación 

bilingüe intercultural; incremento de la inversión educativa, equidad y fortalecimiento institucional y descentralización. 
9 Medidas prioritarias 11, 12, 13, 14, y 15. 
10 La Estrategia Nacional de Condones surge como una opción eficaz y sostenible en la prevención del VIH y de embarazos 

no planificados. Su objetivo es garantizar que, principalmente los grupos de poblaciones en más alto riesgo y vulnerabilidad, 

así como la población en general, tengan acceso a condones, en calidad y cantidad suficiente, ya sea de forma gratuita o a 

bajo costo, al promover y vencer barreras sociales e individuales que limitan o impiden su uso. 



     
  

pág. 29 
 

Adicionalmente, el MSPAS cuenta con el Plan Nacional de Reducción de la Muerte Materna y 

Neonatal 2015-2020, que contiene un eje de atención específica y diferenciada para adolescentes y la 

Ley de Maternidad Saludable; con ellos se busca ayudar a las mujeres a prevenir el embarazo 

subsiguiente. 

 

Por otra parte, desde el 2010, el MINEDUC impulsó la Estrategia de Educación Integral en 

Sexualidad y Prevención de la Violencia con la que pretende incorporar la educación integral de la 

sexualidad en el sistema educativo formal, desde el nivel pre primario, hasta diversificado y en la 

educación no formal. Esta estrategia se implementó en Alta Verapaz, Huehuetenango, 

Chimaltenango, Escuintla, Izabal y Totonicapán. Es importante resaltar que, según las organizaciones 

de la sociedad civil, los contenidos que aborda el Currículo Nacional Base -CNB- sobre educación 

integral en sexualidad son insuficientes y eso tiene impacto directo en la efectividad de la estrategia. 

Por ello consideran necesario revisar el contenido del CNB en todos los niveles, para garantizar que 

la niñez y la adolescencia adquieran esa formación desde edades tempranas, diseñen su proyecto de 

vida y tomen decisiones de manera autónoma.  

 

En la misma línea, en el año 2015, se diseñó la ruta de intervención integral de embarazos en niñas y 

adolescentes menores de catorce años de edad; en la cual diferentes instancias11 del sector público 

deben trabajar de manera coordinada para brindar atención inmediata y darle seguimiento educativo 

e incorporación a programas sociales. 

 

Aunado a ello, en el 2016, el MSPAS juntamente con el MINEDUC firmaron la carta Prevenir con 

Educación 2016-202012, mediante la cual se plantea que en los centros educativos se impartan 

programas de educación sexual a niños y adolescentes, con el fin de evitar el contagio de 

enfermedades y el embarazo temprano.  

 

Los programas descritos cuentan con presupuesto asignado, aunque insuficiente muchas veces. Esta 

limitación se profundiza con la falta de personal, insumos y capacitación para la prestación de un 

servicio oportuno y de calidad en los diferentes niveles de atención; así como la limitada cobertura 

de los servicios de salud, dado que la red de servicios es principalmente urbana y existen áreas rurales 

distantes de dichos servicios, según el nivel de atención requerido.  

 

Otra barrera, en el ámbito de la salud sexual y reproductiva, es de índole educativa, puesto que la 

formación y capacitación de la estrategia integral en sexualidad sigue siendo insuficiente. Por esa 

razón es necesario el fortalecimiento de capacidades teóricas y metodológicas de los docentes a escala 

nacional en todos los niveles educativos, para mejorar los resultados de esta estrategia, tomando en 

cuenta que su limitada implementación afecta en especial a la niñez, adolescencia y juventud en el 

ejercicio de sus derechos humanos, principalmente los derechos sexuales y reproductivos, 

continuando con la reproducción de tabúes y estereotipos. 

 

Cabe señalar que, para la implementación del PND K´atun 2032 y los programas y estrategias 

descritas, es necesario desarrollar una serie de medidas afirmativas que permita la reducción de 

embarazos no deseados, la prevención de abortos inseguros y la toma de decisiones libres e 

informadas sobre el comportamiento sexual.  

 

                                                           
11 Las instituciones vinculadas con la ruta de intervención integral de embarazos en niñas y adolescentes menores de 14 

años de edad son: Secretaría contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas, Ministerio de Salud Pública y 

Asistencia Social, Ministerio de Educación, Ministerio de Desarrollo Social, Procuraduría General de la Nación, Ministerio 

Público, Registro Nacional de las Personas.  
12La declaración ministerial Prevenir con educación fue aprobada en el marco de la Primera Reunión de Ministros de 

Salud y Educación para Detener el VIH en Latinoamérica y el Caribe, realizada en Ciudad de México, el año 2008.  
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Trabajo: en cuanto a la promoción e inversión en políticas y programas de empleo dirigidos a la 

juventud, el Ministerio de Trabajo y Previsión Social -MINTRAB- implementa el Programa de 

Capacitación y Formación para el Trabajo y la estrategia de orientación laboral, con los cuales busca 

desarrollar habilidades y destrezas en jóvenes para insertarse al mercado laboral. Aunado a ello, el 

Ministerio de Desarrollo Social, por medio del programa Beca mi Primer Empleo, desarrolla acciones 

coordinadamente con instituciones y empresas del sector privado, en las que se insertan laboralmente 

hombres y mujeres de entre 16 y 21 años, en situación de pobreza, en estado de riesgo o 

vulnerabilidad.  

 

Considerando que la mayor parte de la población guatemalteca es joven y que la tasa de desempleo 

en este sector poblacional es cuatro veces mayor que en la de los adultos, es necesario fortalecer los 

programas de generación de empleo mediante la coordinación interinstitucional e intersectorial, que 

garanticen a los jóvenes, principalmente los más vulnerables, el acceso a empleos dignos.  

 

Seguridad: la medida prioritaria 16 se enfoca en garantizar que niñas, niños, adolescentes y jóvenes 

se desarrollen en un ambiente sano, libre de violencia y asegurar la protección y la restitución de los 

derechos de las víctimas. De acuerdo con esta orientación, en el país existen diversas políticas, 

programas y estrategias dirigidos a la prevención de la violencia, la protección y a fomentar la 

convivencia pacífica en esta población: 

 
Prevención Protección Restitución 

Política Nacional de Prevención de 

la Violencia y el Delito, Seguridad 

Ciudadana y Convivencia Pacífica 

2014-2034 

Estrategia Nacional de Prevención 

de la Violencia y el Delito 2017-

2027 

Programa de Prevención de la 

Violencia y el Delito (Unidad para 

la Prevención Comunitaria de la 

Violencia -UPCV-) 

Programa de Prevención y 

Erradicación de la Violencia 

Intrafamiliar  

Proyecto de Prevención de la 

Violencia Juvenil 

Política Judicial para la Protección 

Especial de las Niñas, Niños y 

Adolescentes, del Organismo Judicial 

2015-2019 

Equipo Multidisciplinario de los 

Juzgados de la Niñez y Adolescencia y 

Adolescentes en Conflictos con la Ley 

Penal 

Apoyo psicosocial por parte de las 

redes de derivación 

Programa Casa Joven  

 

Programa de Restitución 

de los Derechos del NNA 

Programa de Asesoría a 

Madres y/o Padres en 

conflicto con su 

parentalidad13 

 

Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 

 

 

Participación: en un país, la participación social y política de las y los adolescentes y jóvenes es 

crucial para impulsar el desarrollo; por ello, la medida prioritaria 8 pretende garantizar la existencia 

de mecanismos que permitan la participación efectiva de la juventud en espacios públicos y de toma 

de decisión. En respuesta a esta medida, el Estado cuenta con los programas Jóvenes Protagonistas, 

Gestores Juveniles y Servicio Cívico.  

 

Por medio de estos programas se busca generar espacios de participación que permitan fortalecer las 

habilidades y destrezas de la juventud a escala nacional. En el marco de estos programas se 

desarrollan actividades lúdicas, recreativas y organizativas que propician la reflexión sobre la 

                                                           
13“Ejercicio de la parentalidad positiva se refiere al comportamiento de los padres fundamentado en el interés superior del 

niño, que cuida, desarrolla sus capacidades, no es violento y ofrece reconocimiento y orientación que incluyen el 

establecimiento de límites que permitan el pleno desarrollo del niño”. 
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importancia de la participación juvenil. Sin embargo, estos programas tienen poca cobertura y la 

mayoría de ellos se perciben solo como recreativos, de modo que limitan dicha participación en 

espacios de incidencia. Por tal razón es importante garantizar mecanismos de participación efectiva 

de adolescentes y jóvenes en el debate público, para su posicionamiento e incidencia política en la 

toma de decisión, fortaleciendo el liderazgo de los jóvenes para su participación ciudadana. 

 

Adicionalmente, es necesario visibilizar a la niñez y juventud de forma diferenciada, atendiendo sus 

necesidades sentidas, mediante el impulso de acciones que respondan a su ciclo de vida.  

 

Información: para dar cuenta de la situación de la niñez y adolescencia en todo el país es necesario 

contar con datos desagregados que visibilicen los rezagos y las brechas existentes en las distintas 

áreas de desarrollo de la niñez, la adolescencia y la juventud. En ese sentido, las estadísticas de salud 

y educación son oportunas y de calidad, aunque en los aspectos de seguridad, participación y trabajo, 

es preciso fortalecer el registro de la información nacional, de manera que se tengan datos oportunos 

y fiables que permitan orientar y focalizar las acciones en las áreas identificadas como prioritarias. 

 

2.2.1 Desafíos  

 
Las características demográficas del país están marcadas por un porcentaje mayoritario de población 

joven, permite prever que es necesario generar condiciones para que en la actualidad se desarrolle en 

condiciones sociales dignas; se vislumbra además, la necesidad de diseñar e impulsar mecanismos 

que posibiliten que cuando esta población llegue a la edad adulta mayor, tenga acceso a los servicios 

que requiera.  

 

Como se ha indicado, el Estado de Guatemala ha desarrollado acciones tendientes a mejorar las 

condiciones de vida de la juventud; sin embargo, para que estas tengan impacto favorable es 

importante fortalecer lo siguiente: 

 

Coordinación interinstitucional e intersectorial: para implementar acciones integrales que 

impulsen el desarrollo de la juventud, con énfasis en la reducción de la desigualdad, incluyendo los 

esfuerzos del sector justicia, cooperación internacional, sector privado y sociedad civil, 

particularmente en el ámbito municipal y comunitario. Lo anterior requiere que el Consejo Nacional 

para la Juventud -CONJUVE- asuma un papel más activo en el impulso de acciones dirigidas a la 

población joven del país. De manera especial se precisa de esta coordinación interinstitucional para 

erradicar el embarazo en niñas y prevenir embarazos en adolescentes, porque la violencia no es la 

única causa de esta problemática; hay otras que deben ser atendidas. Esto implica la constitución de 

un ente que dirija o unifique (armonice y actualice) políticas públicas orientadas hacia la juventud.  

 

Garantizar disponibilidad de recursos: principalmente en el área de salud, para mantener los 

niveles de abastecimiento adecuados que permitan brindar servicios de salud sexual y reproductiva, 

de manera eficiente y eficaz. El financiamiento es crucial para asegurar la implementación y la 

continuidad de los programas y proyectos; por ello el Estado debiera garantizar la disponibilidad de 

recursos para las acciones estratégicas que causan mayor impacto en la niñez, adolescencia y 

juventud. 

 

Información estadística: es importante contar con registros oportunos que permitan desagregaciones 

en cuanto a sexo, grupo étnico, condición migratoria, discapacidad y ubicación geográfica, para 

desarrollar acciones efectivas que posibiliten la reducción de las desigualdades en este sector 

poblacional; por lo tanto, es un desafío fortalecer los sistemas estadísticos institucionales para que 

respondan a las demandas de la población.  
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Seguimiento y evaluación: fortalecimiento del ente rector de las políticas de juventud para 

seguimiento y evaluación de su implementación, así como para el diseño de mecanismos estratégicos 

que permitan la reducción de problemas estructurales. Un desafío en este ámbito es que la 

responsabilidad de PLANEA sea asumida por las instituciones que ejecutan y no por las que asesoran; 

además, que se le asigne suficiente presupuesto estatal para evitar que quede a la deriva cuando se 

agotan los fondos de la cooperación internacional.  

 

Fortalecimiento de programas relevantes: en cuanto a salud sexual y reproductiva, las estadísticas 

muestran que en los últimos años se ha incrementado el número de embarazos en adolescentes, por 

lo tanto, es necesaria la implementación de acciones con enfoque integral de la educación sexual, que 

además garantice a la juventud el acceso a métodos anticonceptivos modernos; la capacitación para 

el personal del sistema de salud y del sector educativo, para lograr la reducción de la problemática. 

Adicionalmente, debe darse seguimiento a la Política de Reparación Digna y Transformadora para 

Casos de Violencia Sexual, Embarazo Forzado y Maternidad Forzada en Niñas y Adolescentes. 

 

Las políticas sexuales y reproductivas deben ampliar su enfoque y enfatizar en las causas y no en los 

efectos y problemáticas que generan. 

 

Otro desafío consiste en el impulso de la Educación Integral en Sexualidad -EIS-, que debe tener un 

enfoque amplio en términos de cobertura, metodologías (niñez, adolescencia y juventud), áreas de 

información, formación: fisiológico (diversos cuerpos), relaciones sociales y de afecto, construcción 

de autonomía y proyecto de vida. Estas políticas, metodologías y normativas tienen que ser adecuadas 

culturalmente, según identidad de género y orientación sexual, entre otras. 

 

En lo referente a educación es necesario fortalecer las políticas y programas para ofrecer educación 

universal, laica, intercultural y de calidad, atendiendo problemas estructurales como los niveles de 

pobreza, violencia, racismo y discriminación e infraestructura; además de definir estrategias que 

eviten la deserción escolar, principalmente de adolescentes embarazadas. Un desafío es la revisión 

del Currículo Nacional Base para incorporar la educación integral en sexualidad como enfoque y no 

como cátedra.  

 
En el ámbito de la participación de la juventud el reto consiste en que esta sea concebida como el 

ejercicio pleno de la condición de personas y no solo como la presencia en las actividades 

desarrolladas. Que tenga la posibilidad de participar en las definiciones de políticas públicas, de los 

procesos de inversión social, en los contenidos y enfoques del desarrollo que se prevé para sus 

comunidades; participar en condiciones dignas en el sistema de partidos políticos y que se le 

reconozca como portavoz legítimo de las demandas de la población joven de sus comunidades.  

 

 

2.3 ENVEJECIMIENTO, PROTECCIÓN SOCIAL Y DESAFÍOS 

SOCIOECONÓMICOS 
 

Una persona cuya edad sea de 60 años y más, ve reducidas ciertas capacidades físicas, intelectuales 

y sociales que requieren de acciones de asistencia, acompañamiento y protección; sumado a esto, las 

condiciones socioeconómicas (pobreza, extrema pobreza, desempleo, morbilidad, etc.) evidentes en 

sus contextos sociales, comunitarios y familiares colocan a las personas adultas mayores en 

situaciones de vulnerabilidad que requieren mayor atención por parte del Estado y lo obligan a adaptar 

los servicios públicos de manera que respondan a las necesidades de este sector poblacional.  
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En tal sentido, se requieren acciones o mecanismos de protección social para la población adulta 

mayor, tendientes a garantizar niveles dignos de vida. La protección social se centra en tres ideas 

fundamentales: garantías de bienestar básico, aseguramientos frente a riesgos derivados del contexto 

o del ciclo de vida y moderación o reparación de daños sociales causados por la materialización de 

problemas o riesgos sociales. También se afirma que el objetivo de la protección social consiste en 

asegurar un nivel básico de bienestar económico y social a todos los miembros de una sociedad. 

 

El Consenso de Montevideo retoma las necesidades e intereses de la población adulta mayor y plantea 

15 medidas prioritarias que los Estados parte deberán implementar para el cumplimiento del 

Consenso. Estas medidas atienden aspectos como participación de las personas adultas mayores en 

procesos de decisión, políticas públicas para la atención, salud, gestión del riesgo, derechos humanos, 

violencia, discriminación, vida activa y de ahorro y protección social y seguridad social. 

 

Un avance importante para Guatemala lo constituye el PND K´atun 2032, cuya prioridad en el eje 

Bienestar para la Gente establece: institucionalizar e internalizar el derecho a la protección social; 

además, se ha fijado dos metas específicas: 1.) institucionalizar y consolidar la protección social como 

política pública para garantizar la tutela, el ejercicio de derechos y el estado de bienestar de la 

población, 2.) consolidar el sistema de asistencia social, con enfoque de derechos y acorde con 

principios de equidad. 

 
2.3.1 Políticas públicas, programas y participación 

 

El Consenso de Montevideo, en las medidas prioritarias No. 18, 19, 20 y 21, plantea formular y 

ejecutar políticas públicas, planes y programas para garantizar la calidad de vida y el desarrollo de 

las personas adultas mayores, además de fomentar espacios con su participación en el diseño de dichas 

acciones. 

 

Respecto a política pública, Guatemala cuenta con la Política de Desarrollo Social y Población -

PDSP-; su objetivo consiste en contribuir al desarrollo de la persona humana en los aspectos social, 

familiar, humano y su entorno, con énfasis en los grupos más vulnerables de la población. Ha 

priorizado los aspectos de población, salud, educación, empleo y migración, para lo cual definió 

grupos de especial atención, entre ellos a las personas adultas mayores. Es importante destacar que la 

PDSP es producto de la Ley de Desarrollo Social, Decreto 42-2001, aprobada el 19 de octubre de 

2001. 

 

También se cuenta con la Ley de Protección para las Personas de la Tercera Edad, Decreto Número 

80-96 del Congreso de la República y sus reformas. En el artículo 32 establece la creación del Comité 

Nacional de Protección a la Vejez -CONAPROV-, espacio de coordinación interinstitucional en el 

que convergen distintas instituciones del Organismo Ejecutivo y que tiene como objetivo coordinar 

la atención a la población adulta mayor. Está integrado por la SOSEP, IGSS, MINTRAB, MSPAS, 

PGN. Por medio del Acuerdo Gubernativo 135-2002 el Reglamento de la Ley de Protección para las 

Personas de la Tercera Edad, específicamente en el artículo 10, señala que la junta directiva del 

CONAPROV debe estar integrada también por dos delegados de las instituciones públicas o privadas 

vinculadas con la problemática de las personas de la tercera edad, aspecto que no se ha podido 

concretar debido a que no se cuenta con la participación de las personas adultas mayores. 

 

En el seno del CONAPROV se inició el proceso de formulación de la Política Pública Nacional de 

Atención Integral al Adulto Mayor, cuyo objeto es proporcionar a las instituciones vinculadas, 

lineamientos estratégicos para la implementación de acciones para la atención de las personas adultas 

mayores. Es importante resaltar que se ha hecho un esfuerzo institucional por analizar la pertinencia 
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de la ley vigente y, como resultado, se planteó la propuesta del proyecto para reformar el Decreto 

Número 80-96, Ley de Protección para las Personas de la Tercera Edad.   

 

Desde este espacio de coordinación se habilitarán Centros de Atención Permanentes o Residencias 

del Adulto Mayor, en los cuales se brindará atención las 24 horas del día los 365 días del año. Para el 

presente año se tiene previsto poner en funcionamiento una residencia y para el ejercicio fiscal 2018 

se habilitarán otras tres.  

 

El MINTRAB es responsable del Programa de Aporte Económico al Adulto Mayor, creado en el año 

2005 por medio del Decreto No. 85-20015, la Ley del Programa de Aporte Económico al Adulto Mayor 

y reformado en el año 2006 por medio del Decreto No. 39-2006, Reformas a la Ley del Programa de 

Aporte Económico al Adulto Mayor; dicho programa tiene cobertura nacional y beneficia tanto a 

mujeres como a hombres. 

 

Desde la Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente -SOSEP- se impulsa el Programa 

Nacional del Adulto Mayor “Mis Años Dorados”, creado en el año 2012. Tiene presencia en los 

departamentos de Alta Verapaz, Chimaltenango, Chiquimula, El Progreso, Escuintla, Guatemala, 

Huehuetenango, Izabal, Jalapa, Jutiapa, Quiché, Retalhuleu, Sacatepéquez, San Marcos, Santa Rosa, 

Sololá, Suchitepéquez y Zacapa, por medio de 61 centros de atención; atiende 3 428 personas entre 

hombres y mujeres de los diferentes pueblos indígenas. 

 

El Programa tiene como objetivo brindar, a personas mayores de 60 años, atención integral que incluye: 

cuidado diurno, atención primaria en salud, terapias físicas y ocupacionales, apoyo psicológico, 

alimentación, entre otros servicios. Se desarrollan procesos de alfabetización, eventos de reducción de 

la brecha generacional, actividades lúdicas, sociales, de participación comunitaria y de estimulación 

física especializada para adultos mayores.   

 
2.3.2 Derechos humanos, discriminación y violencia 

 

El enfoque de derechos humanos y la eliminación de la discriminación por edad se retoma en el 

Consenso de Montevideo en las medidas prioritarias No. 22 y 23, las cuales buscan que los Estados 

partes promuevan instrumentos legales para eliminar la discriminación por edad y cualquier tipo de 

violencia hacia las personas adultas mayores. 

 

Guatemala cuenta con la Ley de Protección para las Personas de la Tercera Edad, Decreto Legislativo 

No. 80-96 del Congreso de la República, cuyo objetivo es: titular los intereses de las ‘personas de la 

tercera edad’14, que el Estado garantice y promueva el derecho a un nivel de vida adecuado en 

condiciones que permitan acceder a educación, alimentación, vivienda, asistencia médica geriátrica y 

gerontología, recreación y esparcimiento, y los servicios sociales necesarios para una vida digna. 

Además, con el Código Penal, que en su artículo 202 bis indica: se entenderá como discriminación 

toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de género, raza, etnia, idioma, 

edad, religión, situación económica, enfermedad, discapacidad, estado civil, o en cualesquiera otro 

motivo, razón o circunstancia, que impidiere o dificultare a una persona, grupo de personas o 

asociaciones, el ejercicio de un derecho legalmente establecido incluyendo el derecho 

consuetudinario o costumbre, de conformidad con la Constitución Política de la República y los 

Tratados Internacionales en materia de derechos humanos. 

 

                                                           
14 Nótese que la ley fue aprobada en 1996, por lo que el término “personas de la tercera edad” seguía vigente 

en la discusión teórico-conceptual, que no coincide precisamente con el enfoque de derechos humanos en el 

que a la persona adulta mayor se le reconoce su condición humana. 
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También cuenta con la Defensoría de las Personas Adultas Mayores de la Procuraduría de los 

Derechos Humanos -PDH-, dentro de cuyas funciones destacan: a.) sensibilizar a los funcionarios 

públicos y a la sociedad en general para lograr el respeto de las personas mayores; b.) propiciar 

espacios de coordinación y enlace entre instituciones del Estado y de la sociedad civil, para la defensa, 

promoción y concientización de los derechos humanos de las personas adultas mayores 

guatemaltecas. 

 

Por su parte, el Ministerio Público -MP- ha diseñado e implementado el Protocolo de Atención 

Integral para las Víctimas del Delito (instrucción 04-2014): Como parte de la transformación en los 

servicios que proporciona la institución, se promueve el respeto y atención de calidad a las personas 

adultas mayores víctimas, teniendo en cuenta su situación, condición social, económica, de salud y 

familiar, tiene una implementación de tres años en los cuales se ha tenido la participación de 17 personas 

que integran el personal Fiscal Distrital, Auxiliar Fiscal, Oficiales de Fiscalía, Psicólogas, Médica, 

Encargadas de la Oficina de Atención a la Victima -OAV-.  

 

El protocolo desarrolla las orientaciones y la ruta de atención para las víctimas del delito en el menor 

tiempo posible. Además, describe la secuencia de las acciones programadas, la gestión de información 

y su respuesta, cuya eficacia se mide en relación con la duración del proceso. Considerando que la 

atención está dirigida a víctimas, la prevención en este caso corresponden al nivel terciario, ya que busca 

que las víctimas retomen y se reinserten a su vida en condiciones de dignidad; estas acciones específicas 

están dirigidas a las familias. 
 

En lo referente a violencia, la Procuraduría General de la Nación -PGN- implementa la Unidad de 

Protección de los Derechos del Adulto Mayor que promueve la prevención y erradicación de la 

violencia intrafamiliar; brinda orientación jurídico-administrativa para la protección de los derechos 

del adulto mayor.  

 

2.3.3 Salud 

 
En lo que respecta a la salud de las personas adultas mayores, el Consenso retoma esta área en las 

medidas prioritarias No. 26 y 27, que orientan a transformar los sistemas de servicios de atención 

médica de manera que respondan a las particularidades de las personas adultas mayores. Sus esfuerzos 

se enfocan en mejorar la atención en las enfermedades no transmisibles -ENT-, y a la vez, generar 

acciones para mejorar la calidad de vida. 
 

El Instituto Guatemalteco de Seguridad Social -IGSS- ha implementado programas de atención médica 

integral para las personas adultas mayores, entre los que destaca el Sistema de Atención Médica 

Integral15, enfocado en la protección y la promoción de la salud. A partir del año2008 se implementó el 

Centro de Atención Médica para Pensionados -CAMIP-16. 

 

Respecto a la prevención de las enfermedades no transmisibles -ENT-, desde el año 2013, Guatemala, 

por medio del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social -MSPAS-, es parte de la Estrategia 

Regional y Plan de Acción para la Prevención y Control de las ENT OPS/OMS. A su vez, se ha 

implementado vigilancia e investigación sobre las ENT, que recolecta información periódica y 

sistemática; estos insumos permitieron que en el año 2016 se creara el Protocolo de Vigilancia sobre el 

Cáncer y Enfermedades Cardiovasculares.  

 

                                                           
15 Acuerdo 737 de la Junta Directiva. 
16 Acuerdos 1227 y 1265 de Junta Directiva. 
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Para la atención de las personas adultas mayores con discapacidad, el MSPAS presta servicios de 

atención por medio del Hospital Nacional de Ortopedia y Rehabilitación y otros hospitales de referencia 

nacional, con énfasis en la enfermedad cerebrovascular -ECV-, casos de amputaciones, de limitaciones 

motoras por accidentes o por enfermedad y las fracturas de cadera. 

 

En tanto que la Municipalidad de Guatemala atiende a la población adulta mayor que reside en el 

perímetro de la ciudad, por medio de la Oficina Municipal del Adulto Mayor, su objetivo es 

proporcionar servicios de atención en salud integral a este sector de población. La conforman tres 

componentes: salud mental, salud con enfoque de género y salud geriátrica. También se imparten 

capacitaciones en salud (diabetes, hipertensión, hábitos de vida saludable), servicios médicos y 

psicológicos. 

 

2.3.4 Vida activa, productiva y de ahorro y cuidados paliativos 

 
En la etapa de la adultez mayor, por el proceso biológico, en las personas disminuyen las capacidades 

físicas e intelectuales. Por ello, las sociedades en conjunto deben propiciar medidas que permitan el 

acceso a una vida activa -social y físicamente-. Además, promover la inserción en el campo laboral -

garantizar empleo- y, de esta manera, generar capacidad de ahorro para el periodo de retiro, que incida 

de manera prolongada en un envejecimiento digno.  

 

De acuerdo con el enfoque de derechos es importante que las personas adultas mayores tengan acceso 

a servicios de cuidados paliativos, para asegurar una atención médica pertinente y, sobre todo, una 

muerte digna y sin dolor. Las medidas prioritarias No. 28 y 29 del Consenso retoman estos aspectos. 

 

En relación con la vida activa, social y física -ejercitación-, el IGSS por medio del Comité de Promoción 

y Prevención en Salud, coordina, propone, planifica y evalúa las acciones de carácter de promoción y 

prevención en salud. Se desarrollan actividades tales como: Programa de Prevención de Problemas 

Cognitivos y Promoción de la Salud Mental, el cual es apoyado por el Servicio de Psicología e incluye 

actividades grupales; el Programa de Ejercicios Físicos, Prevención de Sarcopenia, Tai Chi, Gimnasia 

Rítmica, apoyado por el Servicio de Trabajo Social, Medicina Física y Fisioterapia. 
 

Por su parte, el Ministerio de Cultura y Deportes -MICUDE-, por medio de la Dirección General del 

Deporte y la Recreación, implementó el Programa Adulto Mayor, el cual promueve el acceso a la 

actividad física, el deporte de esparcimiento y la recreación de las personas de 60 años y más, atendidas 

en centros permanentes y en ámbito comunitario; en beneficio de la salud física, mental y emocional. 

Este programa desarrolla actividades de estimulación física; destacan las siguientes: a) Clubes de baile; 

b) Torneos coreográficos; c) Super clase; d) Recorriendo Guatemala; y e) Caminata del amor añejo. 

 

Además, la Municipalidad de Guatemala, por medio de la Oficina Municipal del Adulto Mayor, 

atiende grupos de personas adultas mayores distribuidas en las zonas de la ciudad; proporciona 

técnicas de apoyo que contribuyen al mejoramiento de su salud tanto física (Tai Chi, gimnasia rítmica 

y otras) como mental (bailes, canto, entre otros).  

 

2.3.5 Protección social y seguridad social 

 
Los mecanismos de protección social, cualquiera que sea su tipo y nivel, tienen como objetivo 

asegurar a las personas ante cualquier evento –climático o estructural– y generar capacidades que les 

permitan alcanzar un nivel vida digno. El aseguramiento social de las personas adultas mayores 

garantiza que en el período de retiro tengan acceso a condiciones mínimas de salud; además, un 

ingreso económico por medio de los sistemas de pensiones. El Consenso de Montevideo retoma estos 

temas en las medidas prioritarias No. 30, 31 y 32. 
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Por parte del Ministerio de Desarrollo Social -MIDES- se desarrollan los programas sociales Mi Bolsa 

Segura y Mi Comedor Seguro. La población objetivo de ambos programas son los grupos de atención 

especial, entre ellos, las personas adultas mayores. El programa Mi Bolsa Segura pretende que las 

personas y familias en condiciones de pobreza y pobreza extrema incrementen el acceso a los productos 

de la canasta básica alimentaria. La finalidad del programa Mi Comedor Seguro es proporcionar 

raciones de alimentos que permitan a las personas completar su ingesta de alimentos diarios. En la 

actualidad la cobertura geográfica de estos programas es en el departamento de Guatemala, 

específicamente en los municipios de Chuarrancho, San Juan Sacatepéquez y San Pedro Sacatepéquez. 

 

Desde el año 1949, la seguridad social se atiende mediante el Decreto No. 295, Ley Orgánica del 

Instituto Guatemalteco de Seguridad Social. La creación del IGSS, a su vez, da vida al Programa de 

Invalidez, Vejez y Sobrevivencia -IVS- con cobertura nacional, que atiende a hombres y mujeres de los 

diferentes pueblos de Guatemala17.  

 

En años recientes se ha incrementado el número de personas afiliadas al seguro social guatemalteco. 

Para el año 2014 eran 33 555 personas afiliadas; el año 2015 cerró con 36 517 personas y el año 2016, 

con 37 360. Según los datos reportados el mayor número de afiliaciones corresponde a hombres. Esto 

se considera como un avance en el aseguramiento para el periodo de retiro de las personas adultas 

mayores, pero se reconoce que es insuficiente debido que no toda la población tiene acceso a la 

seguridad social.  

 

El Programa IVS otorga y administra el sistema de pensiones. Asigna a las personas pensionadas 12 

mensualidades al año; otras dos, una en concepto de aguinaldo18, equivalente al 100% de la pensión y 

un bono navideño de Q500.00. El sistema de seguridad social guatemalteco está determinado por la 

contribución, de carácter obligatorio, de las personas trabajadoras, la parte patronal y el Estado. El 

monto de las tres partes de contribución es de manera proporcional, así: los trabajadores, 25%; los 

patronos, 50% y el Estado, 25%. 

 

Las personas adultas mayores afiliadas al IGSS tienen derecho a pensión por vejez si reúnen los 

requisitos siguientes: a) Haber cumplido 60 años de edad; b) Haber contribuido un mínimo de 240 

meses al sistema.  La pensión por vejez, estará constituida por: el 50% de remuneración base, el 0.5 

% de la remuneración base por cada seis meses de contribución que tenga el asegurado en exceso 

sobre los primeros 120 meses de contribución; y una asignación familiar equivalente al 10% del 

monto por cada una de las personas que conforman su grupo familiar, que se consideran sus 

beneficiarios. 19 

El IGSS considera necesario que las personas adultas mayores tengan información sobre el sistema 

de pensiones; por tal razón, se hacen esfuerzos permanentes para informar acerca de los cambios que 

se han aplicado al Programa de Invalidez, Vejez y Sobrevivencia, del incremento en el monto de las 

pensiones y de los procesos y gestiones administrativas para acceder a la pensión. Si bien, esta 

socialización del sistema de pensiones mantiene informada a la población, aún existe el desafío de 

generar conciencia en la población joven sobre la importancia de formar parte de programas de 

pensiones. 

 

Las personas adultas mayores que han sido trabajadoras de casa particular no tienen cobertura en la 

seguridad social, pues fue en 2009 cuando el IGSS estableció el Programa Especial de Protección para 

                                                           
17 Maya, xinka, garífuna y mestizo/ladino. 
18 Una prestación laboral según Decreto No. 76-78, Congreso de la República, Ley Reguladora de la Prestación del 

Aguinaldo para los Trabajadores del Sector Privado. 
19 Acuerdo de Junta Directiva No. 1124, Reglamento sobre Protección Relativa a la Invalidez, Vejez y Sobrevivencia. 
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Trabajadoras de Casa Particular -PRECAPI-, el cual atiende la protección relativa a la maternidad, 

control de niño sano y accidentes. 

 
2.3.6 Desafíos 

 

De acuerdo con el Consenso de Montevideo y desde el enfoque de derechos humanos de las personas 

adultas mayores se pretende garantizar el acceso a la salud, seguridad social, cuidados paliativos, vida 

activa y productiva, sistemas de pensiones, la no discriminación, la no violencia y la participación. En 

la búsqueda de garantizar estos derechos se requiere una serie transformaciones en los sistemas de 

protección y los servicios de atención médica que permitan el goce de una vida digna. Entre ellas, la 

ampliación de la cobertura geográfica hasta abarcar todo el país; así como de la cantidad de población 

beneficiada por dichos servicios.   

 

Además, es necesario mejorar los registros estadísticos de las personas adultas mayores, con el 

propósito de identificar la cobertura y el tipo de servicios y protección que se les presta; 

principalmente, identificar a las personas adultas mayores que carecen de protección social. Para 

resolver esta carencia de información estadística se han de establecer alianzas con distintos actores, 

entre ellos las municipalidades, que podrían organizar censos que evidencien la población adulta 

mayor que vive en cada municipio. 

 

Adicionalmente, se requieren serias transformaciones en términos de prestación de servicios de 

atención en salud, que deberán desarrollar mecanismos de atención integral y diferenciada de la 

población adulta mayor y, acorde con las necesidades de mujeres y hombres en el primero y segundo 

nivel de atención en salud, desarrollar y perfeccionar las competencias del personal de salud para la 

atención integral y diferenciada de la población adulta mayor y promover un envejecimiento activo y 

saludable con adecuación cultural. 

 

Por su parte, la sociedad civil ve la necesidad de crear mecanismos de divulgación e 

institucionalización de la legislación existente, para proteger a las personas adultas mayores, 

especialmente del Decreto 80-96, Ley de Protección Integral para las Personas de la Tercera Edad, 

debido a que, en la actualidad, las instituciones vinculadas no han asumido su responsabilidad para 

el cumplimiento de dicha ley. Para garantizar el ejercicio de los derechos emanados de dicha Ley se 

requerirá la creación de la Fiscalía de atención a las personas adultas mayores, para denunciar 

cualquier tipo de violencia en contra de estas personas y el seguimiento de casos para obtener justicia. 

 

Una demanda recurrente que plantean las organizaciones de sociedad civil es la implementación del 

Instituto Nacional de Atención de la Población Adulta Mayor, como un mecanismo para garantizar 

la articulación de programas y la atención efectiva, pertinente y especializada a este sector 

poblacional. 

 

Para resolver estos desafíos será necesario instalar procesos de asignación presupuestaria, revisión de 

actividades institucionales por medio de la planificación, actualizar los marcos jurídicos que garantizan 

los derechos humanos de las personas adultas mayores, compromiso por parte de las autoridades. Sobre 

todo, que la sociedad guatemalteca en su conjunto, asuma y entienda la importancia de generar 

condiciones propicias de educación, empleo, salud, prevención de la violencia y acceso a la justicia para 

la población joven de hoy, para garantizar calidad de vida digna a la población adulta mayor actual y 

del futuro. Es importante que el Estado guatemalteco brinde la atención necesaria y pertinente en 

visualizar a la población adulta mayor como sujeta de derechos y objeto de sus acciones institucionales. 

 

Además, para el Estado de Guatemala constituye un reto trascender de un enfoque asistencialista y de 

promover más años de vida para las personas adultas mayores, a establecer un sistema de protección 
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social que garantice: la atención diferenciada, la cobertura para la población vulnerable y mayor calidad 

de vida estas personas. 

 

La sociedad civil también enfatiza en la necesidad de habilitar servicios de seguridad social universales, 

pues el programa de Programa de Invalidez, Vejez y Sobrevivencia del IGSS solo atiende a quienes han 

cotizado. Al mismo tiempo, demanda la revisión de ese programa, específicamente los montos de 

pensiones asignados; que estos sean acordes con el costo de la canasta básica vigente. También solicitan 

modificaciones a la normativa vigente y que los cónyuges varones sean beneficiarios de la cobertura 

social cuando la afiliada es una mujer. 

 

2.4 ACCESO UNIVERSAL A LOS SERVICIOS DE SALUD SEXUAL Y 

SALUD REPRODUCTIVA 
 

A partir de la Conferencia Mundial sobre Población y Desarrollo de El Cairo, firmada en 1994, los 

derechos sexuales y reproductivos se entienden como elemento fundamental del desarrollo integral 

de los seres humanos y del desarrollo sostenible de los países; además, se reconoce la relación directa 

de estos derechos con la dignidad, la libertad, la salud, entre otros. Es sabido que el desarrollo pleno 

de todo ser humano depende de la satisfacción de sus necesidades básicas y, en este aspecto, la 

sexualidad tiene un rol preponderante, los derechos sexuales y reproductivos son derechos humanos 

universales.  

 

En materia de derechos sexuales y reproductivos el Consenso de Montevideo sobre Población y 

Desarrollo y su Guía operacional especifican catorce medidas prioritarias interrelacionadas. El 

análisis de cada una de ellas permite agruparlas en tres áreas: garantías legales y políticas para el 

respeto a los derechos sexuales, atención diferenciada a los diversos sectores de población (niñez, 

adolescencia, mujeres embarazadas, población LGBTI); y acciones específicas como la prevención, 

detección y tratamiento del VIH/SIDA e ITS; embarazo, parto y puerperio; y planificación familiar.  

 

En Guatemala, estos derechos se encuentran amparados por un marco legal que garantiza el “Acceso 

efectivo de las personas y la familia a la información, orientación, educación, provisión y promoción 

de servicios de salud reproductiva, incluyendo servicios de planificación familiar, atención prenatal, 

atención del parto y puerperio, prevención del cáncer cérvico-uterino y el de mama, atención a la 

menopausia y climaterio, diagnóstico y tratamiento de enfermedades de próstata, diagnóstico y 

tratamiento de la infertilidad y esterilidad, diagnóstico, tratamiento y prevención de las Infecciones 

de Transmisión Sexual (ITS), del Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH) y del Síndrome de 

Inmunodeficiencia Adquirida (SIDA) y atención a la población en edad adolescente” (Artículo 26, 

Ley de Desarrollo Social). 

 

En este sentido, el Estado de Guatemala cuenta con un marco jurídico y político para garantizar que 

las personas guatemaltecas disfruten de una sexualidad plena a partir de la toma de decisiones de 

forma libre, informada, voluntaria y responsable:  

 
Marco jurídico Año de aprobación 

Constitución Política de la República de Guatemala 1985 (reformada en 1993) 

Código Nacional de Salud  1990-1997 

Acuerdos de Paz Firme y Duradera  1996 

Ley de Dignificación y Promoción Integral de la Mujer  1999 

Ley General para el Combate del VIH/SIDA  2000 

Ley de Desarrollo Social  2001 

Política de Desarrollo Social y Población 2002 

Reforma al Código Penal 2002 
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Ley de Acceso Universal y Equitativo de Servicios de Planificación Familiar y su 

Integración en el Programa Nacional de Salud Reproductiva 

2005 

Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres y Plan de 

Equidad de Oportunidades  

2008-2023 

 

Reglamento Ley de Planificación Familiar 2009 

Ley para la Maternidad Saludable  2010 

Reglamento de la Ley para la Maternidad Saludable 2012 

Plan Nacional de Desarrollo K’atun: Nuestra Guatemala 2032 2014 

Estrategia Nacional de Condones  2012-2015 

Plan Nacional de Prevención de Embarazos en Adolescentes y Jóvenes  2013-2017 

Estrategia Integral y Diferenciada en Salud para Personas Trans  2015-2030. 

Plan Operativo de Trabajo para la Adquisición de Métodos Anticonceptivos 2017 

 
Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 
 

El Estado ha implementado mecanismos legales para garantizar los recursos financieros que permitan 

el funcionamiento de los servicios de salud reproductiva y planificación familiar:  

 Ley del Impuesto sobre Distribución de Bebidas Alcohólicas, Destiladas, Cervezas y Otras 

Bebidas Fermentadas 21-04, “ARTÍCULO 25.  Destino.  De los recursos recaudados por la 

aplicación del presente impuesto se destinará un mínimo de quince por ciento (15%) para 

programas de salud sexual y reproductiva, planificación familiar y alcoholismo del Ministerio 

de Salud Pública y Asistencia Social.  Dicho destino no será susceptible de asignarse a otro 

fin ni a transferencia presupuestaria alguna”. 

 Decreto Legislativo 32-2010 (Artículo 27. 30% de lo asignado a salud reproductiva debe 

utilizarse para comprar anticonceptivos).  

 

Con el propósito de dar seguimiento a la recaudación, asignación y ejecución de los recursos 

provenientes de estos impuestos la Ley de Acceso Universal y Equitativo a los Servicios de 

Planificación Familiar se crea la Comisión Nacional de Aseguramiento de Anticonceptivos -CNAA-

, integrada por: a) Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social -MSPAS-; b) Instituto 

Guatemalteco de Seguridad Social; c) Ministerio de Finanzas Públicas; d) Asociación Pro Bienestar 

de la Familia; e) Secretaria Presidencial de la Mujer; f) Asociación Guatemalteca de Mujeres 

Médicas; g) Instancia de Acciones Políticas por la Salud y el Desarrollo de las Mujeres; i) Defensoría 

de la Mujer Indígena. 

 

El PND K’atun 2032 se propone como una visión de país que traza la senda para el desarrollo durante 

los siguientes 20 años; una de sus prioridades consiste en lograr la universalización de la salud sexual 

y reproductiva de la población en edad fértil, haciendo énfasis en la educación sexual para 

adolescentes y jóvenes (CONADUR, 2014). 

 

Las metas establecidas en el PND acerca de derechos sexuales y reproductivos son: 1.a. Garantizar a 

todos y todas las guatemaltecas el acceso a información y servicios de salud sexual y reproductiva, 

atendiendo su ciclo de vida, en condiciones de igualdad, sin discriminación por razones de sexo, 

género, etnia y/o edad; 1.b. Alcanzar, en 2025, una tasa global de fecundidad de dos hijos por mujer, 

para contribuir al mejoramiento de su salud y de la de su familia. 

 

Por su parte, el MSPAS está en proceso de implementación del Modelo Incluyente en Salud -MIS-20 

que se constituye como una propuesta para fortalecer el primer nivel de atención en salud, el cual 

                                                           
20Acuerdo Ministerial 261-2016. Su contenido contempla las perspectivas, los atributos, el diseño programático, la 

vigilancia en salud, ámbitos de actuación y categorización de la red de servicios de índole local, municipal, departamental, 

regional y nacional, con el objetivo de orientar el ordenamiento del territorio, la organización y desarrollo e integración de 

la red de servicios, el fortalecimiento de recurso humano, la gestión y el financiamiento institucional, contribuyendo al 
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propone una concepción multidimensional de la salud que toma en cuenta las condiciones de vida de 

las personas, a partir de sus propios conocimientos, saberes y prácticas; desde cuatro perspectivas 

fundamentales: el derecho a la salud, perspectiva de género, adecuación intercultural, medio 

ambiente-madre naturaleza.  

 

Además, se ha implementado el Programa Nacional de Salud Reproductiva, el cual tiene cobertura 

nacional, su población objetivo son mujeres en las diferentes etapas de su vida, sin ningún tipo de 

discriminación. El MSPAS refiere que para su implementación cuentan con suficientes recursos 

financieros; la integración de todos los servicios de salud al Modelo Incluyente en Salud es uno de 

los principales retos por afrontar.  

 

Sin embargo, desde otra perspectiva, los sectores organizados de la sociedad civil consideran que los 

recursos financieros para salud sexual y reproductiva no son suficientes ni oportunos. Consideran que 

en la inversión del presupuesto se prioriza la contratación de recurso humano más que garantizar 

servicios de calidad y la compra de medicamentos e insumos desde los Centros Comunales de 

Atención hasta el nivel hospitalario. 

 

La Secretaría Presidencial de la Mujer -SEPREM- y la Comisión Presidencial Coordinadora de la 

Política del Ejecutivo en Materia de Derechos Humanos -COPREDEH- elaboran la Agenda 

Estratégica de Derechos Humanos para Mujeres, Niñas y Niños Viviendo con VIH y Población 

LGBTI. Esta agenda es trascendental para el país, pues vincula el marco de compromisos nacionales 

e internacionales relacionado con los derechos humanos de las mujeres que pertenecen a la población 

LGBTI; se proyecta culminar el proceso a finales del 2017.  

 

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social ha asumido como un compromiso para erradicar 

la discriminación basada en la orientación sexual y la identidad de género en el ejercicio de los 

derechos sexuales. Para ello realiza acciones en el marco de la Ley General para el Combate del Virus 

de Inmunodeficiencia Humana -VIH- y del Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida -SIDA- y de 

la Promoción, Protección y Defensa de los Derechos Humanos ante el VIH/SIDA, Decreto número 

27-2000. Asimismo, para la prevención, detección oportuna y garantizar el acceso universal al 

tratamiento integral del VIH/SIDA, el MSPAS elaboró un plan de acción para su operativización 

2011-2015, considerando que uno de los principales retos para su implementación es la reducción del 

estigma y discriminación que obligan al anonimato de quienes reciben tratamiento, además de contar 

con un presupuesto que es insuficiente para atender la demanda.  

 

Actualmente la red de servicios registra 1 578 personas que se encuentran recibiendo tratamiento, con 

un índice de feminidad de la epidemia de 50.1%. Existe un programa presupuestario específico 

denominado Programa Presupuestario 16, y una coordinación nacional para ITS, VIH que desarrolla 

el Plan Operativo Anual en función de fortalecer las capacidades del personal. El MSPAS ha 

impulsado planes operativos para la atención de la población en riesgo de contraer VIH y las ITS, los 

cuales tienen cobertura nacional; para implementarlos cuenta con recursos económicos, sin embargo, 

son insuficientes ante la demanda que tienen; en las estrategias de atención primaria en salud han 

incorporado intervenciones en la salud sexual y reproductiva.  

 

Se cuenta con los mecanismos oportunos de referencia y respuesta para la atención del VIH/SIDA, 

ITS, sin embargo, no han sido establecidos en todos los servicios de salud; a la vez, se promueve el 

examen para la detección del VIH entre las mujeres en edad reproductiva, uno de los desafíos es 

implementar planes intersectoriales con coordinaciones específicas para la prevención del 

                                                           
acceso universal de la población, a una atención integral e incluyente de promoción, prevención, recuperación y 

rehabilitación de la salud.  
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VIH/SIDA; actualmente existen 16 clínicas de atención del VIH/SIDA que funcionan para dar 

cobertura nacional, no obstante, la meta es contar con 44 en total para cubrir a todos los departamentos 

del país.  

 

La sociedad civil organizada manifiesta que no existen datos relacionados con el estigma y 

discriminación de personas LGBTI y de mujeres viviendo con VIH, únicamente se cuenta con 

información que emplean organizaciones de la sociedad civil dedicadas a este problema. Lo anterior 

constituye un reto para el Estado. 

 

Con el propósito de dar cumplimiento a la Ley de Maternidad Saludable se creó un programa 

específico que se encarga del seguimiento y capacitación al personal de toda la red de servicios de 

salud para impulsar estrategias de maternidad y paternidad responsable; este fue diseñado para tener 

cobertura nacional, sin embargo, se plantea el reto de ampliar el acceso geográfico a dichos servicios.  

 

Para facilitar la detección oportuna y el tratamiento del cáncer de cuello uterino el Programa Nacional 

de Salud Reproductiva cuenta con el Programa Presupuestario 15, orientado a la prevención de la 

mortalidad materna; la unidad coordinadora nacional desarrolla su Plan Operativo Anual en función 

de la estrategia nacional y dispone las normas de atención.  

 

El Plan de Acción para la Reducción de la Mortalidad Materna Neonatal y Mejoramiento de la Salud 

Reproductiva 2015-2020 se implementó con el objetivo estratégico de “fortalecer la institucionalidad 

del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social para la atención de la salud reproductiva con 

énfasis en atención materno neonatal". Como mecanismo para su seguimiento, a la Mesa Técnica 

MINEDUC/MSPAS para la Educación Sexual; durante el 2017, se le asignaron recursos por un total 

de 678 millones de quetzales para el programa de reducción de la muerte materna, cuya cobertura es 

nacional. Uno de los principales retos consiste en la reducción oportuna de las demoras en el parto y 

la detección oportuna de las mujeres embarazadas21.   

 

Por medio de la implementación de las normas de atención en toda la red de servicios de salud el 

MSPAS asegura un mínimo de controles prenatales y la atención institucional del parto. Unido a la 

capacitación continua del personal de salud para reducir las demoras en la identificación y atención 

de emergencias obstétricas, algunas comadronas del territorio nacional han sido incorporadas al 

programa; se les ha capacitado y permitido el acceso a los servicios de salud. El departamento de 

análisis y vigilancia centinela en epidemiología proporciona información constante a las autoridades 

para la toma de decisiones, especialmente en relación con los grupos de mujeres que se encuentran 

en condición de riesgo, como las indígenas, afrodescendientes, garífunas y rurales.  

 

En la actualidad no se cuenta con un programa dirigido específicamente a hombres para promover su 

responsabilidad en relación con la salud sexual y reproductiva y el cuidado reproductivo; por ello su 

participación en la planificación de acciones para la prevención y atención de su salud sexual en el 

ámbito local ocurre de manera fortuita.  

 

                                                           
21 El Modelo de las demoras aborda el problema de la mortalidad materna y neonatal, plantea la siguiente clasificación: 

Primera demora: el desconocimiento de las mujeres, familias y comunidad acerca de los signos y señales de peligro durante 

el embarazo, parto, pos parto y del recién nacido. Segunda demora: aunque la mujer reconozca los signos de peligro, la 

inequidad de género le impide asumir su derecho y ejercer la toma de decisión por sí misma, sino que debe ser decidido por 

su pareja o familiar cercano (padres, suegros, comadrona, entre otros). Tercera demora: se refiere a los limitantes por falta 

de acceso a las vías de comunicación y medios de transporte para acudir a los servicios de salud. Cuarta demora: atención 

institucional deficiente e inoportuna. Plan de acción para la reducción de la Mortalidad Materna Neonatal y mejoramiento 

de la Salud Reproductiva 2010-2015 MSPAS (2010, pp. 11-12).  
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El Ministerio de Salud y Asistencia Social, por medio del Modelo Incluyente de Salud -MIS- ha 

implementado una estrategia que asegura el acceso de las mujeres a la atención integral en salud 

durante su proceso reproductivo, con un enfoque de atención humanizada. En el 2017 se trabajaron 

nueve áreas de salud y se capacitó al personal para el cambio cultural de la atención. Se espera que 

en el 2018 se amplíen las acciones a toda la red de servicios.   

 

Además, mediante el Programa Nacional de Salud Reproductiva se garantiza el acceso a una amplia 

gama de métodos anticonceptivos modernos; el MSPAS afirma que cuenta con los recursos 

suficientes para dar la cobertura necesaria a la demanda actual. La Encuesta Nacional de Salud 

Materno Infantil 2015 reporta una tasa de prevalencia de uso de métodos anticonceptivos de 76%, el 

porcentaje de mujeres sexualmente activas que reportan demanda satisfecha de métodos para 

posponer el inicio de la maternidad o para espaciar o limitar los nacimientos es de 97.7%; y una razón 

de mortalidad materna de 113 por cada 100 000.  

 

Respecto a lo anterior, la sociedad civil organizada enfatiza en que existe falta de abastecimiento, de 

promoción y acceso a los métodos anticonceptivos a escala nacional; razón por la cual aumentan los 

embarazos no deseados y forzados, la falta de promoción de los anticonceptivos limita la salud sexual 

integral de jóvenes y adolescentes.  
 

El Programa de Prevención de la Mortalidad Materna y Neonatal tiene cobertura en todo el territorio 

nacional, como parte esencial de la prestación de servicios de salud; por medio de él se garantiza la 

implementación de mecanismos de detección de alteraciones del embarazo, incluida la 

preconcepción, además se pretende elevar la calidad de atención prenatal con enfoque intercultural. 

El mayor reto identificado es la dificultad de acceso a comunidades postergadas por parte del personal 

de salud. El 68% de mujeres embarazadas tuvo su primera visita prenatal antes de los cuatro meses y 

el 67.4% de los nacimientos fueron atendidos por personal calificado.  

 

El Ministerio de Educación -MINEDUC- efectuó la implementación de la Estrategia de Educación 

Integral en Sexualidad - Prevención de la Violencia en el Aula -EIS-PV-; esta surge de la declaración 

ministerial “Prevenir con Educación” aprobada en el marco de la Primera Reunión de Ministros de 

Salud y Educación para Detener el VIH en Latinoamérica y el Caribe. En esa ocasión se celebró la 

firma de la carta acuerdo Prevenir con Educación 2016-2020 entre el Ministerio de Salud Pública y 

Asistencia Social y el Ministerio de Educación. 

 

Otra de las actividades realizadas por la Dirección General de Evaluación e Investigación Educativa 

-DIGEDUCA- fue el panel de investigaciones sobre Educación Integral en Sexualidad -EIS-. En este 

se expusieron las diversas investigaciones desarrolladas con personal de direcciones departamentales 

de educación y se llevó a cabo el Conversatorio 10 Premisas de la Educación Sexual en el Ámbito 

Cotidiano Educativo, en el que se distribuyó el Compendio de Investigaciones de Educación Integral 

en Sexualidad. Estas fueron actividades dirigidas a docentes de todos los niveles educativos. 

 

2.4.1 Desafíos 

 

Los principales desafíos identificados en el ámbito de derechos sexuales y reproductivos son los 

siguientes: es necesario revisar la legislación y la normativa vigente con el fin de identificar los vacíos 

existentes; proponer la aprobación de nueva legislación o la reforma la vigente y actualizarla de 

conformidad con los tratados y convenios internacionales ratificados por Guatemala en materia de 

derechos humanos, enfatizando en la inclusión de grupos minoritarios y socialmente excluidos de las 

políticas públicas.  

 



     
  

pág. 44 
 

También es necesario establecer estrategias multisectoriales de largo alcance para contrarrestar las 

percepciones y conductas estigmatizadoras y discriminatorias hacia las poblaciones vulnerables y 

afectadas por la epidemia de VIH/SIDA; a la vez, se debe mejorar el registro de información en 

relación al estigma y discriminación de personas LGBTI y de mujeres viviendo con VIH.  

 

En el Estado de Guatemala, el sistema de salud, occidental en su concepción, enfrenta el reto de 

constituirse en inclusivo de cosmovisiones y prácticas que redunden en la posibilidad del ejercicio de 

la sexualidad libre por parte de mujeres, jóvenes, población LGTBI, trabajadoras sexuales, población 

que vive con VIH/SIDA, a partir de reconocer y articularse con el aporte y accionar de las 

organizaciones comunitarias y sociales tanto en la difusión como en la implementación de medidas. 

 

Es necesario fortalecer los programas relacionados con la salud sexual y reproductiva dirigidos a la 

población, para que garanticen la adecuación cultural y la cosmovisión de los pueblos, la socialización 

masiva de las intervenciones que se impulsen y se continúen haciendo alianzas con sociedad civil 

para el fortalecimiento de capacidades.  

 

Algunos sectores de la sociedad civil consideran como principales obstáculos por superar: la falta de 

voluntad política en la asignación presupuestaria para garantizar que los recursos sean pertinentes, 

oportunos y eficientes en la promoción de los servicios de salud sexual y reproductiva (prevención y 

atención); todavía en este momento continúan las reservas de El Cairo y Montevideo y los pies de 

página en las resoluciones de la OEA, en los que se invisibiliza a las personas LGBTI.  

 

Se debe impulsar de forma más eficiente la Estrategia de Atención Integral y Diferenciada en Salud 

para Personas Trans en Guatemala 2016-203022, la cual no ha sido implementada en su totalidad por 

el MSPAS.  

 

Las organizaciones sociales enfatizaron que una amenaza para garantizar la promoción y el respeto 

de los derechos sexuales y reproductivos a la población guatemalteca es el Proyecto de Ley para la 

Protección de la Vida y la Familia, Iniciativa 5272. Aprobarla resultaría inconstitucional y, a la vez, 

significaría un retroceso para el país.23 

 

Los grupos organizados de sociedad civil no identifican mayores avances en cuanto a la 

anticoncepción de emergencia, a pesar de ser este un elemento complementario de la educación 

integral en sexualidad.  

 

La problemática de las trabajadoras sexuales no fue considerada en el instrumento respondido por la 

institucionalidad, por lo que sus derechos son vulnerados; no hay servicios ofertados de salud sexual 

y reproductiva para mujeres trabajadoras sexuales en la salud pública; es preocupante el estigma y la 

discriminación dentro de los servicios hacia las trabajadoras sexuales. 

 

                                                           
22. En noviembre de 2015 el Ministro de Salud Pública y Asistencia Social avaló la Estrategia de Salud Trans y, para la 

integración de la comisión técnica encargada de su elaboración, delegó a funcionarios de diversos programas de ese 

Ministerio. Esta estrategia se encamina a mejorar la calidad y la cobertura en salud de travestis, transgénero y transexuales 

garantizando la participación y el compromiso de todas las instancias involucradas en este proceso.  

23. El capítulo III de esta propuesta de ley establece: “Se reconoce el Derecho preferente de los padres, y en su caso los 

tutores, de escoger el tipo de educación que habrá de proporcionarse a los hijos o pupilos, de acuerdo con sus propias 

convicciones morales y religiosas, incluyendo la orientación sexual y preceptuando que ninguna persona o entidad, pública 

o privada podrá interferir, limitar o restringir el ejercicio de este derecho de los padres”. Además, este capítulo contiene una 

disposición prohibitiva a las entidades públicas y privadas, de promover en la niñez y adolescencia, políticas o programas 

relativos a la diversidad sexual y la ideología de género o enseñar como normales las conductas sexuales distintas a la 

heterosexualidad. De ser aprobada, se declaran nulas las posiciones o compromisos expresados o adquiridos en 

contravención a esta disposición.  
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Para el Estado es prioridad el fortalecimiento de la institucionalidad pública, para lograr eficiencia en 

las políticas públicas orientadas al respeto y la promoción de los derechos sexuales y reproductivos 

de las y los guatemaltecos.  

 

2.5 IGUALDAD DE GÉNERO 

 
El consenso de Montevideo establece el alcance de la igualdad de género como relevante para el 

desarrollo de las naciones y sus poblaciones; centra sus 19 medidas prioritarias en aspectos 

relacionados con el fortalecimiento de los mecanismos institucionales para la construcción de 

políticas de desarrollo con igualdad y para la garantía de los derechos de las mujeres, su 

empoderamiento y participación en cargos o espacios de toma de decisión (públicos y privados); y, 

educación, violencia, igualdad laboral y trabajo no remunerado. De la misma forma, enfatiza en la 

importancia de las estadísticas y el análisis de los indicadores de género para la toma de decisiones. 

Dimensiones que, atendidas de manera integral, persiguen el cierre de brechas como camino hacia la 

igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.  

 

En torno a la igualdad de género, la Política y el PND K’atun 2032 armonizan sus metas con las 

medidas prioritarias del Consenso de Montevideo y con la Política Nacional de Promoción y 

Desarrollo Integral de las Mujeres -PNPDIM-;24 esta última es el marco estratégico específico del 

país, que promueve el desarrollo integral de las mujeres mayas, garífunas, xinkas y mestizas en todas 

las esferas de su vida económica, social, política y cultural.  

 

Asimismo, Guatemala ha priorizado el ODS (5) que pretende avanzar hacia la igualdad de género y 

empoderar a las mujeres y niñas, con 11 metas específicas, sometidas al examen nacional voluntario 

presentado en Naciones Unidas en julio del 2017. La agenda nacional e internacional marca el rumbo 

estratégico por seguir para el desarrollo integral de las mujeres guatemaltecas.  

 

A continuación se describen las acciones sustantivas que el Estado realiza para responder al Consenso 

de Montevideo, específicamente aquellas enfocadas a la reducción de las brechas de desigualdad entre 

hombres y mujeres. 

 

Mecanismos institucionales: el Estado de Guatemala cuenta con el Gabinete Específico de la Mujer 

-GEM-, órgano de alto nivel, cuyo objeto es coordinar, articular y gestionar políticas y acciones 

estratégicas interinstitucionales para la implementación de la PNPDIM y los compromisos 

internacionales referentes a desarrollo, vinculados a la búsqueda de la equidad entre hombres y 

mujeres. 

 

En los últimos años, luego de emitirse el Acuerdo Gubernativo 260-2013, la institucionalidad pública 

se ha fortalecido mediante la creación de unidades de género en los ministerios y secretarías del 

Organismo Ejecutivo. Actualmente estos mecanismos están adscritos al despacho superior de cada 

entidad y coordinan su trabajo con la Secretaría Presidencial de la Mujer -SEPREM-, máximo ente 

asesor y coordinador de las políticas públicas para promover el desarrollo integral de las mujeres 

guatemaltecas y el fomento de una cultura democrática. Ahora la SEPREM tiene en construcción una 

hoja de ruta que se coordina con las unidades de género por medio del consejo consultivo.  

 

Los tres poderes del Estado cuentan con mecanismos para la promoción de la igualdad de género. El 

Organismo Judicial cuenta con una Secretaría de las Mujeres y el Organismo Legislativo, con una 

Comisión Específica de las Mujeres; recientemente, en el Ministerio Público -MP- se creó la 

                                                           
24Acuerdo Gubernativo 302-2009. 
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Secretaría de las Mujeres. Además, el Congreso de la República aprobó el Decreto 39-2016, el cual 

reforma las funciones de las antiguas Oficinas Municipales de las Mujeres y les otorga mayor 

jerarquía, para constituirlas en Dirección interna dentro de las comunas. Establece que su creación es 

obligatoria en las 340 municipalidades que existen en la actualidad. Con ello se fortalecen las 

intervenciones desde lo local en favor de las mujeres.  

 

La institucionalidad para el avance de las mujeres ha sido establecida formalmente. Instancias de la 

sociedad civil indican que la mayoría de estos mecanismos aún carecen de un presupuesto específico 

y de personal especializado que les permita promover las acciones necesarias para el desarrollo 

integral de las mujeres, en consonancia con la PNPDIM. Consideran también, que el trabajo de las 

Unidades de Género, así como de las Direcciones Municipales de las Mujeres, aún es débil y no se 

visualiza de manera transversal y concreta en la planificación; sus acciones aún son centralizadas y 

con escasas repercusiones en el ámbito territorial y/o los programas que se desarrollan reproducen los 

roles tradicionales asignados a las mujeres. 

 

Presupuestos sensibles al género: Guatemala cuenta con el Clasificador Presupuestario de Género, 

herramienta para visibilizar estructuras presupuestarias dirigidas al desarrollo de las mujeres, que 

pretende dar seguimiento especial al gasto público, utilizando criterios que permitan, en primera 

instancia, identificar el presupuesto dirigido de manera exclusiva, mayoritaria o con amplios 

beneficios para mujeres y en un segundo momento, incidir en la programación y asignación de las 

instituciones públicas para que puedan ser dirigidas a la reducción de las brechas de género. 

 

En el año 2016 se estableció una mesa técnica tripartita en la que convergen la SEPREM, SEGEPLAN 

y MINFIN, con la finalidad de que las prioridades nacionales en favor de las mujeres se visualicen 

desde la planificación sectorial, territorial y el presupuesto. 

 

Sociedad civil indica que, aunque se cuenta con la herramienta, algunas instituciones no reportan su 

uso; han evidenciado que en los pocos informes que presentan las instituciones, incluyen actividades 

sociales y de donación de enseres para las viviendas, que reproducen los roles tradicionales de las 

mujeres y que no generan desarrollo ni aportan al cierre de las brechas de inequidad.  

 

Participación política: el Consenso de Montevideo considera prioritario incrementar y reforzar los 

espacios de participación igualitaria de las mujeres, tanto en el poder público como en los espacios 

de toma de decisiones de alto nivel. 

 

Para ello, en el año 2015, el Tribunal Supremo Electoral -TSE- de Guatemala presentó ante el 

Congreso de la República la iniciativa de ley número 4974, la cual pretendía reformar la Ley Electoral 

y de Partidos Políticos. Tales reformas se dirigían hacia acciones afirmativas que estimularían la 

participación política de las mujeres en igualdad, mediante la paridad y alternancia entre hombres y 

mujeres, sin discriminación de grupo étnico, abonando a la democratización de los partidos políticos. 

Pese a dos dictámenes favorables de la Corte de Constitucionalidad esta iniciativa de ley no fue 

aprobada por el Congreso de la República. 

 

En el año 2015 por primera vez el TSE sancionó la utilización de estereotipos sexistas en la 

realización de actividades de propaganda electoral; así estableció un precedente en la sanción de actos 

de violencia política en contra de las mujeres. Se plantea la posibilidad de que en los años 

subsiguientes se establezcan protocolos y/o leyes específicas que logren erradicar el acoso político y 

administrativo en contra de las mujeres. Asimismo, el TSE promueve una política institucional de 

equidad de género que busca la articulación de sus planes y proyectos internos y externos para incidir 

en la participación cívica y política de las mujeres desde el ámbito local -municipal-. 
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Al respecto, sociedad civil señala que el Estado no fomenta la ciudadanía en las mujeres; además, la 

ausencia de legislación para la promoción de la paridad y el acoso político en contra de las mujeres 

evidencia la falta de voluntad política para avanzar en el fortalecimiento de la participación y 

representación de ellas en cargos de elección popular. Esta situación también se observa en el Sistema 

de Consejos de Desarrollo, en el que es escasa la participación de mujeres: solamente es el 18.73%25 

del total de participantes. 

 

Igualdad laboral: en cuanto al impulso de leyes y políticas para la promoción de la igualdad laboral, 

el país cuenta con dos referentes de política pública: la Política Nacional de Empleo Digno, 

Crecimiento Económico, Sostenido, Inclusivo y Sostenible 2017-2032, que pretende ampliar las 

oportunidades laborales para mujeres y hombres. Esta cuenta con lineamientos específicos para la 

atención del área rural e indígena. Por su lado, la PNPDIM26 contiene un eje específico de desarrollo 

económico y productivo -Eje de Equidad Laboral-, cuyo propósito es ampliar la protección y 

cumplimiento de los derechos laborales de las mujeres y apoyar la generación de oportunidades de 

empleo digno, que mejoren su calidad de vida.  

 

En esta línea, a partir del año 2016, el Gobierno de la República ha establecido como un resultado 

estratégico el incremento progresivo de la proporción de mujeres en el empleo remunerado no 

agrícola. Dentro de las acciones específicas para la igualdad laboral el MINTRAB ha ejecutado 

programas de sensibilización para la no discriminación de las mujeres en el ámbito laboral, así como 

la promoción de acciones de orientación, divulgación y vigilancia de los derechos laborales de las 

mujeres trabajadoras. También ha elaborado rutas de atención para los casos de hostigamiento y/o 

acoso laboral tratándolos como un factor de riesgo psicosocial, los cuales se refieren al Ministerio 

Público para las denuncias y sanciones penales correspondientes. 

 

Respecto a la igualdad laboral, la sociedad civil indica que no se perciben los avances del Estado; 

aunque se ha trabajado por la ratificación de convenios, como el 100 de la OIT sobre igualdad de 

remuneración entre mano de obra masculina y femenina por un trabajo igual, se evidencia que 

actualmente los ingresos obtenidos siguen siendo desiguales. Sobre el trabajo doméstico existe un 

régimen especial en el Código de Trabajo que data desde l947, este discrimina a las trabajadoras 

porque no son sujetas de los derechos laborales que tiene toda la clase trabajadora; por ello es 

imperativo que se apruebe la iniciativa de Ley 4981 sobre trabajo doméstico, que regulará el Convenio 

189 de OIT. Sin embargo, dicha iniciativa carece de voluntad política para su aprobación en el 

Congreso de la República.  

 

Asimismo, se considera lesiva la iniciativa de Ley 19-2016 sobre la industria textil (maquila), que 

otorga beneficios a los empresarios sobre excepción y exoneración de impuestos por un término de 

20 años. Se considera lesiva la ratificación del convenio 175 de OIT, que se refiere al trabajo de 

tiempo parcial. Este convenio no se ajusta al contexto nacional; favorece al empresariado, porque 

flexibiliza las relaciones laborales, desregulariza lo establecido en el Código de Trabajo, en lo 

referente a estabilidad laboral, seguridad social y prestaciones laborales.   

 

Sociedad civil hace notar que aún existen barreras para la participación de las mujeres en puestos de 

decisión y de alto nivel en las empresas. Además, es importante indicar que hay empresas que 

comercializan y lucran con los tejidos de las mujeres indígenas; por ello es imperativa la defensa de 

los derechos de creación colectiva de los pueblos y el reconocimiento del trabajo de las mujeres 

indígenas tejedoras. Para el efecto, organizaciones de mujeres mayas tejedoras impulsan la Iniciativa 

No. 5247, Ley por la Protección de los Tejidos e Indumentaria de los Pueblos. 

                                                           
25 Dato de la SCEP, a enero 2017 
26 Acuerdo Gubernativo 302-2009. 
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Por otra parte, se considera indispensable la aprobación de la iniciativa de Ley 4920 sobre reformas 

a la Ley General de Cooperativistas, la cual permitiría a las mujeres tener igualdad en la toma de 

decisiones y del manejo de recursos; esta Ley no ha avanzado en el Congreso de la República, a pesar 

de los constantes procesos de incidencia. Asimismo, se considera necesaria la legislación para 

tipificar el delito de acoso y hostigamiento sexual y laboral para prevenirlo y lograr mayor 

participación de las mujeres cooperativistas.  

 

Trabajo no remunerado: actualmente el país cuenta con dos encuestas especializadas sobre uso del 

tiempo con módulos: la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida -ENCOVI-27 y la Encuesta de 

Empleo e Ingresos -ENEI-28; esta última se diseñó para el cálculo del trabajo no remunerado bajo los 

estándares internacionales. El país también tiene una cuenta satélite de trabajo no remunerado de los 

hogares en el Sistema de cuentas nacionales avalada por SEPREM, el Instituto Nacional de 

Estadística -INE- y el Banco de Guatemala -BANGUAT-, para los años 2011 y 2014.29 En cuanto al 

marco normativo, SEPREM trabaja en una propuesta para establecer la obligatoriedad por parte del 

Estado de Guatemala de contabilizar anualmente el trabajo no remunerado. 

 

Por otra parte, falta mayor difusión de los resultados de las mediciones de la cuenta satélite de trabajo 

no remunerado, para que el aporte de las mujeres al PIB sea reconocido por el Estado y este pueda 

brindarles programas de seguridad y bienestar social.  

 

En la misma línea las organizaciones de sociedad civil puntualizan que Guatemala aún no cuenta con 

medidas que promuevan y faciliten la participación masculina en actividades de cuidado. 

 

Servicios universales de cuidado de personas: el Estado actualmente cuenta con algunas alianzas 

público-privadas para el cuidado de la niñez y adolescencia y de personas con discapacidad, esto con 

el apoyo de líderes y lideresas comunitarias.  

 

La Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia -SBS- brinda protección residencial temporal a 

los niños, niñas y adolescentes con y sin discapacidad comprendidos entre los 0 a 18 años que hayan 

sido separados de sus progenitores o tutores a consecuencia de la vulneración de sus derechos; cuenta 

con el Programa de Atención Integral -CAI-, que promueve atención gratuita a niñas y niños entre 

los 7 y 12 años de edad, de padres y madres trabajadoras de escasos recursos, por medio del cuidado 

diario, educación y alimentación en horario diurno. 

 

Al respecto, sociedad civil señala la importancia de que el Estado atienda de manera integral la 

problemática de la niñez, adolescencia y juventud para que el bono demográfico sea una oportunidad 

para el país; también existe preocupación por mejorar las condiciones de los adultos mayores, que 

afectan principalmente a las mujeres, de quienes depende en mayoría el cuidado de estas personas.  

 

Actualmente se impulsa la iniciativa 5285, Ley del Sistema Nacional de Protección para la Niñez y 

Adolescencia, que pretende perfilar un modelo que brinde atención integral, que resuelva la 

insuficiencia de las actuales políticas y servicios universales de cuidado y que aumente el nivel de 

cumplimiento de estándares internacionales. Los hogares temporales no cuentan con las condiciones 

de seguridad y respeto a la integridad física de la niñez y adolescencia; no se le brinda atención 

integral con base en un modelo que analice el espacio propicio y que cuente con el personal 

especializado, que considere las vivencias traumáticas que han sufrido. Un ejemplo de estas 

                                                           
27 La ENCOVI se realiza quinquenalmente.  
28La ENEI mide el uso del tiempo una vez al año en el primer semestre y se realiza dos o tres veces al año.  
29 El valor del trabajo no remunerado, según el cálculo de la cuenta satélite, corresponde a 20% del Producto Interno Bruto. 
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condiciones es lo sucedido en el Hogar Seguro Virgen de la Asunción, el 8 de marzo 2017, cuando 

perdieron la vida 41 niñas; caso que hasta el momento sigue en investigación.   

 

Violencia: para hacer efectivas las políticas adoptadas y tomar medidas preventivas, penales, de 

protección y atención que contribuyan a la erradicación de todas las formas de violencia contra las 

mujeres -VCM-, el Estado de Guatemala cuenta con marcos jurídicos específicos a escala nacional e 

internacional30. 

 

Con el propósito de dar seguimiento a dichas normativas y compromisos, en el año 2016, se reactivó 

la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y contra las Mujeres -

CONAPREVI-, ente coordinador, asesor e impulsor de políticas públicas al más alto nivel. 

 

El MINGOB cuenta con programas de prevención del delito desde la Unidad de Prevención 

Comunitaria de la Violencia -UPCV-, con énfasis en la igualdad de género y la multiculturalidad. 

Como parte de dichos programas se han realizado campañas de información y sensibilización para 

que la sociedad tome conciencia de la importancia de su participación activa en la prevención y 

erradicación de la violencia contra las mujeres, orientando a la construcción de ciudades pacíficas.  

 

El MP mantiene activas las fiscalías especializadas en la investigación de delitos contra las mujeres, 

constante capacitación referente a derechos de las mujeres, aplicados al sistema de la carrera fiscal y 

a las unidades que realizan investigación estratégica; promueve una cultura de respeto a los derechos 

fundamentales de mujeres y pueblos indígenas.  

 

Además, el MP ha implementado el Modelo de Atención Integral a Mujeres -MAI-, el cual se 

organizó para fortalecer la persecución penal y la atención de equipos profesionales 

multidisciplinarios conformados por psicólogas, médicas, trabajadoras sociales, intérpretes y fiscales. 

Estos equipos funcionan las 24 horas, los 365 días del año; atienden la recepción de las denuncias, 

agilizan las diligencias procesales y de protección, proporcionan estabilidad emocional, asistencia 

médica profiláctica en casos de violencia sexual y efectúan la derivación a las redes institucionales y 

sociales para su seguimiento. Asimismo, coordina a las instituciones encargadas de impartir justicia 

estableciendo rutas de actuación y seguimiento del delito. Actualmente las fiscalías cuentan con trece 

MAI; es un desafío su implementación en las diez fiscalías distritales que aún están pendientes. 

 

Por su parte, el Organismo Judicial ha establecido una red de trabajo interinstitucional con el sector 

justicia para compartir buenas prácticas que faciliten el acceso de las mujeres a la justicia. Para el 

efecto se han realizado encuentros nacionales e internacionales con el propósito de generar 

capacidades en este ámbito. Sobre este punto la sociedad civil expresa que la sensibilización a 

operadores de justicia no se asume de manera institucional. Son las organizaciones de mujeres y 

feministas quienes promueven procesos de sensibilización, formación y capacitación para operadores 

de justicia. 

 

En el contexto de la atención a mujeres sobrevivientes de violencia, el Gobierno, en cumplimiento de 

lo que la ley establece, cuenta con los Centros de Apoyo Integral para Mujeres Sobrevivientes de 

Violencia -CAIMUS-, lugar donde las mujeres reciben apoyo para enfrentar la violencia y 

acompañamiento de profesionales especializados, para resguardar su integridad personal y la de sus 

hijos e hijas. En estos centros también se coadyuva a su empoderamiento, a revertir los efectos 

                                                           
30 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres, Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres "Convención De Belém Do Pará", Ley para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia Intrafamiliar, Ley contra el Femicidio y Otras Formas de Violencia contra las Mujeres, 

Ley contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas. 
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traumáticos de sus vivencias y a descubrir su derecho a gozar de una vida libre de violencia. Sociedad 

civil expresa que en la actualidad no se entregan de manera continua los fondos asignados a los 

CAIMUS, pero a pesar de ello han funcionado los 365 días del año de manera oportuna. 

 

Exponen, además, que aunque existen diferentes mecanismos de prevención, la violencia contra las 

mujeres continúa siendo el delito más denunciado y con altos índices de impunidad. Son insuficientes 

las acciones puestas en práctica por las instituciones en cuanto a la atención integral a las mujeres, 

especialmente mayas, garífunas y xinkas.  

 

En cuanto a la medida relativa a educación para la igualdad de género, sociedad civil manifiesta que, 

aunque en los contenidos del currículo educativo se han incorporado aspectos relacionados con la 

igualdad de género, queda a criterio del personal docente la forma de desarrollarlos.  

 

Estadísticas: en el caso de Guatemala los registros administrativos han ido cambiando gradualmente, 

en años recientes la institucionalidad pública ha avanzado en la desagregación; sin embrago, los 

cambios son lentos y aún no se generan los análisis necesarios para la oportuna toma de decisiones 

en política pública. 

 

Durante los últimos tres años la Oficina Coordinadora Transversal de Estadísticas de Género y 

Pueblos -OCTEGP-, continuamente ha publicado perfiles de género enfocados en la visualización de 

las desventajas en la educación, acceso a vivienda, trabajo no remunerado, violencia, entre otros; 

también ha realizado diplomados dirigidos a trabajadores públicos para la generación de la 

producción de datos estadísticos con enfoque de género y pueblos indígenas. 

 

Se hacen esfuerzos por lograr la homologación del dato estadístico para VCM y se cuenta con 

propuestas para la aplicación de una encuesta específica que proporcione registros más certeros para 

la toma de decisión, considerando las complejidades de la medición por el no reconocimiento de este 

tipo de violencia y el miedo a la denuncia. En cuanto a la información de VCM, el país cuenta con un 

sistema de generación de estadística centralizado en el INE; con el cual se busca mejorar la calidad 

del registro y la homologación, desagregación y continuidad de estas mediciones.  

 

2.5.1 Desafíos 

 

Lograr la igualdad de género es un desafío que promueve la transformación de los paradigmas de 

pensamiento tradicionales respecto del rol de las mujeres en la sociedad guatemalteca. 

 

Se cuenta con el marco institucional y jurídico para promover el avance de las mujeres. Por ello, un 

desafío es que las DMM y Unidades de Género transiten a tener participación directa en los ejercicios 

de la formulación de políticas y presupuestos para la implementación de la PNPDIM y de esa manera 

fortalezcan la ciudadanía de las mujeres y se logre avanzar hacia la igualdad. 

 

Para responder al Consenso de Montevideo el país aún tiene pendiente profundizar en el cambio de 

los paradigmas en todos los niveles educativos, así como generar espacios de participación de las 

mujeres para la toma de decisiones en los ámbitos público y privado, desde lo local y lo nacional. 

Esto abarca la complejidad de la participación política, la promoción de la reforma a Ley Electoral y 

de Partidos Políticos para obtener la paridad que se vislumbra como indispensable. Asimismo, es 

necesario accionar contra el acoso y la violencia política dirigidos a las mujeres. 

 

Al considerar que la violencia es un problema político y social y no un problema privado, para 

erradicarla se deben impulsar acciones en varias direcciones: a) acciones encaminadas a desarrollar 

la autonomía personal, económica y política de las mujeres y b) se necesitan procesos educativos, 
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comunicacionales y culturales para que se deje de naturalizar y legitimar la violencia contra las 

mujeres. 

 

De acuerdo con la misma línea se visualizan como desafíos: que la entrega de fondos asignada a los 

CAIMUS para su funcionamiento sea oportuna y puntual; además de la apertura de más centros de 

atención. 

 

Por otra parte, la muerte de 41 niñas en el Hogar Seguro ha planteado desafíos urgentes para el Estado, 

como la construcción de modelos de protección social que cumplan con los estándares internacionales 

de atención; esto implica empezar con la separación de niñas y niños en conflicto con la ley, de 

quienes han sido violentados en su entorno, y de quienes, por situación de pobreza, fueron entregados 

al Estado. La SBS requiere profesionales ad hoc a la atención social diferenciada para la situación de 

cada población; así se eliminaría la tendencia de contratar a personal militar para esos servicios. 

 

En el ámbito del trabajo no remunerado, Guatemala tiene el reto de reconocerlo y visibilizar su 

contribución en el desarrollo del país; para ello hace falta la transformación de los paradigmas de 

pensamiento que asigna a las mujeres el rol del trabajo doméstico y de cuidados no remunerados; 

promover su justa distribución es una meta. También se necesita la cuantificación continúa del trabajo 

no remunerado, así como su reporte oficial; no hacerlo constituye un obstáculo para su valorización 

y la redistribución equitativa.  

 

El país tiene pendiente la ratificación del Convenio 189 de la OIT sobre trabajo decente para las 

personas trabajadoras domésticas; asumir este compromiso es una medida para garantizar el acceso a 

empleos decentes y la protección de los derechos laborales con igualdad. En la misma línea, la 

homologación de salarios entre hombres y mujeres debiera de ser una prioridad política. Para 

garantizar un acceso igualitario de las mujeres a trabajos dignos se requiere que la CC declare 

inconstitucional el Convenio 175 de la OIT sobre trabajo a tiempo parcial, por ser lesivo para los 

derechos laborales de toda la población y particularmente de las mujeres.  

 

En cuanto a la desagregación de datos estadísticos, aún falta avanzar no solo en la desagregación del 

dato, sino en visualizar las problemáticas generadas por la desigualdad de género que van más allá de 

la desagregación; generar análisis de género de los registros administrativos y estadísticos para la 

toma de decisión es uno de los mayores retos para la institucionalidad en su totalidad.   

 

 

2.6 LA MIGRACIÓN INTERNACIONAL Y LA PROTECCIÓN DE LOS 

DERECHOS HUMANOS DE TODAS LAS PERSONAS MIGRANTES 
 

La protección a personas migrantes ha tomado mayor auge durante el siglo XXI. Lo anterior obedece 

a la intensificación de la migración, especialmente desde regiones en vía de desarrollo hacia regiones 

desarrolladas, lo que ha ocasionado que muchas de las personas migrantes se enfrenten a la 

desprotección de sus derechos en los países de destino e inclusive, en países de tránsito y retorno, con 

énfasis en procesos migratorios irregulares. Según esa lógica, el marco internacional de derechos 

humanos ha ido posicionando la importancia de la protección de esa población y orientando 

estratégicamente la manera de concretarla. Asimismo, considera y guía hacia una visión más amplia 

del fenómeno migratorio, al enfocarlo como positivo para el desarrollo, lo cual implica paralelamente 

generar políticas migratorias que conduzcan a migrar de manera regular. 

 

Con base en lo anterior, el Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo y su Guía 

operacional, especifican diez medidas prioritarias interrelacionadas, en beneficio de la población 
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migrante. En virtud de ello, el análisis sobre intervención en esta temática permite la agrupación en 

tres grandes áreas. La primera, en términos de la garantía sobre el respeto de derechos humanos, 

protección, asistencia y atención de las personas migrantes en los países de origen, tránsito y destino, 

independientemente de su condición migratoria, con énfasis en la atención a personas vulnerables. 

Asimismo, establece la protección de los derechos de las personas trabajadoras migrantes. 

 

La segunda área de intervención del Consenso, en asuntos migratorios, se refiere a la generación de 

condiciones para garantizar la primera área mencionada, así como a enfrentar las causas y desafíos 

derivados del fenómeno migratorio. De esta manera, plantea el establecimiento de medidas de 

regularización migratoria, de mecanismos de coordinación, creación de legislación, institucionalidad 

y políticas al respecto. En esta área también se considera como medio condicionante el diálogo y la 

cooperación internacional para la reducción de asimetrías dentro de la región y con otras regiones. 

 

La tercer área, que cuenta con menor interrelación con las dos anteriores, se refiere al 

aprovechamiento efectivo de los beneficios provenientes de la migración, especialmente los 

derivados de las remesas y la migración calificada. Lo anterior no implica alentar la emigración, sino 

reconocer los impactos positivos que se producen en el desarrollo humano, en los mercados de trabajo 

y en el enriquecimiento cultural; al mismo tiempo que se toman medidas para evitar la emigración y 

re-emigración. Asimismo, la visión de la migración como derecho y posibilidad de vivir mejor, no 

significa ignorar las causas estructurales que generan el fenómeno migratorio, las que es necesario  

intervenir de forma integral: falta de oportunidades y condiciones para una vida digna, que obliga a 

poblaciones al abandono de sus territorios; falta de oportunidades de desarrollo personal, familiar y 

social, que generan pobreza y pobreza extrema; la violencia contra la mujer y la violencia 

generalizada, entre otras.  

 

A continuación se describen las acciones que Guatemala ha realizado en estos tres ámbitos, según la 

premisa de la interrelación que el Consenso plantea; tales acciones se han dividido de acuerdo con la 

población afectada: personas migrantes extranjeras en tránsito por el país, guatemaltecos/as migrantes 

en países de destino, trabajadores migrantes, personas migrantes retornadas, con énfasis en grupos 

vulnerables. Por lo tanto, las acciones se reportan según el tipo de población, al mismo tiempo que se 

indican los mecanismos para generar condiciones que alienten acciones interinstitucionales e 

intergubernamentales.  

 

En la última parte se reportan acciones en tres vías. La primera de ellas, relacionada con medidas 

específicas para enfrentar la causalidad y desafíos del fenómeno migratorio. La segunda, en términos 

del aprovechamiento de impactos positivos derivados de los procesos migratorios. Finalmente, se 

indica el proceso de transición por el que está pasando el país en el marco de la consolidación del 

sistema nacional de migraciones, regulado a partir del Código de Migración. 

 

2.6.1 Acciones relacionadas con la protección de derechos humanos, atención y asistencia de las 

personas migrantes según poblaciones específicas 

 

Personas migrantes en tránsito por Guatemala. El Consenso de Montevideo establece la necesidad 

de brindar asistencia y protección a personas migrantes, independientemente de su condición 

migratoria, en países de tránsito y destino, con especial atención a grupos vulnerables; la erradicación 

de la vulneración de las personas migrantes; así como incorporar principios de coherencia y 

reciprocidad en la atención a las situaciones que enfrentan los emigrantes (medidas 67, 68, y 70). 

 

Guatemala, por su posición geográfica, se ha convertido en un corredor migratorio, por lo tanto, es 

un país de origen, tránsito, destino y retorno de migrantes. Esta intervención es fundamental, debido 
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a que crece, cada vez más, el número de personas que intentan pasar, pero no logran llegar a Estados 

Unidos y México, por lo que Guatemala se convierte en su destino forzado.  

 

En tal sentido, el Estado ha implementado acciones para la atención a personas extranjeras sin tránsito 

legalizado en el país. La Dirección General de Migración -DGM- del Ministerio de Gobernación, 

cuenta con un albergue para personas migrantes que se encuentran solventando su situación 

migratoria. Mediante este mecanismo la DGM proporciona, como mínimo, alimentación, medicina y 

un paquete de productos de limpieza personal. No obstante, la demanda del mecanismo plantea como 

desafío la implementación de al menos dos albergues ubicados en las fronteras con Honduras y El 

Salvador.  

 

Guatemala, de conformidad con el principio de interés superior de la niñez, por medio de la Secretaría 

de Bienestar Social -SBS-, brinda atención a las niñas, niños y adolescentes -NNA- migrantes no 

acompañados, quienes se han encontrado en tránsito por el territorio guatemalteco.  

 
Migrantes guatemaltecos en países de destino. La protección, atención y asistencia a esta población 

se vincula con las medidas prioritarias del Consenso ya mencionadas. En virtud de ello, el Ministerio 

de Relaciones Exteriores -MINEX- cuenta con 32 consulados en el exterior, de los cuales 18 se 

encuentran en Estados Unidos31; 10, en México y el resto, en Belice, Canadá y Honduras. Además, 

por medio de consulados móviles se acercan las actuaciones consulares a la población guatemalteca 

residente en Estados Unidos. Como ejemplo, para el año 2017 el MINEX proyectó la realización de 

140 consulados móviles.32. 

 

Para el resto del mundo se cuenta con consulados honorarios y se efectúan actuaciones consulares 

por medio de las embajadas. El MINEX, mediante el Programa servicios consulares y de atención al 

migrante, presta asistencia, atención y protección consular migratoria en el exterior, así como apoyo 

en asuntos de documentación. 

 

Con el fin de mejorar la atención y comunicación de los guatemaltecos en el extranjero, mediante un 

servicio de respuesta inmediata, en los Estados Unidos de América, se implementó un centro de 

recepción de llamadas (call center) denominado Atención del Migrante. 

 

En el aspecto de protección consular la sociedad civil considera indispensable el incremento de 

recursos humanos y financieros, con la finalidad de agilizar los procesos respectivos. Estima además, 

que en el ámbito internacional se debe fortalecer la coordinación con instancias de sociedad civil. 

Adicionalmente, considera que la coordinación con instancias de cooperación y ayuda humanitaria 

es una oportunidad que se debe aprovechar para brindar asistencia integral a guatemaltecos en países 

de destino.  

 

Los ministerios de Relaciones Exteriores y de Gobernación, junto con el Registro Nacional de las 

Personas, cuentan con un Convenio Interinstitucional para la Documentación de Guatemaltecos en el 

Extranjero. El objetivo de este es facilitar la captura de datos para la emisión del Documento Personal 

de Identificación -DPI- mediante la red consular y embajadas, principalmente en Estados Unidos, por 

lo que es necesario ampliar la cobertura para su implementación en otros países con representación 

diplomática y consular. 

 

                                                           
31Durante el año 2016 y primer semestre del 2017 se inauguraron cuatro consulados en Estados Unidos: Florida, 

Washington, Oklahoma y Carolina del Norte. 
32Datos obtenidos del sitio web del Ministerio de Relaciones Exteriores. Consultado en agosto, 2017. [En línea] 

Disponible en: http://www.minex.gob.gt/Visor_Pagina.aspx?PaginaID=1200, 

http://www.minex.gob.gt/Visor_Pagina.aspx?PaginaID=2234;  

http://www.minex.gob.gt/Visor_Pagina.aspx?PaginaID=1200
http://www.minex.gob.gt/Visor_Pagina.aspx?PaginaID=2234
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También es importante mencionar que en el año 2016 se aplicaron reformas a la Ley Electoral y de 

Partidos Políticos33, con la finalidad de ampliar el derecho al sufragio, al instituir el derecho al voto 

en el extranjero para elegir Presidente y Vicepresidente de la Nación. Aunado a ello, el Tribunal 

Supremo Electoral emitió el Reglamento de Voto en el Extranjero34. Para la implementación de este 

derecho es necesario contar con recursos humanos, financieros y materiales, así como mecanismos 

que garanticen la transparencia del proceso. 

 

En otro orden de ideas, el MINEX y el Comité Estadounidense para Refugiados e Inmigrantes 

(USCRI, por sus siglas en inglés), suscribieron un memorando de entendimiento para brindar 

servicios de asesoramiento a niños guatemaltecos no acompañados que tienen un caso abierto en las 

cortes de inmigración estadounidenses.  

 
Personas migrantes retornadas. Las medidas prioritarias 68, 70, 72 y 73 del Consenso especifican 

la necesidad de diseñar estrategias para erradicar la vulneración de derechos humanos de personas 

migrantes, evitando la criminalización migratoria; establecen la incorporación de principios de 

coherencia y reciprocidad en la atención de las diversas situaciones que enfrentan los emigrantes. 

Esto implica, como meta, contar con iniciativas para la atención de las personas retornadas. 

Asimismo, establece la necesidad del fortalecimiento de canales de coordinación y plantea como meta 

la disposición de protocolos para la atención de niñas, niños y adolescentes -NNA- no acompañados.  

 

Al respecto, Guatemala cuenta con un mecanismo de coordinación interinstitucional para la recepción 

de migrantes con retorno forzado, por medio de la Dirección General de Migración -DGM-, a efectos 

de brindar un servicio de recepción digna. En tal sentido, realiza acciones conjuntas con los 

Ministerios de Relaciones Exteriores, Trabajo y Previsión Social y Salud Pública y Asistencia Social, 

la Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente -SOSEP-, el Consejo Nacional de 

Atención al Migrante Guatemalteco -Conamigua-, la Policía Nacional Civil -PNC-, la Casa del 

Migrante y la Asociación Repatriados Guatemaltecos. Como resultado del proceso de recepción 

coordinado, cada institución -según su competencia- realiza acciones de registro, atención y 

protección de las personas migrantes deportadas, evitando la re victimización. 

 

En el caso de NNA guatemaltecos no acompañados, retornados por vía terrestre desde México y por 

vía aérea de Estados Unidos y México, la SBS cuenta con dos albergues35, en los cuales brinda 

atención psicosocial, alimentación, hospedaje e insumos de higiene personal. Para ello, cuenta con 

un Protocolo de Atención Psicosocial en la Recepción a la Niñez y Adolescencia Migrante no 

Acompañada, el cual se implementó desde el 2015.  

 

A partir del 2017 entró en vigencia el Protocolo Nacional para la Recepción y Atención de la Niñez 

y Adolescencia Migrante, el cual toma como principal referente el principio del interés superior del 

niño. De esa manera establece la coordinación entre el MINEX, la DGM, la PGN y la SBS. Al 

respecto, la sociedad civil señala que se debe fortalecer el protocolo, ya que no ha permitido generar 

la suficiente coordinación interinstitucional en cuanto a atención y protección integral de NNA. 

 

Otro mecanismo relacionado es la Comisión Interinstitucional para la Atención a Niñez y 

Adolescencia Migrante36, presidida por la SBS e integrada por el MINEX, PGN, SOSEP, MINEDUC 

                                                           
33Decreto 26-2016. 
34Acuerdo número 274-2016. 
35El Albergue Casa Nuestras Raíces Quetzaltenango acoge a niñas, niños y adolescente no acompañados, quienes fueron 

retornados por vía terrestre de México y el Albergue Casa Nuestras Raíces Guatemala acoge a los provenientes por vía aérea 

de Estados Unidos y México. 
36La Comisión interinstitucional para la atención a niñez y adolescencia migrante fue creada mediante el Acuerdo 

Gubernativo 146-2014. 



     
  

pág. 55 
 

y MIDES, cuyo objetivo es coordinar, evaluar, promover y dar seguimiento al cumplimiento de 

estrategias, planes y programas institucionales o interinstitucionales vinculados a la niñez y 

adolescencia migrante. 

 

Como resultados de ese mecanismo interinstitucional, desde el 2015, la SOSEP implementó un 

Protocolo de Atención a Unidades Familiares Migrantes37. De esa cuenta se coordinan acciones para 

la recepción, detección y atención de necesidades inmediatas, así como el seguimiento en la 

reintegración comunitaria. Es importante mencionar que el protocolo ha sido actualizado y se 

proyecta su implementación para el segundo semestre del 2017. Además, se remodelaron las 

instalaciones para la atención de las unidades familiares en el aeropuerto internacional La Aurora, 

con el propósito de garantizar una recepción digna. Asimismo, en Tecún Umán, San Marcos, se 

habilitó un área para la atención de retornados por vía terrestre. 

 

El fortalecimiento de la Comisión es necesario, ya que la sociedad civil plantea que la adecuada 

coordinación interinstitucional implica la generación de diagnósticos del fenómeno, que sean la base 

de la formulación, validación e implementación de acciones conjuntas y, sobre todo, coordinadas. 

 
Trabajadores migrantes: el Consenso determina la necesidad de contar con políticas de regulación 

migratoria, la protección y erradicación de la vulneración de derechos de los trabajadores migratorios 

y sus familiares, y la importancia de la seguridad social de trabajadores migrantes, que permita 

acumular años de trabajo (medidas prioritarias 66-69). 

 

En relación con lo anterior, en el 2014, el Mintrab suscribió tres documentos en favor de los trabajadores 

guatemaltecos migrantes temporales, con la finalidad de promover la generación de empleo digno y 

decente que conduzca a la contratación legal, justa, transparente y ordenada. Por ello se cuenta con 

un Acuerdo entre la República de Guatemala y Belice sobre un programa para trabajadores de 

temporada, un Acuerdo de cooperación en materia laboral entre la República de Guatemala y el 

Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos; así como con una Carta de Entendimiento entre Titulares 

de la Cartera de Trabajo y Previsión Social de Guatemala, Salvador y Honduras. Este promueve la 

atención integral en cuanto a empleo, previsión laboral y seguridad social, para todos los habitantes de 

sus países. 

 

Asimismo, se cuenta con la formulación del Sistema de Trabajadores Guatemaltecos en el Exterior y la 

estrategia Huella del migrante. El primero es un mecanismo para la captación de la información de los 

trabajadores guatemaltecos migrantes temporales regulares; aún está pendiente de implementación 

por parte de las agencias de reclutamiento. La estrategia está dirigida a personas retornadas que 

estuvieron de manera regular o irregular en los países de destino, para generar condiciones que 

faciliten su reinserción laboral; su implementación se ha limitado por falta de recursos financieros.  

 

Adicionalmente, Guatemala está implementando el proyecto piloto Fortalecimiento interinstitucional 

para la migración laboral ordenada y segura para el Ministerio de Relaciones Exteriores y Ministerio 

de Trabajo y Previsión Social. Con este proyecto se pretende crear e institucionalizar la estructura 

operativa para promover, proteger y atender de forma ordenada y segura la migración laboral de 

guatemaltecos en el exterior; así como diseñar e implementar mecanismos que permitan administrar, 

analizar y utilizar la información generada sobre migración laboral, para establecer procedimientos 

que acompañen a los trabajadores guatemaltecos y velar por su bienestar y protección durante todas 

las fases de la migración. 

 

                                                           
37Dirigido a niñas, niños o adolescentes acompañados por un familiar  
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La sociedad civil considera que además de estos esfuerzos es necesario realizar diagnósticos sobre la 

desprotección de derechos humanos de la población trabajadora transfronteriza, para que sean la base 

del diseño e implementación de políticas bilaterales que realmente respondan al planteamiento de la 

Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos Humanos de los Trabajadores 

Migratorios y sus Familiares, que permitan fortalecer la garantía de derechos humanos de trabajadores 

migrantes. Aunado a lo anterior señala la necesidad de intensificar estrategias de comunicación 

respecto a los derechos humanos de las personas migrantes, para la prevención de estafas o 

explotación laboral. 

 

Personas víctimas de violencia y trata: la asistencia y protección a personas migrantes se vincula 

con la meta de erradicación de trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes, así como con la 

protección a víctimas de trata de personas, de conformidad con las medidas prioritarias 67 y 72 del 

Consenso de Montevideo. 

 

Al respecto, desde el 2014, el país ha implementado un Protocolo de Coordinación Interinstitucional 

para la Protección y Atención a Víctimas de Trata de Personas, dirigido a niños, niñas, adolescentes y 

personas adultas. Tiene como objetivo brindar los lineamientos para la protección, la atención integral 

y especializada, de forma coordinada, con enfoques de derechos humanos, género y pertinencia 

cultural, garantizando la restitución de sus derechos humanos. 

 

Asimismo, en el marco de la Política Pública contra la Trata de Personas y Protección Integral a las 

Víctimas 2014-2024, el Estado de Guatemala, por medio de la Secretaría contra la Violencia Sexual, 

Explotación y Trata de Personas -SVET-, promovió la creación de herramientas importantes, como: 

a) directorio de asistencia social, b) compendio de instrumentos en materia de trata de personas, c) 

guía de identificación a víctimas de trata de personas y d) hoja de referencia de víctimas de trata de 

personas. 

 
2.6.2 Acciones relacionadas a enfrentar las causas y desafíos del fenómeno migratorio 

 

Esta sección responde a las medidas 66, 71 y 74 del Consenso, en las cuales se establecen prioridades 

en tres vías: a) la necesidad de adoptar medidas de regularización migratoria y de estrategias para 

mejorar fuentes y acceso oportuno a la información sobre migración, b) el diálogo y la cooperación 

internacional para la reducción de las asimetrías existentes; y c) el fortalecimiento de la cooperación 

entre países de tránsito y destino para enfrentar las causas y desafíos de la migración irregular. 

 

Con la finalidad de evitar la re-emigración y la emigración de niñas, niños y adolescentes emigrantes 

retornados y en riesgo de migrar de manera irregular, la Secretaría de Bienestar Social cuenta, desde 

el 2015, con el centro de formación Quédate, en el cual se generan oportunidades educativas y 

técnicas. El programa es implementado en coordinación con el Instituto Técnico de Capacitación y 

Productividad -Intecap-. No obstante, es un desafío la apertura de otros centros de formación en 

departamentos con mayor porcentaje de emigración. 

 

Por su parte, el Consejo Nacional de Atención al Migrante Guatemalteco -Conamigua-, del 2012 a 

febrero del 2017 ha realizado actividades de información y comunicación con el fin de advertir a la 

población sobre los riesgos de la migración irregular. Asimismo, de sensibilización sobre los derechos 

de las personas migrantes. Para tales efectos se imparten charlas informativas, se realizan entrevistas 

en medios de comunicación y se brinda atención en delegaciones departamentales de la institución. 

 

En otro orden de ideas, como política migratoria en el ámbito centroamericano, se cuenta con un 

Convenio de Creación de la Visa Única Centroamericana para la Libre Movilidad de Extranjeros 
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entre las Repúblicas de El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, cuyo objeto es regular el 

ingreso temporal a los territorios de los países miembros. 

 

Otra estrategia al respecto, propiciada por la discusión a nivel político entre los Gobiernos del 

triángulo norte (Guatemala, El Salvador y Honduras) y Estados Unidos, es el Plan de Alianza para la 

Prosperidad del Triángulo Norte -PAPTN-. Este se ha enfocado en impulsar programas que permitan 

reducir los niveles de migración por razones forzadas, principalmente las vinculadas con factores 

económicos y de inseguridad, para lo que involucra actores del sector público, privado y sociedad 

civil, con el apoyo de socios cooperantes. Estas acciones se enmarcan en el desarrollo del capital 

humano, la dinamización del sector productivo, la mejora de la seguridad y justicia y el 

fortalecimiento institucional. En Guatemala se han priorizado 51 municipios38, según índices de 

necesidades básicas insatisfechas, porcentaje de pobreza y saldo neto migratorio. 

 

Para la implementación de estrategias y planes de acción derivados del PAPTN se cuenta con el apoyo 

financiero de Estados Unidos, por medio de agencias administradoras de la cooperación, tales como 

USAID e INL; además, se dispone de un presupuesto nacional distribuido en nueve ministerios y una 

secretaría del Organismo Ejecutivo39. 

 

En este sentido, la sociedad civil considera que es necesario fortalecer los mecanismos de seguimiento 

que permitan evidenciar que los recursos financieros se destinan específicamente a los factores 

causales estructurales del fenómeno migratorio. Asimismo, señala la importancia del seguimiento y 

difusión respecto a avances en los municipios priorizados. 

No obstante, es importante agregar que la sociedad civil consultada manifestó que su percepción sobre 

el PAPTN es que se constituye en una estrategia del país promotor para mantener el control fronterizo. 

 

Según esta visión, el incremento de la presencia militar en las fronteras, visible sobre todo a raíz de 

la crisis humanitaria por la migración de miles de niñas, niños y adolescentes no acompañados en 

2014 (aproximadamente 52 000 entre octubre de 2013 y julio de 2014, con un incremento de 333%, 

según datos del Fondo de Naciones para la Infancia UNICEF) ocurre a partir de la implementación 

de proyectos, como la Alianza para la Prosperidad del Triángulo Norte. Estos deberían responder a 

las necesidades y prioridades que generen oportunidades para el desarrollo económico y social local 

que minimicen la migración hacia Estados Unidos, pero que en la práctica pueden convertirse en un 

mecanismo exclusivo de control migratorio, con riesgo de vulneración de los derechos humanos de 

las personas migrantes.  

 

En términos generales, se deben fortalecer e incrementar las acciones que permitan erradicar la 

causalidad de la migración por razones forzadas; la sociedad civil expresó que estos no generan mayor 

impacto en el país, ni tienen una perspectiva focalizada en áreas con mayores porcentajes de 

emigración. 

 

2.6.3 Acciones relacionadas con el aprovechamiento de impactos positivos derivados del 

fenómeno migratorio 

 

Otra prioridad del Consenso es aprovechar los beneficios provenientes del fenómeno migratorio, 

especialmente los derivados de las remesas y de la migración calificada (medida 68). En este sentido, 

la Política de Desarrollo Social en materia de empleo y migración contempla como un objetivo la 

                                                           
38De los departamentos de San Marcos, Totonicapán, Huehuetenango, Quiché, Alta Verapaz, Zacapa y Chiquimula. 
39Ministerios de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda; Desarrollo Social; Agricultura, Ganadería y Alimentación; 

Economía; Educación; Trabajo y Previsión Social; Salud Pública y Asistencia Social; Gobernación; Energía y Minas; 

Cultura y Deportes, Finanzas Públicas; y la Secretaría contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas. 
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promoción del uso de remesas para el desarrollo local. Al respecto, Guatemala aún debe generar 

mecanismos o acciones que promuevan el logro de dicho objetivo. Por su parte, el Ministerio de 

Economía, en el marco de la Política Económica 2016-2021, como parte de las acciones contempladas 

para apoyar la internacionalización de Mipymes y el uso productivo de remesas, realiza el Encuentro 

con el Migrante. Este espacio se ha convertido en una plataforma de inversión promovida para que 

emigrantes conozcan e inviertan en negocios productivos en Guatemala, para la exportación de 

productos a nicho nostálgico40 y de otro tipo. 

 

La Política Nacional de Empleo Digno 2017-2032 contempla dos acciones prioritarias respecto a la 

temática. La primera, denominada Programa Nacional de Migración para el Desarrollo, tiene como 

objetivo generar empleo digno, mediante el aprovechamiento de conocimientos y capacidades de la 

población migrante que tuvo largos periodos de permanencia en el exterior. La segunda acción 

prioritaria se denomina Programa de Certificación de Competencias Laborales y promueve la 

certificación laboral de la población migrante retornada que cuenta con formación empírica. 

 

Por su parte, dentro del programa Guate Te Incluye está en formulación un proceso en busca del 

aprovechamiento del potencial de personas retornadas que adquirieron capacidades en los países de 

destino, con la finalidad de impulsar la economía local y de certificar las capacidades adquiridas para 

la promoción del empleo, así como evitar la re-emigración irregular. La iniciativa ha sido promovida 

por el Programa de Migraciones de Fundación Avina, con la participación de los ministerios de 

Relaciones Exteriores, Economía, Educación y Trabajo, el Intecap y organizaciones civiles. 

 

2.6.4 Transición hacia la implementación de un sistema nacional de migraciones 

 

Derivado de que el Consenso señala la importancia de contar con legislación, institucionalidad y 

políticas consagradas explícitamente a la protección de los derechos humanos de todas las personas 

migrantes, con explícitas consideraciones de género y distinciones hacia la protección de la niñez y 

adolescencia (medidas 70, 72 y 73), es importante indicar que Guatemala está pasando por un proceso 

de transición, para responder a la reciente aprobación del Código de Migración41. Dicha legislación 

establece la consolidación de un sistema nacional de migraciones, basado en el derecho a migrar y en 

el marco de respeto a los derechos fundamentales de las personas, para lo cual reforma, crea y 

consolida la institucionalidad respectiva.  

 

En tal sentido, reconoce los derechos y la protección de las personas extranjeras y sus familias en 

tránsito o estadía en el país, de los guatemaltecos retornados y de los guatemaltecos en el extranjero, 

con énfasis en personas vulnerables. De manera que reconoce los derechos y trato especial hacia los 

NNA no acompañados, a personas adultas mayores, reconoce la maternidad y la salud sexual como 

derechos, así como la protección contra la violencia, torturas, tratos crueles, inhumanos, degradantes 

y la trata de personas. También regula el derecho de los trabajadores inmigrantes y sus familias, 

incluido el acceso a la seguridad social y a recibir pensiones, lo cual es prioritario según la medida 

69 del Consenso. Además, el Código de Migración regula lo relativo a la política migratoria del país42. 

 

La normativa señala gradualidad de la transición hacia la creación de la institucionalidad indicada en 

ella; no obstante, es un desafío para el país que la transición implique la implementación efectiva del 

Código y que durante el período de transición se garantice el derecho de migrar y de permanencia 

dentro del país. Al respecto, la sociedad civil especifica que para su implementación es necesario 

contar con los recursos financieros suficientes y con la voluntad política para apresurar el proceso de 

                                                           
40Se refiere al potencial mercado para la promoción y comercialización de productos elaborados en Guatemala. 
41Decreto Número 44-2016. 
42Entendida como el conjunto de normas, instituciones, procedimientos, programas, planes, presupuestos y acciones del 

Estado de Guatemala, en la materia (artículo 114 del Código de Migración). 
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transición, el cual se ha tornado lento y burocrático. Asimismo, considera que es importante la 

participación del sector en la elaboración del reglamento general y de otros reglamentos que se 

disponen en la normativa.  

 

En este sentido, la institucionalidad creada debe tener en cuenta que la migración no es igual para 

mujeres y hombres, tanto por las razones que la motivan, como por las condiciones específicas en 

que se desarrolla (vulnerabilidad ante situaciones de violencia sexual y otras), por lo que es necesario 

atender esta especificidad.  

 

2.6.5 Desafíos 

 

En cuanto a migración, para Guatemala sigue siendo un desafío la intensificación de medidas que 

intervengan en la causalidad del fenómeno migratorio por razones forzadas, especialmente las 

relacionadas con motivos económicos, violencia en general, violencia contra las mujeres y de 

inseguridad43, y que informen a la población sobre los riesgos de emigrar de manera irregular. 

Además, es necesario que se tomen medidas para evitar la emigración, de manera irregular, de niños, 

niñas y adolescentes. 

 

También es necesario ampliar la cobertura para la captación de información en el exterior para la 

emisión del Documento Personal de Identificación -DPI- y otro tipo de documentación, así como 

definir los mecanismos para garantizar la credibilidad en la emisión del sufragio fuera del país. 

 

Por otra parte, es un reto el aprovechamiento de los impactos positivos provenientes de los procesos 

migratorios, como la promoción del uso productivo de remesas familiares y la empleabilidad de las 

personas migrantes retornadas que adquirieron capacidades en países de destino o bien el impulso de 

emprendimiento de pequeñas o medianas empresas por parte de esa población. Debe, por tanto, 

constituirse un sistema de protección para la migración con derechos, evitando la criminalización de 

esta; también es necesario que se generen acciones para evitar la re-emigración. 

 

La creación de la institucionalidad y la implementación de las acciones específicas que plantea el 

Código de Migración, con la finalidad de consolidar un sistema nacional de migraciones representan 

un gran desafío. Para la transición a esa nueva gestión de procesos migratorios y para su 

sostenibilidad, el Estado necesita recursos humanos, financieros y físicos. 

 

2.7 DESIGUALDAD TERRITORIAL, MOVILIDAD ESPACIAL Y 

VULNERABILIDAD 
 

El Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo y su Guía operacional destacan la 

importancia de generar políticas públicas que contemplen la convergencia productiva y la 

convergencia espacial en América Latina y el Caribe. Si bien, se valoran los avances realizados por 

la región en los procesos de descentralización, planificación del desarrollo y ordenamiento territorial, 

se resaltan los altos costos que se han pagado por el impacto de desastres ocasionados por eventos 

naturales y socio ambientales.  

 

El Consenso describe la distribución espacial de la población en América Latina y el Caribe conforme 

a las siguientes características: alta urbanización, éxodo rural, limitadas opciones de desarrollo rural 

y localidades pequeñas, tendencia de la concentración de la población en pocos centros dinámicos y 

                                                           
43El Plan Nacional de Desarrollo señala que «en lo que respecta a las migraciones hacia el exterior, el desafío se centra en 

reducir la migración forzada por motivos económicos y de inseguridad» (pág. 81). 



     
  

pág. 60 
 

segregación y vulnerabilidad debido a la localización espacial de las personas pobres. Esta situación 

ocasiona condiciones de desigualdad vinculadas con la reproducción de la pobreza y desigualdad 

social.  

 

Referente a desigualdad territorial, el Consenso plantea nueve medidas prioritarias, las cuales tratan 

los siguientes temas: (1) aspiraciones generales sobre el territorio, (2) riesgo ambiental, (3) desastres 

ocasionados por eventos naturales y socio ambientales, (4) explotación de recursos naturales, (5) 

acceso a servicios básicos, (6) descentralización y participación ciudadana a escala local, (7) 

seguridad ciudadana y ocio creativo, (8) ordenamiento territorial y planificación urbana y (9) 

prevención y mitigación del impacto de desastres socio ambientales y vulnerabilidad ambiental.  

 

En Guatemala, la atención a la desigualdad territorial, la movilidad espacial y la vulnerabilidad se ha 

brindado, de manera general, conforme a los siguientes cuatro temas:  

 

1. Diseño y ejecución de planes, políticas e instrumentos de gestión territorial y urbana 

2. Descentralización y participación ciudadana para favorecer la accesibilidad a servicios 

básicos, de salud y educación 

3. Ordenamiento territorial y sostenibilidad ambiental 

4. Gestión integral del riesgo 

 

En este punto, la sociedad civil enfatiza que ante el problema de la desigualdad territorial se debe 

intervenir  de manera integral; para ello es fundamental la participación activa de los grupos sociales 

en las políticas de gestión territorial urbana y rural. 

 

2.7.1 Diseño y ejecución de planes, políticas e instrumentos de gestión territorial y urbana 

 

El PND K´atun 2032 fue elaborado de manera participativa en el marco del Sistema de Consejos de 

Desarrollo. El PND se constituye en el instrumento de planificación de largo plazo en el que 

interviene de manera transversal la gestión del riesgo y cambio climático, la equidad étnica y de 

género y la población. Plantea una visión de desarrollo centrada en las personas, en el marco de los 

derechos humanos.  

 

La SEGEPLAN está actualizando la metodología y sus herramientas para la elaboración de planes de 

desarrollo y ordenamiento territorial -PDM-OT-. La nueva metodología busca que, de manera 

participativa, las municipalidades actualicen su plan de desarrollo municipal y elaboren su plan de 

ordenamiento territorial, alineados al PND y a los Objetivos de Desarrollo Sostenible. Esta guía 

orienta la formulación de los planes municipales con enfoques de gestión de riesgo y cambio 

climático, de equidad étnica y de género, ecosistémico y de mejoramiento de vida.  

 

La Política de Mejoramiento Integral de Barrios, bajo la rectoría del Ministerio de Comunicaciones, 

Infraestructura y Vivienda 2017-2032, es el instrumento que orienta y facilita la toma de decisión, la 

coordinación de acciones y gestión de recursos para la intervención y mejoramiento de los 

asentamientos humanos precarios. Fortalece las instancias que tienen competencias en las gestiones 

de los asentamientos, orientada a mejorar la calidad de vida de los habitantes. 

 

A pesar de estos avances, la sociedad civil considera que son incipientes las políticas públicas para el 

fomento de territorios articulados, integrados y con cohesión, porque en primer lugar, no se plantea 

una integración efectiva de las mujeres; en segundo lugar, se ve la sostenibilidad únicamente en 

función de lo económico y no desde lo social y ambiental; en tercer lugar, ante algún desastre socio-

antropológico únicamente se reacciona cuando se ha presentado un desastre y no para la prevención; 

en cuarto lugar, la priorización de grupos vulnerables ha sido con fin político partidista, 
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visibilizándolos únicamente en los periodos electorales. Afirma que los gobiernos locales desconocen 

el marco de políticas públicas, por lo que sus acciones no se vinculan con dar cumplimiento y 

respuesta a lo establecido.  

 

En este sentido, la Política de Mejoramiento Integral no llena las expectativas de la población urbana 

y rural, entre otras razones porque no se toma en cuenta a los órganos direccionales, COCODES, 

COMUDES, comités, grupos de mujeres organizadas y otros.  

 

2.7.2 Descentralización y participación ciudadana para favorecer la accesibilidad a servicios 

básicos, de salud y educación 

 

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social impulsa el Modelo Incluyente de Salud -MIS-, 

mediante el cual la planificación de las acciones de los servicios de salud en la comunidad cuenta con 

la participación de los líderes comunitarios, en función de los Consejos Comunitarios de Desarrollo 

(Sistema de Consejos de Desarrollo), para garantizar la participación ciudadana en los procesos de 

planificación de los servicios de salud y sus intervenciones.  

 

El principal desafío en la planificación, toma de decisiones y el monitoreo de las políticas públicas 

descentralizadas que favorezcan la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los servicios básicos, 

educación y salud, incluida la salud sexual, la salud reproductiva y la prevención de la violencia 

contra las niñas, adolescentes y mujeres, es la construcción de infraestructura de salud en las 

cantidades que fueron definidas por los diagnósticos locales. El MIS plantea la creación de puestos 

de salud para poblados con promedio de 2 500 habitantes, lo que multiplicaría por cinco la red de 

establecimientos de salud existentes en la actualidad.  

 

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social y el Ministerio de Finanzas Públicas analizan la 

posibilidad de crear puestos de salud móviles y realizar su transformación a puestos de salud con 

infraestructura fija, por medio de un plan de inversiones de largo plazo.  

 

Como parte de los procesos de desconcentración, la Secretaría de Coordinación Ejecutiva de la 

Presidencia ha realizado acciones de acercamiento de los servicios públicos a la población 

guatemalteca, por medio de la Jornadas Móviles de Servicios Integrados. Estas jornadas consisten en 

la prestación de servicios públicos en distintos lugares del país, de forma temporal, para satisfacer 

diversas necesidades de los ciudadanos y, con ello, contribuir a la economía de estas personas. En 

cuanto a salud, a la población se le brindan consultas y medicinas de manera gratuita, así como charlas 

sobre planificación familiar y métodos anticonceptivos. 

 

La Agenda Nacional de Descentralización se concentra en retomar el proceso de descentralización de 

competencias hacia los gobiernos locales, con énfasis en asuntos de salud, educación y seguridad 

ciudadana. El día 21 de julio del presente año, en el marco de la descentralización del Organismo 

Ejecutivo, la Secretaria de Coordinación Ejecutiva de la Presidencia y la Mancomunidad de 

Municipios Metrópoli de los Altos, firmaron la carta de voluntad política, la cual dará viabilidad a las 

acciones contempladas para iniciar el proceso de descentralización en un municipio piloto. Dicha 

carta fue suscrita con el objeto de consolidar esfuerzos para implementar el plan de descentralización 

de competencias. No obstante, la sociedad civil señala que quedó al margen del proceso de aprobación 

de esta agenda.  
 

En el ámbito de la educación permanente, el ocio recreativo y la seguridad ciudadana, el Ministerio 

de Gobernación ha creado la Política Nacional de Prevención de la Violencia y el Delito, Seguridad 

Ciudadana y Convivencia Pacífica 2014-2034, la cual define actores, responsabilidades, mecanismos 

de coordinación y cooperación para la prevención de la violencia y la convivencia pacífica. 
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Asimismo, se ha formulado la Estrategia Nacional de Prevención de la Violencia y el Delito 2017-

2027 y el Programa de Prevención de la Violencia (Unidad para la Prevención Comunitaria de la 

Violencia -UPCV-), orientados a concertar voluntades y articular acciones interinstitucionales en el 

marco de los derechos humanos.  

 

Al respecto, la sociedad civil considera que existen brechas en cuanto al acceso a servicios sociales 

básicos; el acceso a la salud y a la educación sigue siendo limitado para la población rural e indígena; 

el acceso al agua se ha agravado debido a que han desviado ríos o aprovechado nacimientos para el 

uso de megaproyectos como los monocultivos y las minas; esto ocasiona sequías que, a su vez, causan 

problemas sociales entre los grupos de comunitarios.  

 

Asimismo, la sociedad civil argumenta que las políticas y leyes mencionadas a continuación no 

promueven el desarrollo y bienestar de las personas, ni contribuyen a la eliminación de la 

discriminación, ni al acceso a los servicios sociales básicos y la igualdad de oportunidades: Ley de 

Acceso a la Información Pública; Política de Educación Inclusiva para la Población con Necesidades 

Educativas Especiales con y sin Discapacidad; Política Nacional de Educación Ambiental; Política 

Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico 2025-2032 y la Política Pública Respecto de la 

Prevención a las Infecciones de Transmisión Sexual -ITS- y a la Respuesta a la Epidemia del 

Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida -SIDA-. Afirman que eso ocurre debido a que al gestar 

estos instrumentos no se efectúan consultas, no se toma en cuenta la cultura y no se validan con la 

asignación del presupuesto. 

 

En relación con la consulta previa, libre e informada, el Ministerio de Energía y Minas ha fortalecido 

las capacidades del equipo técnico del Viceministerio de Desarrollo Sostenible, con el objeto de 

contar con las competencias necesarias para la implementación de instrumentos, herramientas y 

técnicas metodológicas para la realización de consultas con pueblos indígenas, en observancia de los 

enfoques y principios del Convenio 169 de la OIT, ratificado por el Estado de Guatemala, en 1996.  

 

Además, se cuenta con una metodología para realizar la consulta previa, libre e informada, por medio 

de autoridades indígenas ancestrales, autoridades departamentales, municipales y Consejos 

Comunitarios de Desarrollo; así como la de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales 

nacionales e internacionales que representan la región donde se perfilan proyectos de generación y 

transporte de energía eléctrica. Al respecto, la sociedad civil plantea que Guatemala no cuenta con 

unidades específicas o protocolos que traten los derechos territoriales de los pueblos indígenas en la 

implementación de industrias extractivas y otras inversiones del ámbito global, por lo que un 

aproximado de 90% de los conflictos territoriales se generan por la falta de consulta sobre el uso de 

sus territorios. 

 

2.7.3 Ordenamiento territorial y sostenibilidad ambiental 

 

El eje Recursos Naturales para Hoy y el Futuro del PND tiene como objetivo nacional “proteger y 

potenciar los recursos naturales en equilibrio con el desarrollo social, cultural, económico y territorial, 

para que permitan satisfacer las demandas actuales y futuras de la población en condiciones de 

sostenibilidad y resiliencia, ente el impacto de los fenómenos que la naturaleza presente. Asimismo, 

este eje plantea como meta que, para el 2032, el 100% de los municipios cuenta con planes de 

ordenamiento territorial integral que se implementan satisfactoriamente”.  

 

La sostenibilidad ambiental y el ordenamiento territorial también se consideran en el PND, mediante 

el eje Guatemala urbana y rural, el cual busca establecer un modelo de gestión territorial que articule 

la sostenibilidad de las áreas rurales y el sistema urbano nacional en términos socioculturales, 

económicos, políticos y ambientales. La sociedad civil considera que, en la intervención del 
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ordenamiento territorial y sostenibilidad ambiental, es fundamental conocer la concepción del 

territorio de los pueblos indígenas, vinculada con su vivencia cosmogónica y cómo se vive a partir de 

esta, el impulso de las hidroeléctricas y extracción minera, que para los pueblos implica el despojo 

de sus territorios, así como la criminalización y judicialización por la defensa de estos.  

 

El Ministerio de Energía y Minas ha formulado el Plan Nacional de Energía, el cual contiene las 

diferentes acciones por impulsar en el desarrollo del sector energético nacional. El Plan Nacional de 

Energía nace para dar cumplimiento al Art. 18 de la Ley Marco para Regular la Reducción de la 

Vulnerabilidad, la Adaptación Obligatoria ante los Efectos del CC y la Mitigación de Gases Efecto 

Invernadero y responde a la Política Energética 2013-2027.   

 

En el ámbito legal, el Ministerio de Energía y Minas, ha impulsado la Elaboración del Proyecto de 

Ley de Eficiencia Energética, el cual promueve el uso racional de la energía, así como la reducción 

de su consumo. Surge para dar cumplimiento a lo establecido en el cuarto eje la Política Energética, 

Ahorro y uso eficiente de la energía eléctrica, lo que ha permitido la creación de mecanismos para el 

uso eficiente y productivo de la energía. Al mismo tiempo se contempla una estrategia de divulgación 

para implementar las acciones.  

 

Guatemala cuenta con una cantidad considerable de recursos renovables de energía, los cuales hasta 

la fecha han sido poco aprovechados. Prueba de ello es que disponiendo de un potencial de 6 000 

MW de energía hidroeléctrica y, 1 000 MW de energía geotérmica solo se aprovecha 22.07% de la 

primera y 3.36% de la segunda. En relación con la energía solar, el país cuenta con un valor anual 

promedio de 5.3 KWh/m2/día. En este marco y en respuesta a la Ley General de Electricidad, a la 

Política Energética 2013-2027 y a la Meta Presidencial Desarrollo Ambiente y Recursos Naturales, 

el Ministerio de Energía y Minas elaboró el Informe de Emisión de Directrices para la Diversificación 

de la Matriz de Generación Eléctrica Nacional y realizó la Actualización de los Planes Indicativos de 

Generación y Transmisión de Energía. 

 

También se elaboró la Propuesta de Reformas a la Ley de Minería (Dto. No. 48-97), la cual busca 

presentar, de forma oportuna y efectiva, la propuesta de reformas a los actores correspondientes para 

la aprobación de una ley actualizada de minería. Responde a la Política de la Constitución de la 

República de Guatemala y a las Metas Presidenciales Desarrollo-Ambiente y Recursos Naturales.  

 

En relación con la educación ambiental, el Ministerio de Energía y Minas publicó el libro didáctico 

Guatemala y sus recursos, en los idiomas español y q'eqchi'. El objetivo de este libro es contar con 

una herramienta informativa que pueda ser distribuida a los habitantes del área rural, en la cual se 

plasman, de manera didáctica, los recursos con los que cuenta el país. Se realizaron eventos de 

divulgación del documento con un diseño ad hoc para informar en idiomas q'eqchi' y español. Esta 

acción también responde a las metas presidenciales. 

 

Se ha impulsado, además, la promoción del diálogo y participación comunitaria en áreas de influencia 

donde se implementarán proyectos energéticos mineros y se han realizado eventos para la divulgación 

de la propuesta metodológica por implementar en los procesos de consulta a pueblos indígenas 

relacionado con los proyectos de la cartera. El Ministerio de Energía y Minas cuenta con cuatro sedes 

regionales, ubicadas en los departamentos de San Marcos, Quiché, Alta Verapaz y Santa Rosa, con 

personal que posee capacidades institucionales para la realización de consulta previa, libre e 

informada, atención de temáticas relacionadas con proyectos competencia del Ministerio de Energía 

y Minas.  
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El Ministerio de Energía y Minas señala que para la implementación de acciones que contribuyan en 

el aprovechamiento inclusivo de los recursos naturales, evitando los daños sociales y ambientales que 

su explotación pueda causar, se enfrentan los siguientes retos:  

 

1. Contar con la propuesta de un Plan para el cumplimiento de los ejes 1 y 4 de la Política 

Energética y Art. 18 de la Ley de Cambio Climático.  

2. Contar con el consenso y aprobación del proyecto de ley para el ahorro en el consumo de 

electricidad, equipos y maquinaria industrial con etiquetado de eficiencia en el consumo.  

3. Contar con el consenso y aprobación del proyecto de ley para que las municipalidades regulen 

el cobro de alumbrado público y este sea equitativo.  

4. Falta de aceptación por parte de las comunidades. Falta de un marco regulatorio actualizado 

que incluya temáticas de ambiente y sociales.  

5.  Falta de consensos para la aprobación de las reformas. Prioridades de la Agenda Legislativa. 

Reformas no válidas por sectores involucrados.  

6. Falta de presupuesto para la impresión y divulgación del libro didáctico, en los diferentes 

idiomas que se hablan en Guatemala, para posicionar los temas de competencia del Ministerio 

de Energía y Minas.  

7. Aceptación y aprobación de la metodología por los diferentes actores involucrados en 

proyectos de la cartera.  

8. Escasa asignación presupuestaria para la implementación de procesos de consulta en 

cumplimiento de lo ordenado por la Corte de Constitucionalidad y la Corte Suprema de 

Justicia.  

 

2.7.4 Gestión integral del riesgo 

 

La Coordinadora Nacional para la Reducción de Desastres -CONRED- ha impulsado iniciativas, 

políticas, normativas, metodologías y estrategias para gestionar la reducción de riesgo ante desastres, 

en el ámbito sectorial y territorial. Se han elaborado instrumentos de caracterización y mapeo técnico 

científico, para la identificación y análisis de la amenaza de origen natural o provocado e 

implementación de mecanismos, procedimientos y normas. Como resultado de esta instrumentación 

técnica se cuenta con la población de municipios, priorizados por su grado de vulnerabilidad, que 

poseen normativa e instrumentos que cumplen con estándares nacionales e internacionales para la 

gestión integral del riesgo.  

 

Asimismo, los actores clave de los territorios priorizados han participado en procesos de organización 

y capacitación para la gestión de reducción del riesgo. Estas capacitaciones incluyen cursos sobre el 

Sistema de Comando de Incidentes, dirigido a las instituciones involucradas en procesos de 

recuperación, para que dispongan de los instrumentos de apoyo en los municipios afectados por algún 

evento natural o provocado. La CONRED ha atendido áreas afectadas por eventos naturales o 

provocados, conforme a los estándares nacionales e internacionales mencionados; además, ha 

elaborado el protocolo de recuperación post desastre, actualizado e incorporado al marco nacional de 

recuperación para su operativización en la recuperación post desastres.  

 

La institución se ha fortalecido en relación con el enfoque de género y con las acciones de 

comunicación social. En los planes, programas, proyectos y actividades de la Secretaría de la 

Coordinadora Nacional para la Reducción de Desastres se incorporó el enfoque de género como tema 

transversal. En medios de comunicación también se ha difundido información sobre las acciones y 

recomendaciones para fortalecer la cultura de prevención de desastres.  

 

En la Secretaría Ejecutiva de CONRED se trabaja con el índice de riesgo INFORM, que es una 

metodología de fuente abierta para la evaluación de riesgos de crisis humanitarias y catástrofes. El 
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INFORM ofrece una imagen detallada del riesgo y de sus componentes comparables a escala 

nacional. Permite tomar decisiones acerca de respuesta, preparación y resiliencia frente a crisis y 

catástrofes, así como en relación con el desarrollo sostenible. Guatemala ha desarrollado dicha 

metodología con base en las siguientes tres dimensiones del riesgo: 1. Peligro y exposición física; 2. 

Vulnerabilidad socio económica y los grupos vulnerables y 3. Falta de capacidad de respuesta 

integrada por la situación institucional y las condiciones de infraestructura. Adicionalmente, se cuenta 

con un mapeo de zonas declaradas de alto riesgo y mapas de susceptibilidad por deslizamiento e 

inundación en los ámbitos municipal, departamental y nacional.  

 

Se han realizado acciones que den respuesta integral a situaciones de vulnerabilidad, frente a desastres 

naturales, con enfoque multidimensional de protección antes, durante y después de los eventos; entre 

ellas, una estrategia de socialización de temas gestión de riesgo a desastres dirigido a las máximas 

autoridades municipales. Actualmente,  en la campaña mundial denominada Desarrollando Ciudades 

Resilientes están inscritos 105 municipios.  

 

Adicionalmente, se han establecido cuatro normas de reducción de desastres -NRD-, las cuales son 

un conjunto de especificaciones técnicas, cuyo objetivo consiste en ser un mecanismo de preservación 

de la vida, seguridad e integridad de las personas; establece los requerimientos mínimos que deben 

cumplir las edificaciones e instalaciones a las cuales tienen acceso los distintos usuarios. La NRD1 

contiene los requerimientos estructurales para obras críticas, esenciales e importantes; la NRD2 

atiende las normas mínimas de seguridad en edificaciones e instituciones de uso público; la NRD3, 

las especificaciones técnicas para materiales de construcción y la NRD4, los requisitos mínimos de 

seguridad para la realización de eventos socio-organizativos.  

 

También se ha activado el Plan Institucional de Respuesta -PIR-, como una herramienta que norma y 

facilita el trabajo de coordinación táctico y estratégico de la Secretaría Ejecutiva de la CONRED. De 

esta manera se establece la línea de mando orientada a la toma de decisiones en los diferentes niveles.  

 

Actualmente existen mesas sectoriales conformadas para temas específicos de discusión, en las que 

participan las instituciones que les compete tratar problemáticas específicas, tales como solución 

habitacional, educación, agua, saneamiento e higiene. Además, mesas territoriales, las cuales son 

activadas por algún evento específico, en el territorio afectado. Se ha elaborado el estudio Un marco 

conceptual para Guatemala: la vulnerabilidad asociada a los desastres y el desarrollo de indicadores 

para la medición de vulnerabilidades del país. Los resultados de este estudio permitirán dar a las 

autoridades los elementos necesarios para trabajar en la reducción de los efectos de los desastres.  

 

Dentro de los principales retos identificados por la Secretaría Ejecutiva de la CONRED están los 

limitados recursos financieros, la falta de interés de las autoridades locales para atender la gestión 

integral del riesgo, la inestabilidad de los puestos claves debido a la alta rotación de personal; esto 

impide brindar seguimiento a los procesos de socialización, formación y capacitación. En 

concordancia con esto, la sociedad civil menciona un presupuesto que no responde a las necesidades 

reales de la población y las condiciones geográficas, especialmente en cuanto a mitigación de 

desastres.  

 

2.7.5 Desafíos 

 

El problema de la desigualdad territorial se debe atender desde  un enfoque integral e incluyente, que 

garantice el respeto a los derechos humanos. Deben considerarse aspectos como salud, educación, 

recreación, vivienda digna y alimentación; la participación de la sociedad civil organizada y el sistema 

de consejos de desarrollo en todos sus niveles, especialmente el local, es una condición indispensable, 

pues las actuales políticas, programas y estrategias no llenan las expectativas de la población urbana 
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y rural. Esta intervención integral debe hacer énfasis en la situación y condición de juventud, 

adolescencia y comunidades LGTBI.  

 

Es necesario efectuar una revisión de las políticas públicas, en la cual sea fundamental la inclusión 

de las mujeres, enfatizando en procesos sostenibles que vayan más allá de la atención durante un 

desastre, considerando la prevención como primordial. Y, al presentarse un desastre, se identificará a 

los grupos afectados o más vulnerables dejando a un lado influencias político partidistas.  

 

En la formulación de políticas, estrategias, programas y proyectos es preciso contar con datos 

estadísticos y censos poblacionales recientes para responder de manera eficiente a las demandas de 

la población.  

 

En cuanto al desarrollo de programas que favorecen la convivencia, se deben crear políticas públicas 

con cobertura nacional, no solamente en áreas específicas, ya que son políticas de prevención de 

índole social. Para ello es necesario un enfoque integral de todas las instituciones que velan por los 

derechos humanos, educación, salud, recreación, vivienda digna, alimentación. 

 

La gestión de riesgo debe visibilizarse en el presupuesto nacional y que, en el ámbito local, responda 

a la mitigación.  

 

Se debe efectuar una revisión exhaustiva del régimen de aguas en Guatemala; debe existir una ley y 

un ente rector definido, pues en Guatemala el acceso a agua cada día es más limitado para los pueblos, 

principalmente para los pueblos indígenas. Esto se debe al uso de grandes extensiones de tierra para 

monocultivos y para la industria extractiva que desvía el cauce de los ríos, especialmente en la época 

de sequía; con ello afecta a la población en general, pero principalmente a las comunidades que 

residen en sus alrededores. Lo anterior es una forma indirecta de despojo y desalojo de sus territorios, 

pues muchos de ellos se ven obligados a migrar a causa de la carencia de agua.  

 

2.8 PUEBLOS INDÍGENAS, INTERCULTURALIDAD Y DERECHOS 

 
El desarrollo de los derechos de los pueblos indígenas es prioritario y urgente; por ello el Consenso 

de Montevideo sobre Población y Desarrollo plantea siete medidas prioritarias orientadas a los 

pueblos indígenas, las cuales tienen como objetivo primordial favorecer su entorno económico, social, 

cultural y político.   

 

Una de las medidas prioritarias propone respetar y aplicar las disposiciones de la Declaración de 

Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, así como las del Convenio 169: 

garantizar el derecho a la salud, incluidos los derechos sexuales y reproductivos; erradicar la 

violencia; garantizar el derecho a la información y la comunicación; garantizar la participación de los 

pueblos indígenas en las delegaciones oficiales de las instancias regionales e internacionales relativas 

a los asuntos de población y desarrollo.  

 

Asimismo, respetar y garantizar los derechos territoriales de los pueblos indígenas, incluidos los 

pueblos en aislamiento voluntario y contacto inicial, prestando particular atención a los desafíos que 

plantean las industrias extractivas; adoptar las medidas necesarias en conjunto con los pueblos 

indígenas para garantizar que mujeres, niños, niñas y adolescentes y jóvenes indígenas gocen de 

protección y garantías plenas contra todas las forma de violencia y discriminación; garantizar el 

derecho a la comunicación e información de los pueblos indígenas, asegurando que las estadísticas 

nacionales respeten el principio de auto identificación.  
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En relación con los principales avances para la implementación de las medidas prioritarias para 

garantizar los derechos de los pueblos indígenas se menciona la creación de marco jurídico, 

institucionalidad pública, políticas, planes, programas y proyectos.  

 

2.8.1 Marco jurídico 

 

El PND K´atun 2032 se elaboró con la participación e inclusión de todos los sectores de la sociedad, 

especialmente representantes de los pueblos maya, garífuna y xinka, por lo que se considera como 

uno de los principales avances en cuanto a marcos normativos; aunque para la sociedad civil continúa 

siendo un reto la intervención integral y transversal del racismo desde las políticas públicas, así como 

de los derechos de los pueblos indígenas en la legislación.  

 

Guatemala ratificó el Convenio 169, que se refiere a la participación, consulta y respeto a los pueblos 

indígenas y tribales. No obstante, la sociedad civil refiere que, en cuanto a las consultas previas a los 

pueblos indígenas, contempladas en el Convenio 169, Guatemala no cuenta con unidades específicas 

o protocolos que consideren los derechos territoriales de los pueblos indígenas en la implementación 

de industrias extractivas y otras inversiones a escala global, por lo que un aproximado de 90% de los 

conflictos territoriales se generan por la falta de consulta sobre el uso de sus territorios. Se desconoce, 

asimismo, la Ley de Protección del Medio Ambiente y la afectación ambiental de los proyectos 

extractivos.  

 

2.8.2 Institucionalidad pública 

 

Atendiendo las consideraciones de los Acuerdos de Paz, el Estado de Guatemala incorpora dentro del 

aparato estatal instituciones de atención hacia los pueblos indígenas, entre ellas: la Comisión 

Presidencial contra la Discriminación Racial y el Racismo -CODISRA-, la Defensoría de la Mujer 

Indígena -DEMI-, el Fondo de Desarrollo Indígena -FODIGUA-. Estos mecanismos orientan su 

accionar en promover y favorecer los derechos y obligaciones de los pueblos indígenas, ante los 

organismos del Estado y la sociedad en general. La sociedad civil considera que el Estado cuenta con 

mecanismos débiles para la protección y defensa  de los pueblos  indígenas: se carece de mecanismos 

de transversalización y se desconocen las funciones y forma de funcionamiento de dichas 

instituciones que, además, no cumplen su mandato y trabajan con acciones centralizadas y 

presupuesto insuficiente, por lo que los compromisos asumidos por el Estado continúan pendientes 

de operativizar.  

 

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social -MSPAS- creó la Unidad de Atención en Salud de 

los Pueblos Indígenas e Interculturalidad de Guatemala -UASPIIG-, cuyo objeto es desarrollar marcos 

legales, políticas, planes y proyectos que favorezcan el desarrollo de los sistemas de salud indígenas 

y la interculturalidad en salud, en todos los niveles del área de salud. En este sentido, se promueve la 

multiculturalidad del país, orientando la legislación (normativas, reglamentos, políticas), así como las 

estrategias, programas, proyectos, planes y acciones para respetar la multiculturalidad, pero no se 

promueve una atención diferenciada, sino que se considera que la población guatemalteca debe ser 

atendida en igualdad de condiciones cuando usa los servicios de salud.    

 

De igual forma, destacan el Modelo de Atención Integral Comunitario de Atención en Salud -MISPA- 

y la Política Nacional de Comadronas, que incorporan elementos sustanciales de los principios 

cosmogónicos de los pueblos indígenas: aceptan que las personas empleen formas de cuidado de la 

salud, diferentes a la medicina occidental, se ha logrado promover que las comadronas sean reconocidas 

por el MSPAS y acompañen a las pacientes en el momento del parto institucional; también se les permite 

emplear sus procedimientos de medicinas ancestrales para la atención prenatal y postnatal.  
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No obstante, la sociedad civil valora como insuficientes las medidas implementadas para atender las 

necesidades de la población indígena, que por décadas ha utilizado medicinas ancestrales que han 

demostrado eficacia en la atención para la salud integral. La medicina ancestral constantemente es 

descalificada y desprestigiada, sin que exista medida alguna que la promueva y/o fortalezca. 

 

En cuanto al Sistema Información Gerencial en Salud -SIGSA-, se evidencia que registra los 

problemas de salud más recurrentes en la población guatemalteca y de los pueblos maya, garífuna y 

xinka; sin embargo, en los reportes nacionales no figura esta información desagregada por etnia, lo 

que dificulta la implementación de acciones específicas para pueblos indígenas. Aunque el MSPAS 

cuenta con mecanismos e instrumentos para fortalecer el enfoque de atención, estos no se 

implementan especialmente en los niveles de prevención, atención y recuperación de la salud en el 

ámbito territorial. 

 

Cabe considerar, por otra parte, al Ministerio de Educación -MINEDUC-, que por medio de la 

Dirección de Educación Bilingüe implementa procesos metodológicos innovadores en los distintos 

niveles y modalidades del sistema educativo nacional, acerca de innovación metodológica, materiales 

educativos y fortalecimiento a la educación bilingüe intercultural. No obstante, la sociedad civil 

señala que en el CNB no se promueve la interculturalidad y, en el proceso de enseñanza-aprendizaje, 

no se toma en cuenta el conocimiento de la cosmovisión maya.  

 

El MINTRAB promueve los derechos de los pueblos indígenas mediante la socialización del Convenio 

169 de la Organización Internacional del Trabajo. 

 

La DEMI se creó mediante el Acuerdo Gubernativo N. 525-99, con el objetivo de defender y 

promover el pleno  ejercicio de los derechos de  las  mujeres indígenas, para  contribuir a la 

erradicación de  todas las formas de violencia y discriminación contra la mujer  indígena, con base 

en los principios y valores de los pueblos indígenas. 

 

La SEPREM coordina la puesta en marcha de estrategias institucionales que contribuyan a garantizar 

el desarrollo integral, la prevención de la violencia y discriminación contra niñas, niños, adolescentes, 

jóvenes y mujeres de los pueblos maya, garífuna y xinka; a la vez, implementa acciones para llevar a 

cabo procesos de incorporación del enfoque de equidad de género en las políticas públicas globales, 

sectoriales, transversales y territoriales. 

 

Por su parte, el Organismo Judicial -OJ- incorpora, en el área de protección y acceso a la justicia, un 

protocolo de atención a mujeres indígenas para el acceso a la justicia, el cual contiene aspectos 

mínimos que han de observar funcionarios, empleados judiciales y administrativos del OJ y de la 

Corte Suprema de Justicia -CSJ-. Los principales derechos de las mujeres indígenas, por garantizar 

son: a la auto identificación; a no ser discriminada por género, pertenencia étnica y condición 

socioeconómica; a ser atendida en su propio idioma; y a la tutela judicial.  

 

Por medio del decreto 117-2014 se creó el Gabinete de Pueblos Indígenas e Interculturalidad, 

integrado por los 14 ministerios y las instituciones con mandato específico en los pueblos maya, 

garífuna y xinka. La función de dicho gabinete consiste en discutir y formular propuestas de reformas 

políticas, legales, administrativas y presupuestarias, dentro del concepto de unidad nacional e 

integridad territorial, con el propósito de adecuar la estructura de la institucionalidad del Estado a la 

diversidad cultural, étnica y lingüística de los pueblos que habitan el territorio nacional.  
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En el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural se aprobó la Comisión de Pueblos Indígenas44 

para asesorar al CONADUR en materia de identidad y derechos de los pueblos maya, garífuna y xinka, 

necesidades y problemas que afrontan las comunidades, así como apoyar la participación efectiva de 

los integrantes de los pueblos en los consejos regional y departamental de desarrollo e impulsar diálogos 

entre las entidades que conforman el Consejo Nacional y autoridades ancestrales.  

 

Actualmente se encuentra en formulación la Política Nacional de Pueblos Indígenas e Interculturalidad, 

que incluye 11 lineamientos para el fortalecimiento de la identidad cultural, étnica y lingüística de los 

pueblos maya, xinka y garífuna, expresada en su cosmovisión y espiritualidad, idiomas y patrimonio 

histórico, formas de vida y de organización social, costumbres y tradiciones, instituciones y 

autoridades ancestrales, que permitan el desarrollo integral y de la convivencia respetuosa entre todas 

las comunidades culturales de este país centroamericano. 

 

2.8.3 Políticas y planes 

 
Se cuenta con una Ley de Idiomas Nacionales que obliga al Estado a brindar los servicios en el idioma 

materno. Sin embargo, los servicios de salud, educación, justicia, entre otros, no cuentan con 

intérpretes o personal bilingüe especializado y permanente que atienda a la población indígena. 

 

Un aporte importante lo constituye la propuesta del MP que presentó la Política de Acceso de los 

Pueblos Indígenas 2017-2025, la cual plantea una intervención integral en la transformación de los 

servicios que esta institución brinda a los pueblos indígenas; en particular, a las mujeres indígenas y 

a las personas con discapacidad; su principal objetivo es promover y respetar la visión pluricultural 

de la justicia.   

 

Además, con la Política Pública para la Convivencia y Eliminación del Racismo y la Discriminación 

Racial, cuyo objetivo es contribuir al tránsito de un Estado homogéneo y mono cultural hacia un 

Estado plural, con el fin de que los pueblos indígenas, grupos socio-culturales y ciudadanos no 

padezcan ningún tipo de discriminación racial ni exclusión económica-social, en igualdad de 

condiciones a partir de su cultura, etnia y género.  

 

La Política Pública de Reparación de las Comunidades Afectadas por la Construcción de la 

Hidroeléctrica Chixoy tiene como objetivo primordial promocionar la reparación y solución de las 

violaciones a los derechos humanos de las 33 comunidades afectadas por la construcción de la 

hidroeléctrica Chixoy, por medio de medidas que logren el desarrollo social y económico, el acceso 

a la tierra, la rehabilitación de infraestructura y el pleno ejercicio de sus derechos.  

 

La Política Agraria tiene como objeto transformar la situación agraria de Guatemala, promoviendo la 

certeza jurídica sobre la propiedad, posesión y tenencia de la tierra, su acceso y la resolución de los 

conflictos agrarios, para que junto con los usos de otros activos productivos se mejoren las 

condiciones de vida de la población del área rural y se propicie el desarrollo rural integral.    

 

La Política de Desarrollo Rural Integral promueve un avance permanente en la calidad de vida de las 

poblaciones que habitan las áreas rurales, mediante el acceso equitativo y sostenible de los recursos 

productivos, medios de producción, bienes naturales y servicios ambientales para alcanzar el 

desarrollo integral en el área rural; está pendiente la aprobación de la Ley de Desarrollo Rural Integral. 

 

En cuanto al derecho a la comunicación e información de los pueblos indígenas, es importante 

mencionar que se cuenta con un canal de televisión nacional, Canal 5 TV Maya, pero este no cuenta 

                                                           
44 CONADUR. Punto resolutivo 02-2017, art. 4 del 12 mayo de 2017. 
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con el presupuesto necesario para su funcionamiento y, aunque es una frecuencia abierta, no tiene 

cobertura nacional. Por ello son pocos los hogares que tienen acceso a la información que allí se 

transmite. Es importante mencionar la no aprobación de la iniciativa 4087 sobre radios comunitarias, 

que la sociedad civil considera es un instrumento fundamental para el fortalecimiento y acceso a la 

información para la población indígena en su idioma.  

 

La sociedad civil también plantea que el enfoque actual de la Política de Turismo considera a los 

pueblos indígenas como atractivo turístico y comercial; de manera que su cultura y cosmovisión se 

tratan simplemente como folklor, por eso es necesaria su reestructuración.  

 

En la misma línea, se considera que los programas de transferencias condicionadas, así como el Plan 

Hambre Cero y otros, están construidos sobre lógicas asistencialistas, no de reconocimiento de 

derechos y han politizado partidariamente a las personas beneficiarias, por tanto, no resuelven la 

problemática estructural que vive la población indígena del país.   

 

2.8.4 Acciones implementadas, avances y progresos 

 

Al respecto de los principales avances acerca de mecanismos interinstitucionales se ha implementado 

la Coordinadora Interinstitucional Indígena del Estado -CIIE- 2011, la cual surge con la intención de 

constituirse en un órgano especializado en la problemática de los pueblos indígenas; la mayoría de 

entidades que aglutina son del Organismo Ejecutivo, entre ellas: CODISRA, DEMI, FODIGUA, MP, 

SEGEPLAN, MINTRAB, MINEX, PDH.  

  

El Sistema Nacional de Inversión Pública -SNIP-, del 2013 a la fecha, incorpora la perspectiva de 

equidad en los proyectos específicamente de género y pueblos; ese es un paso importante dirigido a 

mejorar la calidad de vida de las personas. 

 

2.8.5 Desafíos 

 

Establecer mecanismos de consulta acordes con los estándares internacionales, con carácter libre, 

previo e informado, especialmente acerca de las industrias extractivas en las dinámicas poblacionales 

indígenas, violencia en los territorios, emigración por deterioro ambiental.  

 

Fortalecer y promover la participación de los pueblos indígenas en la institucionalidad pública, así 

como la incorporación del racismo y los derechos de los pueblos indígenas como ejes transversales 

para el diagnóstico, análisis, elaboración y ejecución de políticas, planes, leyes y acciones.  

 

Practicar una revisión exhaustiva de la legislación nacional para garantizar la incorporación de los 

pueblos indígenas en todo el sistema estadístico nacional, con su plena y efectiva participación en la 

generación de información, mejorando la integridad, calidad y oportunidad de la información 

sociodemográfica de los pueblos indígenas. En el caso de las encuestas, revisar en este sentido, los 

diseños muestrales.    

 

Velar por el cumplimiento de la Ley de Idiomas Nacionales, garantizar que los servicios del Estado 

se brinden en el idioma materno de los pueblos indígenas, especialmente lo concerniente a salud, 

educación y justicia.  

 

Aprobar la Iniciativa de Ley 4087 sobre Radios Comunitarias, como mecanismo para que las 

comunidades accedan a sus propios medios de comunicación y asignar el presupuesto necesario que 

permita el funcionamiento adecuado del Canal 5 TV Maya, mejorar su cobertura y el acceso de los 

hogares; además, aprobar la Iniciativa de Ley 4084 Desarrollo Rural Integral.  
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Reforzar los registros del sistema de salud que permitan desagregar la información por etnia y que 

esta se constituya en herramienta o insumo para la toma de decisiones y el impulso de acciones 

específicas para atender a los pueblos indígenas. 

 

Promover el desarrollo de la salud desde la cosmovisión de los pueblos indígenas.   

 

2.9 AFRODESCENDIENTES: DERECHOS Y COMBATE AL RACISMO Y 

LA DISCRIMINACIÓN RACIAL 

 
El Consenso de Montevideo, consistente con la Declaración y Programa de Acción de Durban, hace 

énfasis en reducir las brechas de desigualdad de los grupos de poblaciones en condiciones de 

vulnerabilidad, la erradicación de la discriminación y el racismo estructural y la visibilización de los 

pueblos afrodescendientes en políticas y programas. Dicho compromiso, internacionalmente, incide 

en la toma de decisiones acerca de planificación de los Estados parte, las cuales se reflejan en las 

prioridades nacionales armonizadas con los programas de las Naciones Unidas, que se cumplirá por 

medio de la rendición de cuentas, la participación amplia, transparencia y vigencia del Estado de 

derecho, en sus tres dimensiones: en lo social, económico y ambiental; por ello se trabaja la 

implementación de la cooperación Sur-Sur, la Norte-Sur y la triangular. 

 

Se han considerado algunas medidas prioritarias para las personas garífunas y afrodescendientes, 

entre ellas: visibilización dentro de los marcos normativos nacionales; aplicar el enfoque de derechos 

humanos con perspectiva de género e interculturalidad para reducir las brechas de desigualdad; 

promover la auto identificación de los pueblos garífuna y afrodescendientes para garantizar su 

inclusión en el desarrollo integral; garantizar el acceso universal de mujeres garífunas y 

afrodescendientes a los servicios de salud sexual y reproductiva oportunos y de calidad, con 

perspectiva intercultural; disponer de políticas de acción afirmativa con recursos financieros 

adecuados, tendientes a alcanzar la igualdad y la no discriminación, asegurando plenamente los 

derechos de las mujeres garífunas y afrodescendientes, en particular los derechos sexuales y los 

reproductivos; generar información desglosada y datos estadísticos, tomando en cuenta las variables: 

sexo, edad y condiciones socioeconómicas de la población garífuna y afrodescendiente. 

 

Como parte del reconocimiento a los derechos de las personas afrodescendientes, Guatemala se ha 

sumado a la promoción y reconocimiento del Decenio Internacional para los Afrodescendientes, que 

va del 1 de enero 2015 al 31 de diciembre 2024; promueve este compromiso en toda la 

institucionalidad, enfatiza en la necesidad de impulsar acciones tendientes a garantizar la igualdad y 

la no discriminación, justicia y el derecho al desarrollo y medidas de lucha contra la pobreza. Esto se 

produce en un contexto de una grave problemática económica y social, derivada de la falta de 

oportunidades y condiciones para una vida digna, en el que 75% de la población garífuna y 

afrodescendiente ha emigrado.  

 

En Guatemala existen 61 políticas públicas, de las cuales 11 se relacionan con los derechos de los 

pueblos garífuna y afrodescendiente; son las siguientes:  
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Políticas públicas  

Política Nacional de Reparación a las Comunidades Afectadas por la Hidroeléctrica Chixoy 

Política Institucional para la Igualdad de Género y Marco Estratégico de Implementación 

2014-2023. Ministerio de Agricultura  

Política Agraria, Política Nacional de Empleo Digno 2017-2032 

Política Nacional para el Desarrollo Turístico Sostenible de Guatemala 2012-2022 

Política Nacional del Patrimonio Cultural Intangible 

Políticas Educativas 

Política Nacional de Comadronas de los Cuatro Pueblos de Guatemala: Maya, Garífuna, 

Xinka y Mestizo 

Política Nacional de Desarrollo Rural Integral 

Política de Desarrollo Social y Población 

Política Pública para la Convivencia y la Eliminación del Racismo y la Discriminación 

Racial 

Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres 2008-2023 
Fuente: elaboración de SEGEPLAN, 2017. 
 

El PND K´atun 2032 enfatiza en la protección social a los grupos de población priorizados; entre 

ellos, pueblos indígenas; mujeres, en particular, indígenas y rurales.  

 

Ante el pleno del Congreso de la República se presentaron treinta (30) iniciativas de ley en favor de 

los pueblos indígenas; algunas están en proceso de revisión y otras no han sido conocidas ante el 

pleno. Las más relevantes son las siguientes:  

 

Iniciativa número de registro 1740 (año 1997), que propone la Ley de los Pueblos Mayas, Xinka y 

Garífuna; Iniciativa 2011 (año 1998) referente a la Reivindicación de la Etnia Garífuna, la cual 

propone declarar de interés nacional la protección de las costumbres y cultura garífunas, como 

principal impulsor de la existencia de grupos étnicos. Iniciativa 4345 (año 2011), que propone la Ley 

de Creación del Instituto Garífuna para el Desarrollo; Iniciativa 5133 (año 2016), que plantea aprobar 

la Ley de Reconocimiento del Pueblo Afrodescendiente Creole en Guatemala. 

 

Por otra parte, el Ministerio de Finanzas Públicas debe incluir en el presupuesto de cada ejercicio 

fiscal la cantidad de un millón de quetzales para el fomento de la cultura garífuna; este pueblo a su 

vez, debe organizarse legalmente para recibir el aporte. En esta línea, el Ministerio de Educación debe 

establecer acciones tendientes a fomentar la cultura garífuna; en el año 2010, mediante el acuerdo 

ministerial número 741-2010 se declaró el 25 de julio de cada año como Día Nacional de la Mujer 

Garífuna, esto en el Marco del día Internacional de la Mujer Afrocaribeña y Afrodescendiente. 

 

En el año 2014 se integró la Mesa Interinstitucional Garífuna Afrodescendientes, para impulsar 

acciones estratégicas dentro de la institucionalidad pública en el Marco del Decenio Internacional de 

los Afrodescendientes, coordinada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Comisión 

Presidencial contra la Discriminación y el Racismo contra los Pueblos Indígenas en Guatemala -

CODISRA- y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 

en Guatemala -OCNUDHG-.  

 

Dicha mesa se fortaleció en 2015 con la incorporación de: Ministerio de Ambiente y Recursos 

Naturales, Ministerio de Cultura y Deportes, Ministerio de Educación, Fondo de Desarrollo Indígena 

Guatemalteco, Defensoría de la Mujer Indígena, Comisión Presidencial de los Derechos Humanos y 

Secretaria de Planificación y Programación de la Presidencia. Esta mesa dirigió el Lanzamiento 

Oficial del Decenio Internacional de las Personas Afrodescendientes, el 04 de noviembre de 2015, en 
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el marco de los 50 años de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Racial -CERD-, y el Lanzamiento Oficial del Decenio Internacional de los 

Afrodescendientes. 

 

Si bien, el Decenio del Pueblo Afrodescendiente inició en Guatemala el 1 de enero del 2015, hasta el 

momento el Estado de Guatemala no lo ha asumido políticamente; tampoco tiene un plan estratégico 

que dé cuenta de sus tres componentes: reconocimiento, justicia y desarrollo. En este sentido, la 

sociedad civil considera que el Estado debería ejercer acciones más contundentes para visibilizar y 

atender las demandas de la población garífuna y afrodescendiente. 

 

La sociedad civil considera que aunque se cuenta con un nivel legislativo favorable y políticas 

públicas cuyo objetivo es erradicar el racismo y la discriminación racial, la Comisión Presidencial 

contra la Discriminación y el Racismo -CODISRA-, como ente rector, tiene debilidades en la 

coordinación interinstitucional, carece de fuerza política, recursos económicos y humanos suficientes 

para cumplir con su mandato. La relación entre CODISRA y sociedad civil se debilitó al perderse el 

procedimiento para postular al Comisionado Presidencial contra la Discriminación y el Racismo, que 

se convirtió en un puesto político y se redujo el nexo político para que la sociedad civil canalice 

propuestas o demandas. En 15 años ha habido pocos casos de denuncia sobre racismo y 

discriminación racial y pocas condenas que establezcan un precedente para que dicho flagelo sea 

reconocido como un delito. Ese racismo se refleja en exclusión de varios procesos políticos, no 

obstante, la situación como tal, no es considerada discriminación racial. CODISRA no es una 

instancia de referencia para el acceso a la justicia. 

 

2.9.1 Acciones implementadas, avances y progresos 

 

Cabe resaltar que como producto de los informes acerca de Derechos Humanos de los Pueblos 

Indígenas y Personas Garífunas y Afrodescendientes presentados ante el Comité para la Eliminación 

de la Discriminación Racial -CERD-, este órgano emitió recomendaciones a los Estados parte, para 

que evidencien planes, programas y proyectos en el marco de la Convención Intencional sobre la 

Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial. En ese sentido está vinculada la 

Comisión Presidencial contra la Discriminación y el Racismo contra los Pueblos Indígenas en 

Guatemala -CODISRA- con el espacio del Comisionado Presidencial para la Atención de los Pueblos 

Garífuna y Afrodescendiente.  

 

No existen programas, proyectos o mecanismos que garanticen la participación y desarrollo del 

pueblo garífuna y afrodescendiente y, menos aún, para las mujeres; por lo que el pueblo garífuna vive 

sin depender, en su mayoría, de lo que el Estado le brinde. La falta de acceso al desarrollo ha obligado 

a la población a emprender procesos significativos de migración. 

 

Sobre este punto, la sociedad civil considera que el sistema de salud, educativo y de información 

limitan las posibilidades de desarrollo del pueblo garífuna y afrodescendiente. El sistema nacional de 

salud ignora la cosmovisión del pueblo y de las mujeres garífunas; eso limita el ejercicio de los 

derechos sexuales y derechos reproductivos. Las estadísticas en salud dan cuenta de las enfermedades 

y las causas de muerte de la población, mas no se toman en cuenta en procesos de prevención. Por 

otro lado, no existe información demográfica ni datos estadísticos actualizados que determinen la 

presencia afrodescendiente y garífuna en el territorio guatemalteco; por lo cual la política pública no 

responde a las necesidades y demandas propias del pueblo garífuna. 
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2.9.2 Desafíos 

Formular e implementar el Plan Nacional en el marco del Decenio Internacional de las Personas 

Afrodescendientes, el cual contempla 37 medidas encaminadas al reconocimiento, justicia y 

desarrollo de la población garífuna y afrodescendiente; también es considerada en la medida No. 2 

Formas múltiples o agravadas de discriminación. 

 

Garantizar que el mecanismo implementado para asesorar, formular y evaluar políticas públicas 

tendientes a erradicar la discriminación racial, en este caso, la Comisión Presidencial Contra la 

Discriminación y el Racismo -CODISRA- fortalezca sus acciones en cumplimiento de su mandato y 

a la vez, se respete el proceso de selección y nombramiento de sus comisionados.  

 

Fortalecer los mecanismos de coordinación interinstitucional e intersectorial que permitan impulsar 

acciones en beneficio de la población garífuna y afrodescendiente, especialmente los que promuevan 

la legitimidad de los procesos de selección y nombramiento de su representante; además, que 

garantice la gestión de recursos y vele por que estos sean utilizados de forma eficiente y oportuna. 

 

El racismo y la discriminación racial es un delito, por lo que se debe promover una cultura de denuncia 

y mejorar los mecanismos de registro, control y seguimiento por medio del fortalecimiento de la 

institucionalidad, para el avance de la población garífuna y afrodescendiente. La discriminación y el 

racismo deben dejar de verse como tolerables.  

 

En lo referente al acceso a la justicia es importante establecer alianzas entre MINEDUC, Academia 

de Lenguas Mayas y Organismo Judicial para garantizar que las resoluciones se den a conocer en los 

idiomas nacionales de los diferentes pueblos y se continúe con el fortalecimiento de las capacidades 

para el rescate de los idiomas maternos. 

 

Promover los idiomas propios, como reconocimiento de su valor en términos de convivencia; para 

ello se necesita hacer efectivo el cumplimiento de la Ley de Idiomas Nacionales.  

 

Transitar del activismo institucional a acciones concretas que permitan dar cumplimiento a la 

Conferencia y Programa de Acción de Durban y de la Agenda del Decenio Internacional de las 

Personas Afrodescendientes, asumido como un compromiso de Estado. Considerar los aportes 

realizados por la sociedad civil organizada, en cuanto a reconocimiento, justicia y desarrollo, tomando 

en cuenta que su propuesta tiene 100 acciones específicas, de las cuales la institucionalidad ha 

adoptado únicamente 13. 

 

Promover las estrategias para la atención oportuna que emplea el MSPAS por medio de la Unidad de 

Atención en Salud de los Pueblos Indígenas e Interculturalidad de Guatemala y el Programa de 

Medicina Ancestral, que se incorporaron a la estructura del sistema de salud estatal. 

 

Fortalecer las acciones de prevención en la salud de las mujeres garífunas para la promoción de sus 

derechos sexuales y reproductivos, con actitud de respeto a su cosmovisión. Enfatizar en las 

enfermedades que, como pueblo, les afectan más, las que son crónicas en cada pueblo y que no se 

toman en cuenta en el sistema de salud, promoviendo los DSR con respeto a la cosmovisión garífuna 

y afrodescendiente.  

 

Efectuar el diagnóstico de situación y condición con datos demográficos actualizados de la población 

garífuna y afrodescendiente, que proporcionen insumos para la elaboración del Plan Nacional de 

Acción del Decenio de los Afrodescendientes. 
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CAPÍTULO 3 

CONCLUSIONES Y DESAFÍOS 
 

3.1 Conclusiones generales 
 

El Plan Nacional de Desarrollo K´atun Nuestra Guatemala 2032 se constituye en el instrumento de 

planificación de largo plazo que incluye de manera transversal la gestión del riesgo y cambio 

climático, la equidad étnica y de género y la población. Plantea una visión de desarrollo centrada en 

las personas, en el marco de los derechos humanos.  

 

La SEGEPLAN actualiza la metodología y sus herramientas para la elaboración de planes de 

desarrollo y ordenamiento territorial -PDM-OT-. La nueva metodología pretende que, de manera 

participativa, las municipalidades actualicen su plan de desarrollo municipal y elaboren su plan de 

ordenamiento territorial, alineados al PDN y a los Objetivos de Desarrollo Sostenible -ODS-. Esta 

guía orienta la formulación de los planes municipales con enfoques de gestión de riesgo y cambio 

climático, de equidad étnica y de género, ecosistémico y de mejoramiento de vida. Además, se 

convertirá en herramienta de planificación, elaboración e implementación de políticas.  

 

El Estado de Guatemala dispone de un marco jurídico y político para garantizar que sus 

intervenciones trasciendan a realizar acciones concretas, eficientes y oportunas para el cumplimiento 

de los derechos humanos, sociales, económicos, culturales, civiles y políticos de los sujetos (pueblos 

indígenas, afrodescendientes, mujeres, juventud, niñez, adolescencia, adultos mayores y población 

LGTBI), así como para reducir las brechas de desigualdad territorial, étnica, de género y generacional. 

No obstante, las debilidades se encuentran en su implementación y los mecanismos de seguimiento y 

evaluación dispuestos para su observancia, lo cual disminuye los alcances reales que promueven.  

 

La pobreza, en sus diversas manifestaciones, sigue siendo un problema pendiente de resolver en el 

país. Guatemala evidencia importantes brechas entre diversos grupos de población, especialmente 

entre la que reside en las área urbana y rural; entre la población indígena y mestiza/ladina; así como 

en los roles que ejercen hombres y mujeres y que desfavorecen a ellas.   

 

La estabilidad macroeconómica y el crecimiento económico constante no se ha traducido en mejora 

de los indicadores sociales o de las condiciones de vida para el bienestar de la mayoría de la población. 

Por ello, la erradicación de estas brechas debe ser prioridad de las políticas públicas.   

 

En Guatemala existe un marco político legal, enfocado en un modelo de desarrollo que impacta 

negativamente en términos socio ambientales, lo que vulnera los derechos de los pueblos indígenas y 

de toda la población, limita el disfrute de derechos humanos básicos tales como: la salud, la 

alimentación y la organización, al criminalizar a los líderes y organizaciones que defienden su 

territorio. Este modelo, además, genera desplazamiento obligado y migración interna debido a la 

adjudicación de las tierras, para su explotación o exploración, a las empresas transnacionales.  

 

Guatemala es un país pluricultural, multiétnico y multilingüe, habitado por cuatro pueblos: maya, 

garífuna, xinka y ladino o mestizo. Por ello, en el diseño, formulación y desarrollo de políticas, planes, 

programas y acciones; así como en el diseño de la institucionalidad encargada de operativizarlos es 

necesario tener en cuenta la pertinencia cultural y la cosmovisión de los pueblos. 

 

El Estado guatemalteco cuenta con mecanismos para la protección y defensa de derechos de los 

pueblos indígenas, garífuna y afro. Sin embargo, carece de mecanismos de transversalización, se 
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trabaja con acciones centralizadas y presupuesto insuficiente; en consecuencia, los compromisos 

asumidos continúan pendientes de operativizar. Es necesario que el Estado priorice a la población 

como sujeta de derechos, según lo establece el Consenso. 
 

En el caso del ordenamiento territorial y sostenibilidad ambiental, es fundamental conocer la 

concepción del territorio de los pueblos indígenas, vinculada a su vivencia cosmogónica, y cómo, a 

partir de esta, se vive el impulso de proyectos de hidroeléctricas y extracción minera, qué implica 

para los pueblos el despojo de sus territorios, así como la criminalización y judicialización por la 

defensa de estos.  

 

Las políticas públicas para el fomento de territorios articulados, integrados y con cohesión no plantean 

una integración efectiva de los pueblos indígenas y las mujeres; consideran la sostenibilidad 

únicamente en función de lo económico y no desde lo social y ambiental. 

 

El desarrollo pleno de todo ser humano depende de la satisfacción de sus necesidades básicas y, en 

este aspecto, la sexualidad tiene un rol preponderante. Los derechos sexuales y reproductivos son 

derechos humanos universales.  

 

Es fundamental garantizar el ejercicio de los derechos emanados de la ley y contenidos en políticas 

públicas y en los mandatos institucionales. Fortalecer los espacios de diálogo y participación 

ciudadana es imprescindible para atender la conflictividad social permanente.  

 

3.2 Desafíos y retos 
 

En este sentido, los principales desafíos producto de las consultas realizadas a la institucionalidad 

pública y a la sociedad civil son los siguientes: 

 

3.2.1 Intervenciones integrales y transversales 

 

Es necesario un esfuerzo desde las políticas públicas para desnaturalizar la discriminación racial y 

dejar de verla como tolerable.   

 

Es necesario avanzar en el cambio de paradigmas de pensamientos tradicionales, generar análisis que 

permita, a mujeres, pueblos indígenas, afrodescendientes, niñez, juventud, personas adultas mayores, 

población LGTBI y con discapacidad, pensar como sujetos y ciudadanos; con la gestión de políticas 

con enfoque integral que favorezca a la mayoría de la población, garantice disminuir el deterioro del 

medio ambiente y reducir las brechas de pobreza en la población rural e indígena.  

 

Las políticas públicas y acciones institucionales deben partir de intervenciones integrales, que atiendan 

la causalidad de los problemas y las dinámicas estructurales que provocan la falta de atención a las 

necesidades de la población, el empobrecimiento, la violencia en general y contra las mujeres, etc.  

 

Esta intervención integral debe poner énfasis en la situación y condición de mujeres, juventud, 

adolescencia, personas adultas mayores y comunidades LGTBI; en la incorporación de la erradicación 

del racismo y los derechos de los pueblos indígenas como ejes transversales para el diagnóstico, 

análisis, elaboración, ejecución y evaluación de políticas, planes, leyes y acciones; además, priorizar 

el desarrollo de los derechos sexuales y reproductivos, que comienzan a ser entendidos como 

elemento fundamental del desarrollo integral de los seres humanos y del desarrollo sostenible de los 

países, a partir de la relación directa de estos derechos con la dignidad, la libertad, la salud. 
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Las intervenciones integrales desde un nuevo paradigma implican un cambio cultural, lo que plantea 

el reto de la elaboración de mensajes en el ámbito educativo y comunicacional, así como la creación 

de procedimientos institucionales y protocolos de actuación que contribuyan a la erradicación de las 

distintas formas de pensar y actuar que reproducen, de manera cotidiana, la discriminación y violencia 

hacia las poblaciones excluidas. 

 

3.2.2 Intervención no asistencialista, con lógica de derechos 

 

Es importante que el Estado guatemalteco coloque la atención necesaria y pertinente en visualizar a la 

población como sujeta de derechos, trascendiendo un enfoque asistencialista con énfasis en procesos 

sostenibles que vayan más allá de la atención inmediata o con criterios clientelares partidistas.  

 

3.2.3 Políticas públicas adaptadas y revisadas 

 

Se necesita la aplicación, seguimiento y monitoreo de las políticas públicas existentes, a partir de una 

adaptación y revisión de la legislación y las normativas vigentes, que identifiquen los vacíos y 

proponga la aprobación de nueva legislación o la reforma de la existente, de conformidad con los 

tratados y convenios internacionales ratificados por Guatemala acerca de derechos humanos.  

 

La aplicación, seguimiento y monitoreo deben enfatizar la inclusión de grupos minoritarios y 

socialmente excluidos de las políticas públicas.  

 

3.2.4 Sistema estadístico confiable 

 

Se debe contar con registros estadísticos, para que en la formulación de políticas, estrategias, 

programas y proyectos se tengan datos confiables que permitan responder a las necesidades la 

población. Resolver esta carencia de información estadística requerirá construir alianzas con distintos 

actores, entre ellos las municipalidades, que podrían generar censos municipales.  

 

En el caso de los sistemas estadísticos referidos a pueblos indígenas, es necesaria una revisión 

exhaustiva de la legislación nacional para garantizar la incorporación de los pueblos indígenas en 

todo el sistema estadístico nacional, con su plena y efectiva participación en la generación de 

información, mejorando la integridad, calidad y oportunidad de la información sociodemográfica de 

los pueblos indígenas. En el caso de las encuestas, se deben revisar los diseños muestrales. 

 

Los registros del sistema de salud deben permitir desagregar la información por etnia, para que esta 

información se constituya en herramienta o insumo para la toma de decisiones y el impulso de 

acciones específicas para atender a los pueblos indígenas. 

 

Los registros estadísticos deben avanzar no solo en la desagregación del dato, sino en visualizar las 

problemáticas generadas por la desigualdad de género que van más allá de la desagregación. Generar 

análisis de género de los registros administrativos y estadísticos para la toma de decisión es uno de 

los mayores retos para la institucionalidad en su totalidad.   

 

3.2.5 Sistema universal de protección y atención social 

 

Tomando en cuenta el carácter multidimensional de la pobreza, el país necesita avanzar en la 

implementación de intervenciones integrales relacionadas con sistemas universales de protección 

social, mejora de los ingresos, generación de oportunidades de empleo, acceso a servicios sociales, 

entre ellos: salud, educación, seguridad alimentaria y seguridad ciudadana.  
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En cuanto a la cobertura y alcance de los servicios, se necesitan serias transformaciones en términos 

de prestación de servicios de atención en salud, que requerirán desarrollar mecanismos de atención 

integral y diferenciada La ampliación de la cobertura de dichos servicios debe partir de lo local para 

llegar a lo nacional, así como ampliar la cantidad de población beneficiada.  

 

3.2.6 Fortalecimiento de la institucionalidad pública 

 

Se reconoce que el país cuenta con una exhaustiva gama de normativa legal y de política pública. Sin 

embargo, es necesario avanzar en el fortalecimiento de los procesos de planificación, programación, 

implementación y presupuesto, así como del monitoreo y evaluación. 

 

Es prioridad del Estado el fortalecimiento de la institucionalidad pública, instalar procesos de 

asignación presupuestaria, revisar actividades institucionales, por medio de la planificación, actualizar 

los marcos jurídicos que garantizan los derechos humanos, compromiso por parte de las autoridades y 

sobre todo, que la sociedad guatemalteca en conjunto, asuma y entienda la importancia de generar 

condiciones propicias en educación, empleo, salud, prevención y combate de la violencia; acceso a la 

justicia para la población, garantizar calidad de vida digna para la población actual y del futuro.  

 

3.2.7 Promoción de la participación plena 

 

Al enfatizar en que el PND K´atun 2032 fue elaborado de forma participativa, en el marco del Sistema 

de Consejos de Desarrollo, el Estado de Guatemala asume la obligación de fortalecer y promover la 

participación plena de pueblos indígenas, afrodescendientes, mujeres, juventud, niñez, adolescencia, 

personas adultas mayores y población LGTBI en la institucionalidad. Esta participación no solo debe 

ser de forma nominal, sino desde la condición de sujetos.  

 

De esta forma, el diálogo abierto, el análisis y reflexión que comprende las opiniones de los diferentes 

sectores y actores, permitirá alcanzar los objetivos de desarrollo previamente consensuados.  
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Abreviaturas y acrónimos 
 

ACNUR Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los RefugiadosBANGUAT 

 Banco de Guatemala  

CAI   Centro de Atención Integral  

CEPAL  Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

CGC   Contraloría General de Cuentas 

CNA  Consejo Nacional de Adopciones 

COCODE  Consejo Comunitario de Desarrollo 

CODEDE  Consejo Departamental de Desarrollo 

CODISRA  Comisión Presidencial contra la Discriminación y el Racismo 

COMUDE  Consejo Municipal de Desarrollo 

CONADUR  Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural 

CONAMIGUA Consejo Nacional de Atención al Migrante de Guatemala  

CONAP  Consejo Nacional de Áreas Protegidas 

CONAPREVI  Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y  

contra las Mujeres 

CONJUVE  Consejo Nacional de la Juventud 

COPREDEH  Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en Materia de  

Derechos Humanos  

DEMI  Defensoría de la Mujer Indígena 

DMM   Dirección Municipal de la Mujer 

ENCOVI  Encuesta Nacional de Condiciones de Vida 

ENEI   Encuesta Nacional de Empleo e Ingresos 

ENSMI  Encuesta Nacional de Salud Materno Infantil 

FODIGUA  Fondo de Desarrollo Indígena Guatemalteco 

FONTIERRA  Fondo de Tierras 

GEM   Gabinete Específico de la Mujeres 

IGSS  Instituto Guatemalteco de Seguridad Social 

INE   Instituto Nacional de Estadística 

INFOM  Instituto de Fomento Municipal 

MAGA  Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación 

MARN  Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales  

MEM  Ministerio de Energía y Minas 

MICIVI Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda 

MICUDE Ministerio de Cultura y Deportes 

MIDES  Ministerio de Desarrollo Social 

MINECO  Ministerio de Economía 

MINEDUC Ministerio de Educación 

MINFIN  Ministerio de Finanzas Públicas 

MINGOB Ministerio de Gobernación 

MINTRAB  Ministerio de Trabajo y Previsión Social 
MINEX  Ministerio de Relaciones Exteriores 

MP   Ministerio Público 

MSPAS Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social 

OCDE  Organización para la Cooperación y el Desarrollo EconómicoOJ 

 Organismo Judicial 

OIM  Organización Internacional para las Migraciones 

OPS  Organización Panamericana de la Salud 

PAFFEC  Programa de Agricultura Familiar para el Fortalecimiento de la Economía  
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PEO   Plan de Equidad de Oportunidades 

PGN  Procuraduría General de la Nación 

PNPDIM  Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres 

PNUD  Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 

PRONACOM  Programa Nacional de Competitividad 

RENAP  Registro Nacional de las Personas 

SBS   Secretaria de Bienestar Social de la Presidencia 

SCEP  Secretaría de Coordinación Ejecutiva de la Presidencia 

SEGEPLAN  Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia 

SEPREM  Secretaría Presidencial de la Mujer 

SICOIN  Sistema de Contabilidad Integrada 

SOSEP  Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente 

SVET   Secretaría contra la Violencia Sexual, Explotación y Trata de Personas 

TSE   Tribunal Supremo Electoral 

UDG   Unidad de Género 

UNFPA  Fondo de Población de Naciones Unidas  

VCM   Violencia Contra las Mujeres 

 

  



     
  

pág. 82 
 

 

 

 

 


